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El presente documento, denominado Hoja de Ruta Empresarial 2026–2030 para la 
Implementación de la Meta 15 del Marco Mundial de Biodiversidad en Ecuador, 
constituye el Documento 3 de la serie de insumos técnicos para la Meta 15, 
elaborado por el Consejo Empresarial para el Desarrollo Sostenible del Ecuador 
(CEMDES) con el apoyo de cooperación internacional de Business for Nature. Se 
alinea con la Estrategia Nacional de Biodiversidad y su Plan de Acción 2025–2030 
(ENBPA) del Ministerio del Ambiente y Energía (MAE) y se desarrolla bajo un 
enfoque de fomento, sin carácter normativo ni sancionatorio.

El contenido se elaboró mediante revisión documental y a través de un proceso 
de consulta técnica con empresas y gremios que integran el Grupo Consultivo 
Empresarial de Biodiversidad (BAG), mediante entrevistas y talleres efectuados 
entre diciembre de 2025 y abril de 2026. La participación de estos actores se realizó 
exclusivamente a título consultivo y no implica adhesión automática a la totalidad 
de los hallazgos ni respaldo colectivo de sus conclusiones.

Los hallazgos, brechas identificadas y recomendaciones estratégicas constituyen 
insumos de adopción voluntaria. No generan obligaciones jurídicamente exigibles 
ante el MAE, otras autoridades, instancias judiciales o administrativas, ni frente 
a terceros. Cada empresa o institución financiera es responsable de evaluar, 
con asesoría especializada, la pertinencia de las metodologías descritas y su 
compatibilidad con la normativa vigente y sus propias políticas internas.

CEMDES actúa exclusivamente como facilitador técnico, secretaría técnica ad 
hoc del BAG y entidad responsable de la elaboración metodológica del presente 
documento. CEMDES no asume responsabilidad jurídica por las decisiones 
operativas, ambientales, financieras o legales que adopten las organizaciones 
al tomar este documento como referencia para sus estrategias corporativas o 
divulgaciones públicas.

CLÁUSULA DE DESCARGO
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El imperativo empresarial y público de 
la biodiversidad

Las empresas ecuatorianas operan en un 
entorno en el que la pérdida de biodiver-
sidad se traduce directamente en riesgos 
financieros, comerciales y regulatorios: 
mayor vulnerabilidad de sus operaciones y 
cadenas de suministro, nuevas exigencias 
de acceso a mercados —como la regula-
ción europea sobre deforestación (EUDR) 
y la Directiva de Reporte de Sostenibilidad 
Corporativa (CSRD)— y crecientes expec-
tativas de transparencia por parte de in-
versionistas y clientes (CBD, 2022; Business 
for Nature, 2023). Estos riesgos adquieren 
una dimensión jurídica y constitucional 
particular debido a que la Constitución 
reconoce expresamente los derechos de 
la naturaleza (arts. 71 a 74), el derecho 
colectivo a vivir en un ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado (art. 14) y el 
deber estatal de garantizar un modelo de 
desarrollo ambientalmente sostenible (art. 
395). Asimismo, en el COAM, se configura 
un marco jurídico que obliga al Estado y a 
los actores económicos a incorporar consi-
deraciones ambientales dentro de sus pro-
cesos de planificación y gestión.

Estos mismos procesos condicionan tam-
bién la acción del Estado: para el Ministerio 
del Ambiente y Energía (MAE), la capaci-
dad de movilizar al sector privado hacia la 
divulgación de impactos sobre biodiver-
sidad marca la diferencia entre cumplir a 
tiempo los compromisos asumidos en el 
Marco Global de Biodiversidad1 de Kun-
ming-Montreal o enfrentar costos repu-

1	 El término “Marco Global de Biodiversidad” 
es el utilizado en este documento de manera 
consistente. La denominación oficial en español 
del Convenio sobre la Diversidad Biológica es 
“Marco Mundial de Biodiversidad de Kunming-
Montreal”; ambas expresiones son equivalentes.

Resumen Ejecutivo

tacionales y de acceso a financiamiento 
internacional (MAE, 2025; CEMDES, 2026).

Ese vínculo entre presión de mercado 
y mandato de política pública tiene un 
origen normativo preciso, pero también 
un desfase temporal que es estratégico 
gestionar. Ecuador —como Estado Parte 
del Convenio sobre la Diversidad Biológi-
ca— adoptó formalmente el Marco Global 
de Biodiversidad de Kunming-Montreal en 
la COP-15 de diciembre de 2022 y asumió 
el compromiso de implementar, antes de 
2030, las medidas habilitantes que permi-
tan a las grandes empresas e instituciones 
financieras monitorear, evaluar y divulgar 
sus riesgos, dependencias e impactos 
sobre la biodiversidad. Este compromiso 
internacional se articula con la Estrategia 
Nacional de Biodiversidad y su Plan de Ac-
ción 2025-2030 (ENBPA), instrumento de 
política pública que incorpora la Meta 15 
bajo un enfoque de fomento y transición 
gradual, priorizando mecanismos habi-
litantes, fortalecimiento de capacidades 
y generación progresiva de condiciones 
institucionales y técnicas para el sector 
empresarial. Esta Hoja de Ruta parte de 
reconocer que, para que ese mandato sea 
viable en la práctica, la transición empresa-
rial hacia reportes de biodiversidad deberá 
extenderse más allá de 2030 y contar con 
un periodo de ajuste que podría llegar has-
ta 2032, dando tiempo realista para que las 
grandes empresas adapten sus sistemas 
antes de cualquier eventual exigencia re-
gulatoria. Ese mandato internacional es el 
origen directo de esta Hoja de Ruta (CBD, 
2022; Decisión 15/4, COP-15; MAE, 2025). Por 
lo mencionado, resulta relevante consi-
derar también los principios de seguridad 
jurídica, proporcionalidad, coordinación y 
buena administración previstos tanto en 
la Constitución como en el Código Orgá-
nico Administrativo (COA), especialmente 
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frente a la necesidad de evitar transiciones 
regulatorias abruptas que puedan generar 
incertidumbre operativa o desincentivar la 
participación voluntaria del sector privado. 

Ante este imperativo compartido, la bio-
diversidad deja de ser un tema ambiental 
periférico y se convierte en un factor crítico 
de gestión de riesgo corporativo y de com-
petitividad internacional para el sector pri-
vado, así como en un componente central 
de la política pública. La pregunta ya no es 
si las empresas deberán evaluar y divulgar 
sus riesgos, dependencias e impactos so-
bre la biodiversidad —eso está definido—, 
sino cómo hacerlo de forma ordenada, via-
ble y jurídicamente segura en un país que 
reconoce derechos de la naturaleza y en-
frenta restricciones fiscales significativas 
(CBD, 2022; MAE, 2025).

La presente Hoja de Ruta se desarrolla pre-
cisamente bajo esa lógica: construir una 
transición progresiva y técnicamente via-
ble que permita armonizar los compromi-
sos internacionales asumidos por el Ecua-
dor, el marco constitucional y ambiental 
nacional, las capacidades reales del tejido 
empresarial y los principios de sostenibi-
lidad, gradualidad y corresponsabilidad 
previstos en el COAM y en la Estrategia 
Nacional de Biodiversidad. 

Qué es la Hoja de Ruta y qué no es

La Hoja de Ruta Empresarial 2026-2030 
para la implementación de la Meta 15 del 
Marco Global de Biodiversidad en Ecuador 
es una propuesta técnica del sector priva-
do elaborada por el Consejo Empresarial 
para el Desarrollo Sostenible del Ecuador 
(CEMDES), con el auspicio de Business 
for Nature —coalición global de organiza-
ciones de la naturaleza y empresas que 
impulsa la acción del sector privado en el 
Marco Global de Biodiversidad, con pre-
sencia en más de 100 países— y en articu-
lación con las empresas y gremios que in-
tegran el Grupo Consultivo Empresarial de 
Biodiversidad (BAG) (Business for Nature, 
2023; CEMDES, 2026). Se dirige principal-
mente a grandes empresas e instituciones 

financieras, pero también a ejecutivos del 
MAE y otras entidades públicas respon-
sables de la Estrategia Nacional de Biodi-
versidad y su Plan de Acción 2025-2030, a 
quienes ofrece una visión de cómo podría 
estructurarse una transición ordenada y 
segura hacia un eventual régimen de pre-
sentación de reportes empresariales de 
biodiversidad (MAE, 2025).

La Hoja de Ruta se dirige principalmente 
a grandes empresas e instituciones finan-
cieras con operaciones o cadenas de valor 
vinculadas a sectores de alta incidencia 
ecosistémica, así como a entidades pú-
blicas responsables de la formulación e 
implementación de política ambiental, 
incluyendo al Ministerio del Ambiente y 
Energía (MAE), gobiernos autónomos des-
centralizados y organismos vinculados a 
financiamiento y planificación. Su propó-
sito es ofrecer una referencia técnica para 
estructurar una transición gradual, propor-
cional y jurídicamente segura hacia esque-
mas de evaluación, monitoreo y divulga-
ción empresarial de riesgos, dependencias 
e impactos sobre biodiversidad, conforme 
a la Meta 15 del MMB-KM y a los principios 
constitucionales de desarrollo sostenible, 
prevención, precaución y derechos de la 
naturaleza reconocidos en la Constitución.

No constituye un instrumento normativo 
ni crea obligaciones jurídicas exigibles 
para empresas, instituciones financieras 
o entidades públicas. Su contenido tiene 
naturaleza técnica y referencial, por lo que 
no sustituye las competencias regulatorias, 
de control y licenciamiento atribuidas al 
MAE y demás autoridades ambientales en 
el Código Orgánico del Ambiente (COAM), 
su Reglamento y la normativa secundaria 
vigente emitida por la Autoridad Ambien-
tal Nacional, incluidos los procedimiento y 
normas del Sistema Único de Manejo Am-
biental (SUMA), así como de herramientas 
como el Sistema Único de Información 
Ambiental (SUIA) (COA; Reglamento, MAE, 
normativa secundaria vigente). En con-
secuencia, las obligaciones ambientales 
actualmente exigibles continúan siendo 
aquellas previstas en el ordenamiento 
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jurídico ecuatoriano, particularmente en 
materia de regularización ambiental, licen-
ciamiento, evaluación de impactos, moni-
toreo, auditorías ambientales, reparación 
integral y responsabilidad objetiva por 
daño ambiental. 

Es una hoja de ruta operativa de carácter 
voluntario, diseñada para que el sector 
privado ecuatoriano pueda anticiparse a 
la evolución de la Meta 15, minimizando 
costos de transición, protegiendo la con-
fidencialidad y el uso adecuado de los 
datos, y maximizando oportunidades de 
financiamiento verde y acceso a merca-
dos más exigentes. Para el MAE, consti-
tuye un insumo técnico que describe un 
posible camino de transición —por fases 
y con salvaguardas— y que puede orien-
tar el diseño de una regulación futura, 
reduciendo el costo y el riesgo político de 
implementar gradualmente la Meta 15 al 
construir primero capacidades, datos y 
pilotos desde el sector empresarial antes 
de considerar medidas obligatorias (CBD, 
2022; MAE, 2025; CEMDES, 2026).

Este documento propone, además, for-
talecer e institucionalizar el BAG como 
espacio permanente de articulación 
técnico-estratégica del sector privado 
en materia de biodiversidad y empresa, 
coordinado por CEMDES. Actualmen-
te, el BAG opera como una instancia de 
coordinación voluntaria sin personalidad 
jurídica propia ni estructura formal con-
solidada; sin embargo, su fortalecimiento 
permitiría generar mecanismos estables 
de diálogo público-privado, coherentes 
con los principios de participación y co-
rresponsabilidad ambiental previstos en la 
Constitución y en el Código Orgánico del 
Ambiente (Constitución de la República 
del Ecuador, arts. 83 y 395; COAM). Esta 
instancia podría contribuir a la construc-
ción conjunta de lineamientos técnicos, 
pilotos sectoriales, metodologías de re-
porte y mecanismos de financiamiento 
alineados con la Meta 15, sin sustituir las 
competencias regulatorias exclusivas de 
la Autoridad Ambiental Nacional. (CEM-
DES, 2026; MAE, 2025).

Brechas críticas que hoy bloquean la 
Meta 15

El Diagnóstico de Brechas Técnicas y Re-
gulatorias (Documento 1) identificó un 
conjunto de brechas estructurales que, si 
no se abordan de manera coordinada, ha-
rán inviable una implementación efectiva 
de la Meta 15 en Ecuador (CEMDES, 2025). 
Entre las más críticas se encuentran:

•	 El riesgo de autoacusación, derivado 
de la posibilidad de que la información 
reportada voluntariamente se utilice 
en procesos sancionatorios o litigios, 
en un contexto jurídico único por el 
reconocimiento de derechos de la na-
turaleza.

•	 La desconfianza institucional y la falta 
de un firewall técnico para el manejo 
de datos empresariales.

•	 La fragmentación metodológica en la 
medición de impactos y dependencias 
sobre biodiversidad.

•	 La ausencia de incentivos económicos 
claros y el déficit de capacidades técni-
cas internas en las empresas.

•	 La opacidad de responsabilidad en la 
gobernanza público-privada y la desali-
neación con marcos internacionales de 
reporte y debida diligencia (CBD, 2022; 
MAE, 2022; CEMDES, 2025).

Sin resolver estas brechas, cualquier inten-
to de exigir divulgación amplia de infor-
mación sobre biodiversidad corre el riesgo 
de generar resistencia legítima, aumentar 
la inseguridad jurídica y debilitar tanto la 
confianza del sector empresarial como la 
credibilidad de la política pública.

Una matriz de trazabilidad para leer la 
Hoja de Ruta sin leer el Diagnóstico

Conscientes de que muchos ejecutivos 
solo dispondrán de tiempo para leer el Re-
sumen Ejecutivo, la Hoja de Ruta incorpora 
una Matriz de Trazabilidad que conecta, 
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en una sola página, las brechas críticas del 
Diagnóstico (Documento 1) con las princi-
pales respuestas propuestas en esta Hoja 
de Ruta (Documento 2). La matriz permite 
ver de inmediato: qué problema se aborda, 
qué línea de acción del Plan lo resuelve, en 
qué fase se interviene y qué cambia en la 
práctica al 2030 para las empresas y para 
el país (CEMDES, 2026; MAE, 2025).

Esta matriz permite que un ejecutivo que 
solo lea el Resumen Ejecutivo entienda, de 
manera inmediata, cómo la Hoja de Ruta 
transforma cada brecha en una solución 
concreta, en qué horizonte de tiempo y 
con qué tipo de resultado medible.

Cinco ejes estratégicos y tres fases 
para una transición ordenada

Las 19 líneas de acción de la Hoja de Ruta 
se organizan en cinco ejes estratégicos 
que se despliegan en tres fases entre 2026 
y 2030 (MAE, 2025; CEMDES, 2026):

•	 Eje 1: Gobernanza público-privada y 
transformación cultural. Fortalecimien-
to del BAG y de mesas sectoriales per-
manentes, integración de criterios de 
biodiversidad en cadenas de suminis-
tro y acuerdos empresa–comunidad en 
territorios críticos.

Matriz de trazabilidad: del diagnóstico al impacto (Meta 15)

Brecha crítica Qué la causa hoy Líneas de acción de la Hoja de 
Ruta 

Cuándo actúa 
el Plan

B1. Riesgo de 
autoacusación: temor a 
que los datos de impacto 
se usen en contra de la 
empresa.

No existe un régimen claro de “reporte 
de buena fe” ni salvaguardas frente 
a sanciones cuando las empresas 
divulgan voluntariamente información 
sobre biodiversidad, en un país que 
reconoce derechos de la naturaleza.

LA12. Hoja de ruta regulatoria 
progresiva para la Meta 
15 (régimen de transición y 
protección jurídica al reportante).

Fases 1–2 

(2026–2029).

B2. Desconfianza 
institucional en el manejo 
de datos empresariales.

Miedo a la exposición directa de datos 
sensibles a la autoridad con potestad 
sancionatoria y ausencia de un 
“firewall” técnico independiente.

LA05. Creación de la Secretaría 
Técnica de Implementación 
Multiactor (STIM) como filtro 
técnico y nodo de gestión 
delegada.

Fase 1 

(2026–2027).

B3. Fragmentación 
metodológica en la 
medición de biodiversidad.

Coexistencia de estudios de impacto, 
metodologías ad hoc y estándares 
internacionales sin armonización 
nacional, lo que impide comparar y 
agregar información.

LA04. Guías metodológicas 
sectoriales. LA08. Protocolos 
nacionales de monitoreo por 
ecosistema y sector.

Fases 1–2 

(2026–2028).

B4. Falta de incentivos 
económicos para reportar 
biodiversidad.

El reporte se percibe como un costo 
sin retorno en acceso a mercados, 
financiamiento o reputación.

LA16–LA19. Instrumentos 
financieros verdes, fondos 
concursables, incentivos fiscales 
y esquemas de certificación 
naturaleza positiva.

Fase 2 

(2028–2029).

B5. Opacidad de 
responsabilidad en la 
gobernanza público 
privada.

Ambigüedad entre el rol de empresas, 
gremios, BAG y MAE; temor de los 
gremios a responsabilidad solidaria 
por decisiones individuales de sus 
afiliados.

LA01. Fortalecimiento del BAG y 
mesas sectoriales. LA03. Acuerdos 
empresa–comunidad con reglas 
claras. Cláusula de naturaleza 
y alcance que delimita el rol del 
BAG.

Fase 1

(2026–2027).

B6. Déficit de capacidades 
internas en biodiversidad.

Equipos de sostenibilidad reducidos, 
alta rotación y falta de formación 
específica en marcos como GRI 101, 
TNFD o SBTN.

LA10. Programas de formación 
especializada. LA11. Comunidades 
de práctica empresariales.

Fases 1–2 

(2026–2028).

B7. Opacidad y 
dispersión de datos sobre 
biodiversidad.

Estudios en PDF o físico, sin 
integración a sistemas nacionales, y 
ausencia de protocolos para carga de 
datos empresariales.

LA06. Fortalecimiento de BNDB 
y módulo empresarial de 
SIBEcuador. LA07. Integración 
de datos empresariales en 
estadísticas oficiales (INEC).

Fase 1 (2026–2027).

B8. Desalineación con 
marcos internacionales 
de reporte y debida 
diligencia.

Ausencia de equivalencia clara entre 
futuras normas nacionales y marcos 
como EUDR, CSRD, TNFD e IFRS S3.

LA13. Armonización regulatoria 
con marcos internacionales de 
reporte y debida diligencia.

Fase 2 

(2028–2029).
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•	 Eje 2: Infraestructura técnica e insti-
tucional. Desarrollo de metodologías 
sectoriales y protocolos de monitoreo, 
fortalecimiento de la BNDB y SIBEcua-
dor y herramientas digitales de gestión 
de datos.

•	 Eje 3: Ecosistema de conocimiento y 
capacidades profesionales. Programas 
de formación especializada y comu-
nidades de práctica empresariales, en 
alianza con universidades y centros de 
investigación.

•	 Eje 4: Marco regulatorio progresivo y 
predecible para la Meta 15. Hoja de ruta 
regulatoria con salvaguardas frente 
al riesgo de autoacusación, armoniza-
da con marcos internacionales como 
CSRD, EUDR y TNFD.

•	 Eje 5: Financiamiento e incentivos para 
la transición empresarial. Instrumentos 
financieros verdes, cofinanciamiento y 
esquemas de reconocimiento para em-
presas líderes.

Las fases se estructuran de la siguiente 
manera: Fase 1 (2026–2027) se concentra 
en condiciones habilitantes y confianza 
institucional; Fase 2 (2028–2029) en esca-
lamiento sectorial y armonización regu-
latoria; y Fase 3 (2030) en consolidación y 
evaluación, priorizando acciones sin arre-
pentimiento de alto impacto y alta factibi-
lidad.

Valor agregado para empresas y para 
el Estado

Para el sector privado, la Hoja de Ruta 
ofrece una secuencia clara de decisiones 
que permite mitigar riesgos legales, repu-
tacionales y comerciales, al tiempo que 
abre oportunidades de acceso a mercados 
premium, financiamiento verde y diferen-
ciación competitiva en un entorno global 
que exige transparencia sobre la naturale-
za (CBD, 2022; Business for Nature, 2023). 
Para el MAE y otras instituciones públicas, 
el Plan aporta una base técnica y un marco 
de colaboración empresarial que facilita 

implementar la Meta 15 de manera gra-
dual, basada en evidencia, reduciendo la 
incertidumbre jurídica y los costos institu-
cionales de diseñar y aplicar regulaciones 
sin pilotos ni datos suficientes (MAE, 2025; 
CEMDES, 2026). La Hoja de Ruta contri-
buye a fortalecer la seguridad jurídica 
empresarial al promover una transición 
gradual y técnicamente sustentada hacia 
prácticas de evaluación y divulgación am-
biental, en concordancia con los principios 
constitucionales de desarrollo sostenible, 
prevención, precaución y responsabilidad 
ambiental previstos en los artículos 14, 71 al 
74 y 395 de la Constitución. 

Desde el ámbito institucional, la Hoja de 
Ruta también contribuye a operacionalizar 
principios de coordinación, participación 
y corresponsabilidad ambiental previstos 
tanto en la Constitución como en el Código 
Orgánico del Ambiente, promoviendo me-
canismos de articulación público-privada 
para la gestión de biodiversidad (Consti-
tución de la República del Ecuador, arts. 
83 y 395; COAM). De igual manera, el for-
talecimiento de espacios técnicos como el 
BAG puede reducir costos de transacción 
institucional, mejorar la calidad de la infor-
mación disponible para la toma de deci-
siones y facilitar procesos de gobernanza 
colaborativa compatibles con los principios 
de transparencia, eficiencia y planificación 
ambiental.

En síntesis, la Hoja de Ruta busca pasar de 
una discusión abstracta sobre biodiversi-
dad a un programa de trabajo compartido, 
financiable y verificable, que conecta las 
prioridades del Estado con las decisiones 
estratégicas de las empresas y sitúa a 
Ecuador en una mejor posición para cum-
plir sus compromisos internacionales sin 
comprometer su competitividad económi-
ca (CBD, 2022; MAE, 2025; CEMDES, 2026).
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Lista de Abreviaturas y 
Acrónimos (comentada)

Acrónimo / 
Sigla Término Completo Comentario / Relevancia Técnica

ACT-D Assess, Commit, Transform, 
Disclose

Marco operativo de Business for Nature que guía a las 
empresas en los pasos para cumplir con la Meta 15 (Evaluar, 
Comprometerse, Transformar y Divulgar).

BAG Business Advisory Group Grupo Consultivo Empresarial de Biodiversidad; principal 
órgano de consulta y destinatario de este diagnóstico en 
Ecuador.

CDB Convenio sobre la Diversidad 
Biológica

Tratado internacional de la ONU del cual emana el Marco 
Mundial de Biodiversidad y la Meta 15.

CEMDES Consejo Empresarial para 
el Desarrollo Sostenible del 
Ecuador

Institución autora y facilitadora técnica del diagnóstico y la 
Hoja de Ruta Empresarial.

ENBPA Estrategia Nacional de 
Biodiversidad y su Plan de 
Acción

Instrumento rector de la política pública de biodiversidad en 
Ecuador (periodo 2025-2030) que integra la Meta 15.

GRI (101) Global Reporting Initiative Estándar global de reporte de sostenibilidad. La versión 
“GRI 101: Biodiversidad 2024” es la referencia técnica para la 
transparencia empresarial.

KBA Key Biodiversity Area Áreas Claves para la Biodiversidad. Sitios críticos cuya 
proximidad a operaciones empresariales exige mayor rigor 
en la evaluación de impactos.

MAE Ministerio del Ambiente del 
Ecuador

Autoridad Ambiental Nacional y destinataria institucional 
para la creación de política pública basada en este 
diagnóstico.

MMB-KM Marco Mundial de 
Biodiversidad de Kunming-
Montreal

Acuerdo global adoptado en 2022 que establece 23 
metas (incluida la Meta 15) para detener la pérdida de 
biodiversidad al 2030.

SBTN Science Based Targets Network Red que provee metodologías para que las empresas 
establezcan metas científicas para la naturaleza (agua, 
tierra, biodiversidad).

SUIA Sistema Único de Información 
Ambiental

Plataforma digital del MAE; fuente principal de datos 
secundarios para que las empresas evalúen sus impactos y 
dependencias en Ecuador.

TNFD Taskforce on Nature-related 
Financial Disclosures

Marco de referencia internacional para que las empresas 
informen sobre sus riesgos, dependencias y oportunidades 
relacionadas con la naturaleza.
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1. Introducción 
y Contexto

1.1 Objeto y alcance

La aceleración de la crisis global de bio-
diversidad ha colocado a la naturaleza en 
el centro de la agenda económica, finan-
ciera y empresarial, al quedar demostrado 
que la degradación de ecosistemas y la 
pérdida de servicios ecosistémicos gene-
ran riesgos materiales para la producción, 
el comercio, la seguridad alimentaria, la 
estabilidad financiera y la estabilidad ma-
croeconómica (IPBES, 2019; CBD, 2022). 
En respuesta, el Marco Global de Biodiver-
sidad de Kunming-Montreal (MMB-KM), 
adoptado durante la COP-15 del Con-
venio sobre la Diversidad Biológica  en 
diciembre de 2022, incorpora la Meta 15, 
mediante la cual se insta a las Partes (pú-
blica-privada) a adoptar medidas legales, 
administrativas y de política pública desti-
nadas a promover que las grandes empre-
sas e instituciones financieras supervisen, 
evalúen y divulguen periódicamente sus 
riesgos, dependencias e impactos sobre la 
biodiversidad a lo largo de sus operacio-
nes, cadenas de suministro, cadenas de 
valor  y carteras de inversión (CBD, 2022).

Ecuador es Estado Parte del Convenio 
sobre la Diversidad Biológica desde 1993 
y, en esa calidad, participó en la COP-15 
celebrada en Montreal en diciembre de 
2022. Conforme al artículo 417 de la Cons-
titución, los tratados internacionales ra-
tificados por el Estado forman parte del 
ordenamiento jurídico interno y deben 
aplicarse en armonía con las disposicio-
nes constitucionales, particularmente 
aquellas relacionadas con los derechos 
de la naturaleza, el derecho colectivo a 
un ambiente sano y el deber estatal de 
garantizar un modelo de desarrollo am-
bientalmente equilibrado. La adopción 
del  Marco Mundial de Biodiversidad de 
Kunming-Montreal implica para el Estado 
Ecuatoriano el compromiso jurídico-po-
lítico de traducir las 23 metas globales 
del MMB-KM en medidas nacionales 
concretas, a través de la actualización o 
elaboración de una Estrategia Nacional de 
Biodiversidad y Plan de Acción —conoci-
da internacionalmente como NBSAP (por 
sus siglas en inglés: National Biodiversity 
Strategy and Action Plan, Estrategia y 
Plan de Acción Nacional de Biodiversidad) 
y de su presentación periódica ante la Se-
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cretaría del CDB (CBD, 2022; Decisión 15/6, 
COP-15). Este proceso se articula además 
con el marco constitucional ecuatoriano, 
que reconoce a la naturaleza como suje-
to de derechos y establece como deber 
primordial del Estado la protección del 
patrimonio natural, la conservación de 
la biodiversidad y la prevención del daño 
ambiental (Constitución de la República 
del Ecuador, arts. 3, 14, 71 al 74 y 395).

En lo que respecta específicamente a la 
Meta 15, el compromiso adquirido exige 
que Ecuador adopte, antes de 2030, me-
didas legales, administrativas o de políti-
ca pública orientadas a que las grandes 
empresas e instituciones financieras que 
operan en el territorio nacional super-
visen, evalúen y divulguen sus riesgos, 
dependencias e impactos sobre la biodi-
versidad (CBD, 2022). No se trata de una 
recomendación voluntaria para el Estado 
ecuatoriano, sino de una obligación de 
medios derivada del derecho internacio-
nal ambiental que el país ha aceptado 
soberanamente y que genera responsa-
bilidades concretas de implementación 
frente a la comunidad internacional (CBD, 
2022; Decisión 15/6, COP-15; MAE, 2025). 

La presente Hoja de Ruta se concibe 
como una respuesta técnica del sector 
privado ecuatoriano a ese mandato: un 
insumo elaborado desde las empresas 
orientado para apoyar al Estado en la im-
plementación progresiva de la Meta 15 en 
cumplimiento de su compromiso ante el 
CDB, desde una perspectiva empresarial y 
de gobernanza público-privada. Su alcan-
ce se concentra principalmente en gran-
des empresas e instituciones financieras 
vinculadas a sectores de alta incidencia 
ecosistémica o exposición a mercados in-
ternacionales, sin perjuicio de reconocer 
el rol de las micro, pequeñas y medianas 
empresas dentro de las cadenas de va-
lor y suministro. El documento no crea 
obligaciones jurídicas nuevas ni sustituye 
las competencias regulatorias del MAE u 
otras autoridades competentes; constitu-
ye un instrumento técnico de referencia 
destinado a facilitar la construcción gra-

dual de capacidades, mecanismos de fi-
nanciamiento, estándares de información 
y espacios de coordinación que permitan 
al país avanzar hacia el cumplimiento 
efectivo de sus compromisos internacio-
nales en materia de biodiversidad.

Al mismo tiempo, reconoce que, para 
que estas obligaciones sean viables en la 
práctica, la transición empresarial hacia 
reportes de biodiversidad requerirá un 
periodo de ajuste que podría extenderse 
más allá de 2030 y alcanzar hasta 2032, de 
modo que las grandes empresas cuenten 
con el tiempo necesario para adaptar sus 
sistemas antes de cualquier eventual exi-
gencia regulatoria.

Ecuador, reconocido constitucionalmente 
como un país megadiverso y titular de dere-
chos de la naturaleza conforme lo estable-
cido en la Constitución,  mantiene una alta 
dependencia económica de sectores que 
usan intensivamente la naturaleza —como 
la agroindustria, la acuicultura, los hidro-
carburos, la minería y el turismo— enfrenta 
una doble presión: por un lado, debe reducir 
con urgencia la pérdida de biodiversidad y, 
por otro lado, son actividades que aportan 
significativamente al empleo, la recauda-
ción fiscal y la competitividad internacional 
en un contexto de restricciones fiscales y 
endeudamiento elevado (MAE, 2015; BCE, 
2022; BIOFIN, 2024). Respecto a eso, el artí-
culo 395 de la Constitución establece que el 
Estado garantizará un modelo de desarrollo 
ambientalmente sostenible y equilibrado, 
mientras que el Código Orgánico del Am-
biente (COAM) incorpora como principios 
rectores el desarrollo sostenible, la pre-
vención, la precaución, la responsabilidad 
ambiental y la transversalidad de la gestión 
ambiental en las actividades económicas. 
La Estrategia Nacional de Biodiversidad y 
su Plan de Acción 2025-2030 (ENBPA), ofi-
cializada mediante el Acuerdo Ministerial 
Nro. MAE-MAE-2025-0063-AM suscrito el 
30 de diciembre de 2025 por la ministra de 
Ambiente y Energía, abogada Inés María 
Manzano Díaz, reconoce expresamente esta 
necesidad de articulación entre sostenibili-
dad ambiental, fortalecimiento institucional 
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y desarrollo económico sostenible, incorpo-
rando entre sus objetivos el fortalecimiento 
de capacidades nacionales, financiamiento, 
innovación y gestión intersectorial para la 
conservación y uso sostenible de la biodi-
versidad. En ese marco, la ENBPA adopta 
para la Meta 15 un enfoque progresivo y ha-
bilitante, priorizando el desarrollo de capa-
cidades técnicas, sistemas de información, 
instrumentos financieros y mecanismos de 
articulación público-privada antes de avan-
zar hacia esquemas regulatorios más estric-
tos o mandatorios. (MAE, 2024b; MAE, 2025).

La Hoja de Ruta Empresarial 2026-2030 
para la implementación de la Meta 15 en 
Ecuador —en adelante, la Hoja de Ruta— 
constituye una propuesta técnica impul-
sada por el Consejo Empresarial para el 
Desarrollo Sostenible del Ecuador (CEM-
DES), elaborada en articulación con el 
MAE y con la participación consultiva del 
Grupo Consultivo Empresarial de Biodi-
versidad (BAG), como espacio de diálogo 
público-privado orientado a facilitar la im-
plementación progresiva del Marco Mun-
dial de Biodiversidad de Kunming-Mon-
treal. Su finalidad es apoyar a las grandes 
empresas e instituciones financieras 
ecuatorianas en una transición ordenada: 
desde un modelo en el que los impactos 
sobre la naturaleza han sido poco visibles 
y rara vez reportados, hacia otro en el que 
la biodiversidad se incorpora de forma 
sistemática en la gestión de riesgos, la 
planificación estratégica, la gobernanza 
corporativa y la divulgación pública (CBD, 
2022; GRI, 2024; TNFD, 2023).

La Hoja de Ruta reconoce explícitamen-
te que el sector empresarial ya cuenta 
con instrumentos de gestión ambiental 
regulados por el COAM, su Reglamento 
y la normativa secundaria emitida por la 
Autoridad Ambiental Nacional  —como 
estudios de impacto ambiental, planes de 
manejo ambiental y auditorías de cum-
plimiento, obligaciones de monitoreo y 
mecanismos de regularización ambiental 
administrados mediante el Sistema Único 
de Información Ambiental (SUIA) —. Sin 
embargo, la Meta 15 no busca duplicar 

estos esfuerzos administrativos ni reem-
plazar el cumplimiento regulatorio vigen-
te. Por el contrario, su objetivo es evolu-
cionar la información técnica existente, 
transformando los datos generados por 
los instrumentos actuales en indicadores 
estratégicos de riesgo y dependencia que 
permitan una divulgación estandarizada, 
comparable y útil para la toma de decisio-
nes corporativas y la inversión. La Hoja de 
Ruta actúa como un puente que integra 
la gestión operativa ambiental con las exi-
gencias de transparencia de los mercados 
globales, evitando la duplicidad de reco-
lección de datos y aprovechando la base 
de información ya disponible como punto 
de partida para la línea base. Este enfoque 
se alinea con los principios de eficiencia 
administrativa, coordinación institucional 
y racionalidad regulatoria previstos en el 
Art. 9 del Código Orgánico Administrativo 
(COA), evitando cargas regulatorias inne-
cesarias y promoviendo el uso eficiente de 
la información ambiental existente. 

Para los efectos de esta Hoja de Ruta, el 
término “impacto sobre la biodiversidad” 
se refiere estrictamente a las alteraciones 
biofísicas en la estructura y función de los 
ecosistemas (por ejemplo, cambios en la 
cobertura vegetal, la calidad del agua o el 
estado de especies) conforme al enfoque 
técnico del Convenio sobre la Diversidad 
Biológica y la ENBPA. Esta definición se 
circunscribe al ámbito de gestión ecosis-
témica y de riesgos ambientales empresa-
riales desarrollado en la Meta 15 del Marco 
Mundial de Biodiversidad. Los impactos 
sociales, territoriales, laborales o vinculados 
a derechos colectivos y conflictividad co-
munitaria se rigen por otros marcos consti-
tucionales, sectoriales y de debida diligen-
cia empresarial, por lo que no constituyen 
el objeto principal de esta Hoja de Ruta, sin 
perjuicio de la necesaria articulación entre 
sostenibilidad ambiental, derechos huma-
nos y gobernanza territorial prevista en la 
normativa ecuatoriana e instrumentos in-
ternacionales aplicables. (MAE, 2022).

La Hoja de Ruta busca, en particular, contri-
buir al incremento ordenado y verificable de 
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los indicadores IC 15.1 (número de empresas 
e instituciones financieras que divulgan in-
formación sobre sus riesgos, dependencias e 
impactos relacionados con la biodiversidad), 
ICO 15.1 (número de empresas que publican 
informes de sostenibilidad alineados con 
estándares reconocidos internacionalmente) 
e ICOM 15.1 (número de organizaciones que 
expresan su intención de adoptar marcos 
avanzados como TNFD), definidos en el mar-
co nacional de monitoreo de la Meta 15. Des-
de esta perspectiva, la propuesta se ubica en 
el punto de encuentro entre las exigencias 
globales de transparencia y gestión de ries-
gos asociados a la naturaleza y las condicio-
nes económicas, institucionales y técnicas 
del país (CBD, 2022; MAE, 2025).

Es fundamental precisar que la Hoja de 
Ruta se limita estrictamente a la divulga-
ción técnica de información sobre riesgos, 
dependencias e impactos biofísicos de la 
biodiversidad, en cumplimiento de la Meta 
15 del Marco Global de Biodiversidad y en 
armonía con la Constitución, el Código 
Orgánico del Ambiente (COAM) y la Estra-
tegia Nacional de Biodiversidad y su Plan 
de Acción 2025-2030 (ENBPA), oficializada 
mediante Acuerdo Ministerial Nro. MAE-
MAE-2025-0063-AM. Por lo mencionado, 
la Hoja de Ruta constituye un instrumento 
técnico de carácter orientativo y voluntario 
para fortalecer capacidades empresariales 
de evaluación, monitoreo y divulgación 
ambiental, sin sustituir los mecanismos 
constitucionales y legales aplicables en ma-
teria de participación, control ambiental o 
derechos colectivos (CBD, 2022; MAE, 2025).

 Este documento NO constituye:

1.	 Un mecanismo de consulta pre-
via, libre e informada, ni de consulta 
ambiental regulados por la Constitu-
ción de la República, el Código Orgá-
nico del Ambiente y demás normativa 
aplicable.

2.	 Un reconocimiento de derechos 
territoriales, gobernanza comunitaria o 
resolución de conflictos. 

3.	 Un reconocimiento, modificación o 
validación de derechos de propiedad, po-
sesión, tenencia o uso del suelo por parte 
de comunidades locales, pueblos y nacio-
nalidades o terceros actores sociales.

4.	 Una obligación de diálogo político, 
mediación social o gestión directa de 
relaciones comunitarias distinta de las 
obligaciones legales específicas que pu-
dieran derivarse de la normativa ambien-
tal, sectorial o constitucional vigente.

La información generada bajo esta Hoja 
de Ruta tiene un fin exclusivamente téc-
nico y ambiental —incluyendo monitoreo 
de ecosistemas, cobertura vegetal, calidad 
de agua, conectividad ecológica y estado 
de especies— orientada a fortalecer la 
gestión empresarial de biodiversidad y 
la transparencia corporativa conforme a 
la Meta 15 del MMB-KM, los principios de 
prevención y sostenibilidad previstos en 
los artículos 395 y 396 de la Constitución, y 
las disposiciones del Código Orgánico del 
Ambiente relativas al monitoreo y gestión 
ambiental; por lo tanto, la información 
técnica producida en el marco de esta 
Hoja de Ruta no sustituye los procedi-
mientos administrativos, judiciales o cons-
titucionales previstos en el ordenamiento 
jurídico ecuatoriano para la tutela de 
derechos colectivos, resolución de contro-
versias territoriales, determinación de res-
ponsabilidades o participación ciudadana 
(CEMDES, 2026; MAE, 2022). La gestión de 
relaciones con actores locales, la preven-
ción de conflictos sociales y la resolución 
de disputas territoriales corresponden a 
los mecanismos institucionales y mar-
cos normativos específicos aplicables a 
cada sector, incluidos los instrumentos 
de participación ciudadana previstos en 
la normativa ambiental, las competencias 
de los Gobiernos Autónomos Descentrali-
zados (GAD) y las estrategias de responsa-
bilidad social empresarial (RSE), sin que la 
presente Hoja de Ruta altere dichas com-
petencias o procedimientos legales.

La participación de actores locales en activi-
dades derivadas de esta Hoja de Ruta —in-
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cluyendo monitoreo, levantamiento de in-
formación o asistencia técnica— se limitará 
a actividades de carácter técnico y operati-
vo ejecutadas bajo supervisión institucional 
o empresarial, sin que ello implique por sí 
mismo reconocimiento de derechos adicio-
nales, modificación de relaciones jurídicas 
existentes ni generación automática de 
responsabilidad solidaria distinta de aquella 
prevista expresamente en el ordenamiento 
jurídico ecuatoriano. (MAE, 2022).

Los términos técnicos utilizados en esta 
Hoja de Ruta se emplean de forma con-
sistente con la literatura internacional, el 
Convenio sobre la Diversidad Biológica, la 
ENBPA 2025-2030 y la normativa ambien-
tal ecuatoriana vigente; una síntesis de 
definiciones operativas se presenta en el 
Anexo C (Glosario).

1.2 Punto de partida: síntesis del 
diagnóstico de brechas

1.2.1 Brechas técnicas identificadas

El diagnóstico previo elaborado por CEM-
DES —Documento 1 de brechas técnicas 
para la Meta 15— muestra que la mayoría de 
las grandes empresas ecuatorianas aún ca-
rece de metodologías estandarizadas para 
evaluar dependencias e impactos sobre bio-
diversidad, de sistemas de monitoreo con-
sistentes, de integración de datos con pla-
taformas nacionales como la Base Nacional 
de Datos de Biodiversidad (BNDB) y SIBE-
cuador, y de capacidades internas para re-
portar de forma alineada con marcos como 
GRI 101 Biodiversidad, TNFD o SBTN. Estas 
brechas son consistentes con las tendencias 
identificadas a nivel internacional, donde 
los principales marcos de reporte reconocen 
la necesidad de fortalecer metodologías, 
sistemas de datos y capacidades empresa-
riales (MAE, 2015; INABIO, 2018; GRI, 2024; 
TNFD, 2023; SBTN, 2024). Estas limitaciones 
deben analizarse en el contexto del marco 
constitucional y ambiental ecuatoriano, 
particularmente de los artículos 14, 71 al 74 y 
395 de la Constitución de la República, que 
reconocen el derecho a un ambiente sano, 
los derechos de la naturaleza y los principios 

de prevención, sostenibilidad y responsabi-
lidad ambiental. Asimismo, el Código Orgá-
nico del Ambiente (COAM) y su normativa 
secundaria establecen obligaciones relacio-
nadas con regularización ambiental, moni-
toreo, seguimiento, control y generación de 
información ambiental, aunque todavía no 
contemplan un sistema corporativo integral 
de divulgación de riesgos y dependencias 
sobre biodiversidad equivalente al alcance 
previsto por la Meta 15 del Marco Mundial de 
Biodiversidad de Kunming-Montreal. 

La Estrategia Nacional de Biodiversidad y 
su Plan de Acción 2025-2030 (ENBPA), ofi-
cializada mediante Acuerdo Ministerial Nro. 
MAE-MAE-2025-0063-AM, reconoce expre-
samente la necesidad de fortalecer capaci-
dades técnicas, sistemas de información e 
instrumentos habilitantes para fomentar la 
participación del sector privado en la eva-
luación y divulgación de impactos sobre 
biodiversidad. En este sentido, las brechas 
identificadas por CEMDES son consisten-
tes tanto con las prioridades nacionales de 
implementación de la Meta 15 como con las 
tendencias internacionales, donde los prin-
cipales marcos de reporte reconocen que la 
falta de metodologías homogéneas, datos 
interoperables y capacidades empresariales 
constituye uno de los principales obstáculos 
para la transición hacia modelos de gestión 
corporativa nature-positive. La síntesis de-
tallada de estas brechas se presenta en el 
Anexo A (Matriz de brechas y trazabilidad).

En sectores como la agroindustria y la acui-
cultura existen algunas herramientas de 
certificación privada o protocolos de soste-
nibilidad que abordan parcialmente la biodi-
versidad, pero no están alineados de forma 
sistemática con marcos como GRI 101, TNFD 
o SBTN, ni dialogan con las necesidades de 
información del Estado (GRI, 2024; TNFD, 
2023). Esta heterogeneidad metodológica 
impide generar información comparable 
entre empresas y sectores, y limita la posi-
bilidad de construir indicadores agregados 
para la Meta 15 (CBD, 2022).

Los sistemas de monitoreo de biodiversidad 
impulsados por las empresas suelen ser 
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fragmentarios, con diseños ad hoc por pro-
yecto, sin protocolos estandarizados y con 
cambios frecuentes en indicadores y mé-
todos, lo que compromete la continuidad 
y la comparabilidad de las series de datos 
(INABIO, 2018; MAE, 2022). La información 
generada por las consultoras ambientales 
para los estudios de impacto suele quedar-
se en informes en formato PDF o físico, con 
escasa reutilización y mínima integración 
a sistemas nacionales, lo que genera pérdi-
das de información científica y duplica es-
fuerzos (INABIO, 2018). Esta fragmentación 
coincide con hallazgos globales que mues-
tran que alrededor del 90% de las grandes 
corporaciones involucradas en restauración 
fallan en reportar siquiera un resultado eco-
lógico verificable (Lamont et al., 2023; Bar-
tholomew et al., 2026). Como resultado, el 
país no aprovecha plenamente el potencial 
de los datos empresariales para fortalecer 
el seguimiento de la biodiversidad y retro-
alimentar la toma de decisiones públicas 
(INABIO, 2018; CBD, 2022).

Aunque el país cuenta con iniciativas como 
la BNDB y el Sistema de Información sobre 
Biodiversidad del Ecuador (SIBEcuador), 
la contribución de datos provenientes del 
sector privado sigue siendo marginal y, en 
muchos casos, inexistente (INABIO, 2018; 
INABIO, 2025). La inexistencia de protocolos 
claros para la carga de datos empresariales, 
la falta de garantías sobre confidencialidad 
comercial y la limitada comunicación sobre 
los beneficios de participar en estos siste-
mas refuerzan la desconexión entre el sec-
tor empresarial y la infraestructura nacional 
de información sobre biodiversidad. Esto 
limita la interoperabilidad entre la informa-
ción generada por las empresas y los siste-
mas nacionales, y debilita la capacidad del 
país para cumplir con sus obligaciones de 
reporte ante el Convenio sobre la Diversidad 
Biológica (CBD, 2022; MAE, 2022).

En muchas grandes empresas ecuatoria-
nas, los equipos de sostenibilidad y medio 
ambiente son reducidos, con alta rotación 
de personal y carga operativa, lo que difi-
culta la incorporación de nuevas exigencias 
técnicas en materia de biodiversidad (MAE, 

2022; PNUD, 2024). Si bien algunas compa-
ñías ya reportan bajo estándares GRI gene-
rales, la mayoría no ha incorporado todavía 
el estándar específico GRI 101 Biodiversidad 
2024 ni cuenta con capacidades para apli-
car metodologías como el enfoque LEAP 
del TNFD o la fijación de metas de natu-
raleza según SBTN (GRI, 2024; TNFD, 2023; 
SBTN, 2024). La integración de la biodiver-
sidad en la gobernanza corporativa es aún 
incipiente: los temas de naturaleza rara vez 
llegan a los directorios o comités de riesgo 
y suelen quedar relegados a la gestión ope-
rativa de cumplimiento ambiental (MAE, 
2022; PNUD, 2024).  

1.2.2 Brechas legales y regulatorias iden-
tificadas

El análisis detallado de las brechas legales y 
regulatorias que enfrenta el sector empre-
sarial ecuatoriano para la implementación 
de la Meta 15 se desarrolla en el documento 
complementario Diagnóstico de brechas le-
gales y regulatorias para la implementación 
de la Meta 15 del Marco Global de Biodiversi-
dad en Ecuador, elaborado en el marco del 
mismo proyecto. Los elementos operativos 
clave de este diagnóstico se resumen en 
el Anexo B. Ese documento examina, en-
tre otros aspectos, el marco constitucional 
y legal vigente aplicable a la divulgación 
empresarial de información sobre biodiver-
sidad, los vacíos regulatorios relacionados 
con obligaciones de reporte corporativo, la 
limitada articulación institucional entre el 
MAE, la Superintendencia de Compañías, 
Valores y Seguros, la Bolsa de Valores y otros 
organismos de control; las barreras regula-
torias para la implementación de incentivos 
y mecanismos de verificación y estándares 
de reporte; así como los precedentes regu-
latorios existentes en materia ambiental 
y transparencia corporativa en el Ecuador 
(MAE, 2025).

El análisis parte de que el Ecuador, como Es-
tado Parte del Convenio sobre la Diversidad 
Biológica (CDB), asumió mediante la adop-
ción del Marco Mundial de Biodiversidad de 
Kunming-Montreal el compromiso de im-
plementar medidas legales, administrativas 
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y de política pública orientadas a promover 
la divulgación empresarial de riesgos, de-
pendencias e impactos sobre biodiversidad 
antes de 2030. No obstante, el ordenamien-
to jurídico ecuatoriano todavía no cuenta 
con un régimen específico de divulgación 
corporativa de biodiversidad equivalente al 
alcance previsto por la Meta 15, aun cuando 
la Constitución de la República recono-
ce derechos de la naturaleza y establece 
principios de prevención, responsabilidad 
ambiental y sostenibilidad aplicables trans-
versalmente a la gestión pública y privada 
(arts. 71 al 74 y 395 al 399 de la Constitución; 
CBD, 2022).

A los efectos de esta Hoja de Ruta, se reto-
man únicamente las conclusiones centrales 
de ese diagnóstico: la ausencia de un marco 
normativo específico que obligue o incenti-
ve formalmente la divulgación de informa-
ción sobre biodiversidad por parte de gran-
des empresas e instituciones financieras; la 
falta de articulación entre los sistemas de 
reporte ambiental existentes - incluidos los 
instrumentos derivados del Código Orgáni-
co del Ambiente (COAM), el Sistema Único 
de Información Ambiental (SUIA) y los me-
canismos de regularización y seguimiento 
ambiental- y los estándares internacionales 
como GRI 101 Biodiversidad, TNFD y SBTN; 
y la necesidad de construir un camino re-
gulatorio progresivo, técnicamente viable 
y jurídicamente predecible que observe los 
principios de proporcionalidad, seguridad 
jurídica y confianza legítima previstos en el 
Código Orgánico Administrativo, evitando 
imponer cargas desproporcionadas en un 
contexto de restricciones fiscales y econó-
micas (MAE, 2025; BCE, 2022).

A estas brechas se suma una de dimensión 
estructural particularmente sensible para 
el sector privado  que condiciona de forma 
determinante la viabilidad de cualquier es-
quema de divulgación empresarial de bio-
diversidad: el riesgo de autoincriminación 
o autoexposición regulatoria derivado de la 
divulgación voluntaria de información am-
biental. En ausencia de salvaguardas jurídi-
cas claras para las empresas que reporten 
de buena fe información técnica sobre sus 

impactos y dependencias de biodiversidad, 
la divulgación honesta puede percibirse 
como una fuente potencial de exposición a 
procedimientos administrativos, acciones 
civiles, controversias reputacionales o pro-
cesos sancionatorios. Este riesgo adquiere 
especial relevancia en sectores con alta inci-
dencia ecosistémica —como hidrocarburos, 
minería, agroindustria, infraestructura y 
energía— cuyas operaciones históricamen-
te han estado sujetas a elevados niveles de 
escrutinio ambiental y social. (CBD, 2022).

El resultado es un incentivo contrario a 
los objetivos de la Meta 15: las empresas 
que adopten estándares más rigurosos 
de transparencia podrían percibir mayo-
res riesgos regulatorios que aquellas que 
omitan o minimicen información sobre 
biodiversidad, debilitando así la lógica de 
divulgación progresiva promovida por el 
Marco Mundial de Biodiversidad. Desde 
la perspectiva de política pública, esta si-
tuación evidencia la necesidad de diseñar 
mecanismos que fortalezcan la confianza 
institucional y otorguen previsibilidad a los 
procesos de reporte voluntario, observando 
los principios de buena fe, coordinación, 
cooperación y seguridad jurídica (CBD, 
2022; MAE, 2025). En este contexto, la Hoja 
de Ruta propone explorar esquemas insti-
tucionales de validación técnica y gestión 
agregada de información , como la crea-
ción de una Secretaría Técnica de Imple-
mentación Multiactor (STIM), que actuará 
como nodo de gestión delegada y filtro 
técnico, permitiendo que la información 
empresarial sea validada y agregada antes 
de su reporte institucional y eliminando 
el contacto directo de la autoridad fiscali-
zadora con datos sensibles no procesados 
(MAE, 2022; PNUD, 2024).

La finalidad de este mecanismo sería for-
talecer la calidad técnica, trazabilidad y 
comparabilidad de la información empresa-
rial sobre biodiversidad antes de cualquier 
eventual proceso regulatorio formal, redu-
ciendo la percepción de riesgo asociada al 
reporte voluntario y favoreciendo la gene-
ración progresiva de datos comparables a 
nivel nacional.
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Esta situación refuerza la necesidad de un 
enfoque de transición gradual, coherente 
con la Estrategia Nacional de Biodiversidad 
y su Plan de Acción 2025-2030 (ENBPA), la 
cual adopta un enfoque de fomento para la 
implementación de la Meta 15, priorizando 
el fortalecimiento de capacidades, sistemas 
de información, instrumentos financieros y 
mecanismos habilitantes antes de avanzar 
hacia eventuales obligaciones regulatorias 
más estrictas (MAE, 2025). Dicho enfoque 
reconoce, además, las restricciones de li-
quidez, endeudamiento y volatilidad ma-

croeconómica que enfrentan las empresas 
ecuatorianas y la necesidad de asegurar 
proporcionalidad y gradualidad en cualquier 
proceso futuro de regulación de divulgación 
corporativa de biodiversidad  (BCE, 2022; 
BIOFIN, 2024).

Las brechas técnicas y regulatorias des-
critas en esta sección no se presentan 
de manera abstracta. Cada una de ellas 
se traduce, en la Hoja de Ruta, en una o 
varias líneas de acción concretas, fases 
de implementación definida y resultados 

Tabla 1. Matriz de trazabilidad entre brechas del Diagnóstico y líneas de acción de la 
Hoja de Ruta

Brecha identificada 
(Documentos  

1 y 2)

Respuesta en la Hoja de 
Ruta (Documento 3)

Fase de 
implementación

Aspecto regulatorio / 
institucional asociado

Resultado esperado al 
2030

B1. Riesgo de 
autoacusación: Temor 
a sanciones por datos 
de impacto, inhibiendo 
la divulgación.

LA12: Hoja de ruta 
regulatoria progresiva. 
Incluye régimen de 
transición y protección 
jurídica.

Fases 1 y 2 
(2026-2029)

Definición vía Acuerdo 
Ministerial (MAE) de 
la figura de “reporte de 
buena fe” no vinculante 
en el CODA.

Reporte bajo marco 
de protección jurídica, 
eliminando el incentivo a 
ocultar información.

B2. Desconfianza 
institucional: 
Resistencia a entregar 
datos crudos al MAE 
por falta de garantías.

LA05: Creación de la 
Secretaría Técnica (STIM) 
como nodo de gestión 
delegada y filtro técnico.

Fase 1  
(2026-2027)

Convenio de gestión 
delegada (MAE-
CEMDES) para validación, 
anonimización y 
agregado de datos.

Flujo estable de datos 
hacia BNDB/SIBEcuador 
con separación de 
funciones técnica y 
sancionatoria.

B3. Fragmentación 
metodológica: Uso de 
criterios dispares que 
impiden comparar 
información.

LA04: Guías sectoriales.

B4. Falta de incentivos 
económicos: El reporte 
se percibe como un 
costo sin retorno 
financiero.

LA16 a LA19: Instrumentos 
financieros verdes, 
incentivos fiscales y 
certificaciones.

Fase 2  
(2028-2029)

Diseño conjunto 
(MAE/MEF/Banca) de 
mecanismos de fomento 
(deducciones, crédito 
verde).

Acceso preferencial 
a financiamiento y 
mercados exigentes para 
empresas que reportan 
biodiversidad.

B5. Opacidad de 
responsabilidad: 
Ambigüedad sobre 
quién responde y 
temor a esponsabilidad 
solidaria.

LA01: Fortalecimiento del 
BAG.

LA03: Acuerdos empresa-
comunidad con reglas 
claras.

Fase 1  
(2026-2027)

Definición en TDRs de 
que el BAG es consultivo; 
la responsabilidad es 
individual por empresa.

Gobernanza público-
privada estable con 
roles claros que 
disminuyen riesgos de 
responsabilidad solidaria.

B6. Déficit de 
capacidades: Falta 
de personal técnico 
especializado en 
riesgos de naturaleza.

LA10: Programas de 
formación técnica y 
gerencial.

LA11: Comunidades de 
práctica.

Fases 1 y 2 
(2026-2028)

Reconocimiento en 
la ENB 2025-2030 de 
la capacitación como 
condición habilitante para 
divulgar.

Núcleo profesional 
capaz de integrar la 
biodiversidad en la 
planificación estratégica 
y gestión de riesgos.

B7. Opacidad y 
dispersión de datos: 
Información no 
sistematizada ni 
interoperable con 
sistemas nacionales.

LA06: Fortalecimiento de 
BNDB/SIBEcuador.

LA07: Integración de datos 
en estadísticas del INEC.

Fase 1  
(2026-2027)

Protocolos técnicos 
para carga de 
datos compatibles 
con garantías de 
confidencialidad y uso 
estadístico.

Interoperabilidad 
fortalecida entre datos 
privados y sistemas 
nacionales para el reporte 
ante la CBD.

B8. Desalineación 
internacional: Brecha 
con marcos globales 
de reporte y debida 
diligencia.

LA13: Armonización 
regulatoria con marcos 
internacionales (CSRD, 
EUDR, TNFD, IFRS).

Fase 2  
(2028-2029)

Adecuación de normas 
nacionales para 
reconocer equivalencias 
con estándares 
internacionales.

Marco de divulgación 
alineado con mercados 
clave, reduciendo 
barreras no arancelarias 
y atrayendo inversión.
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esperados al 2030. La Tabla 1 sintetiza esta 
relación de causa-efecto entre brechas del 
Diagnóstico (Documento 1) y respuestas 
propuestas en la Hoja de Ruta (Documen-
to 2), permitiendo que incluso lectores 
que no hayan revisado el diagnóstico 
completo comprendan que problema 
aborda cada componente del documento 
y cuál es el cambio esperado en términos 
de capacidades, gobernanza e implemen-
tación de la Meta 15 en el Ecuador (CEM-
DES, 2026; MAE, 2025).

En los capítulos siguientes, cada una de 
estas líneas de acción se desarrolla con 
mayor detalle, manteniendo la lógica de 
la Tabla 1: por cada brecha identificada 
se propone una respuesta concreta, una 
fase de implementación y un resultado 
verificable al 2030. De este modo, la Hoja 
de Ruta traduce el diagnóstico de brechas 
técnicas y regulatorias en un conjunto de 
decisiones programáticas que pueden ser 
utilizadas tanto por las empresas como 
por las instituciones públicas para plani-
ficar inversiones, capacidades y reformas 
normativas (CEMDES, 2026; MAE, 2025).

1.3 Marcos internacionales y 
convergencia de estándares

Los principales marcos internacionales para 
reportar sobre sostenibilidad y naturaleza 
muestran una convergencia creciente. Esto 
incluye el estándar GRI 101 Biodiversidad 
2024, las recomendaciones del TNFD, las 
metodologías de SBTN y la futura norma 
IFRS S3 sobre biodiversidad anunciada por 
el ISSB como parte de su agenda de trabajo 
(GRI, 2024; TNFD, 2023; SBTN, 2024). La inte-
roperabilidad progresiva entre marcos como 
la Directiva de Informes de Sostenibilidad 
Corporativa (CSRD) de la Unión Europea y 
las normas del ISSB, junto con la incorpo-
ración de requisitos sobre biodiversidad en 
estándares regionales como los ESRS, está 
creando un escenario en el que las empre-
sas que exportan o buscan financiamiento 
internacional deberán explicar con mayor 
precisión cómo gestionan sus impactos y 
dependencias respecto de la naturaleza 
(Business for Nature, 2023; CBD, 2022).

Esta tendencia internacional resulta co-
herente con la evolución del marco jurí-
dico ecuatoriano en materia ambiental. 
La Constitución reconoce a la naturaleza 
como sujeto de derechos y establece el 
deber del Estado, de las personas natu-
rales y jurídicas, de respetar y proteger 
la integridad de los ecosistemas y la bio-
diversidad (Constitución de la Repúbli-
ca del Ecuador, arts. 14, 71, 72, 73 y 395). 
Asimismo, el Código Orgánico del Am-
biente (COAM) incorpora principios de 
prevención, precaución, responsabilidad 
ambiental, desarrollo sostenible y acceso 
a la información ambiental, que consti-
tuyen la base jurídica para fortalecer pro-
gresivamente los sistemas de evaluación, 
monitoreo y divulgación de información 
ambiental por parte del sector productivo.

De igual forma, la Estrategia Nacional de 
Biodiversidad y su Plan de Acción 2025-
2030 (ENBPA), reconoce la necesidad de 
promover mecanismos que permitan 
mejorar el conocimiento, monitoreo y re-
porte de los impactos empresariales sobre 
la biodiversidad, en concordancia con los 
compromisos asumidos por el Ecuador 
en el Marco Mundial de Biodiversidad de 
Kunming-Montreal. En este contexto, los 
estándares internacionales constituyen 
referencias técnicas que pueden com-
plementar los instrumentos de gestión 
ambiental ya previstos en la normativa 
nacional, facilitando la generación de in-
formación comparable y útil para la toma 
de decisiones empresariales y públicas.

Para las grandes empresas e institucio-
nes financieras ecuatorianas, adoptar de 
forma gradual marcos como GRI 101 y 
TNFD no solo sirve para cumplir posibles 
obligaciones futuras, sino que representa 
una manera de reducir riesgos de transi-
ción, conservar el acceso a mercados más 
exigentes y aprovechar oportunidades de 
financiamiento verde y nuevos negocios 
ligados a la bioeconomía (BIOFIN, 2024; 
PNUD, 2024). La Hoja de Ruta presenta 
estos marcos no como exigencias teóricas, 
sino como herramientas concretas para 
mejorar la calidad de la información, for-
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talecer la gestión de riesgos y facilitar el 
diálogo con inversionistas, reguladores y 
compradores internacionales (GRI, 2024; 
TNFD, 2023).  Dada la diversidad de mar-
cos y siglas empleadas —GRI 101, TNFD, 
SBTN, CSRD, entre otros—, el lector puede 
remitirse al Anexo C para una definición 
resumida de cada estándar y su función 
en la Meta 15.

1.4 Marco metodológico: integración 
de tres modelos de planificación

La Hoja de Ruta Empresarial 2026–2030 
opera en un entorno caracterizado por 
múltiples actores con poder desigual —el 
Ministerio del Ambiente y Energía (MAE), 
grandes empresas exportadoras, gremios 
sectoriales, instituciones financieras y 
CEMDES—, turbulencia política e institu-
cional derivada de cambios de gobierno, 
desconfianza histórica entre el sector 
privado y la autoridad ambiental, e incer-
tidumbre sobre la capacidad técnica del 
Estado para regular sin generar cargas 
burocráticas inviables (MAE, 2024b). En 
contextos con estas características, el uso 
exclusivo de herramientas tradicionales 
de planificación resulta insuficiente para 
anticipar riesgos sistémicos y diseñar 
estrategias de adaptación ante cambios 
en las correlaciones de fuerzas políticas o 
ante la invalidación de supuestos críticos 
(Matus, 1987; Ortegón et al., 2015). La nece-
sidad de un enfoque metodológico flexi-
ble también se encuentra alineada con los 
principios de coordinación institucional, 
planificación, eficacia, seguridad jurídica 
y buena administración previstos en el 
Código Orgánico Administrativo (COA), así 
como con los principios de gobernanza 
ambiental, prevención y desarrollo soste-
nible establecidos en el Código Orgánico 
del Ambiente. Estos principios exigen que 
la implementación de políticas públicas 
ambientales se realice de forma progre-
siva, articulada entre actores públicos y 
privados, basada en evidencia técnica y 
orientada a la consecución de resultados 
verificables ( arts. 3, 4 y 5; COA, arts. 4 al 9). 
Por ello, la Hoja de Ruta integra tres apro-
ximaciones metodológicas complementa-

rias que operan en dimensiones distintas 
del diseño y la ejecución: el Marco Lógico, 
la Teoría del Cambio y la Planificación Es-
tratégica Situacional de Carlos Matus.

La integración de estos tres modelos no 
responde a una simple combinación de 
enfoques, sino a una necesidad funcional 
demostrada por organizaciones como 
el PNUD, el BID y la cooperación técnica 
alemana GIZ en proyectos de articulación 
público‑privada en contextos de alta in-
certidumbre (Scale Changer, 2024; UNP-
BF, 2021). Ninguno de los tres modelos es 
suficiente por sí solo para gestionar simul-
táneamente los requisitos de rendición de 
cuentas técnica ante la cooperación inter-
nacional, la coherencia estratégica ante 
supuestos inciertos y la viabilidad política 
en un entorno multiactor con agendas 
frecuentemente contradictorias.

En términos operativos, la Hoja de Ruta 
utiliza el Marco Lógico principalmente 
para la ejecución y la evaluación final, la 
Teoría del Cambio para el diseño inicial 
y la adaptación continua entre fases, y la 
Planificación Estratégica Situacional para 
gestionar momentos críticos —crisis ins-
titucionales, resistencias empresariales o 
cambios en las prioridades del MAE— tal 
como se resume en la Tabla 2.

Aunque la Hoja de Ruta no se diseñó des-
de el inicio siguiendo de manera explícita 
un único modelo de planificación, la siste-
matización posterior del proceso muestra 
que las decisiones tomadas se alinean de 
forma natural con estos tres marcos com-
plementarios, que se utilizan aquí para 
organizar y hacer explícita la lógica del 
proyecto.

1.4.1 Marco Lógico: arquitectura de objeti-
vos y rendición de cuentas

El Marco Lógico aporta la arquitectura 
jerárquica de objetivos del proyecto —ac-
tividades, productos, resultados e impac-
to—, junto con claridad en la cadena de 
resultados y facilidad para el seguimiento 
de entregables y la rendición de cuentas 
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ante la cooperación internacional (Orte-
gón et al., 2015). En la Hoja de Ruta, este 
modelo sustenta la estructura de las die-
cinueve líneas de acción (LA01 a LA19), los 
indicadores IC 15.1, ICO 15.1 e ICOM 15.1, y 
los criterios de verificación por fase es-
tablecidos en la Sección 5. Su principal 
limitación es que supone un contexto 
relativamente estable, con variables que 
pueden controlarse mediante una buena 
gestión técnica y con actores que se com-
portan como beneficiarios pasivos del 
proyecto (Matus, 1987). Esta suposición es 
incompatible con la realidad de la imple-
mentación de la Meta 15 en Ecuador, don-
de las variables más determinantes para 
el éxito —continuidad política del MAE, 
decisiones empresariales de asignación 
presupuestaria, estabilidad de regulacio-
nes internacionales como la EUDR y la 
CSRD— están fuera del control directo del 
equipo ejecutor (Matus, 1987).

1.4.2 Teoría del Cambio: hipótesis causa-
les y supuestos críticos

La Teoría del Cambio (ToC) hace explícitas 
las hipótesis causales y los supuestos crí-
ticos que el Marco Lógico suele dejar im-
plícitos, y permite identificar condiciones 
previas necesarias, puntos de riesgo sisté-
mico y estrategias de adaptación cuando 
la evidencia muestra que las hipótesis ini-
ciales no se cumplen (Taplin y Clark, 2012; 
UNPBF, 2021). En la Hoja de Ruta, la ToC se 
organiza en tres ejes causales interdepen-
dientes que se activan en paralelo desde la 
Fase 1 y que, en conjunto, buscan generar 
un punto de inflexión de adopción masiva 
al 2030:

•	 Eje causal 1 (estandarización meto-
dológica): si se desarrollan guías sec-
toriales estandarizadas (LA04), el costo 
unitario de evaluación cae de USD 
25.000–50.000 a USD 8.000–15.000, eli-
minando la principal barrera económica 
de entrada para las medianas empresas.

•	 Eje causal 2 (subsidio del Fondo Na-
cional): si el Fondo Nacional de Biodi-
versidad Empresarial (LA16–LA19) cubre 

el 70–85% de los costos de evaluación 
en la Fase 1, las MIPYMES superan el 
umbral de viabilidad financiera que las 
excluiría del proceso.

•	 Eje causal 3 (demostración de valor): 
si se documentan y difunden al menos 
veinte casos de éxito empresariales 
con beneficios operativos verificables, 
la percepción sectorial evoluciona de 
“gasto burocrático innecesario” a “ven-
taja competitiva verificable”, activando 
la adopción por efecto de pares y pre-
sión gremial.

La ToC subraya, además, que estos tres 
ejes son precondiciones escalonadas y no 
metas paralelas independientes: si el Eje 1 
no reduce los costos, el Eje 2 resulta insu-
ficiente para sostener la adopción; y si los 
Ejes 1 y 2 no producen casos documenta-
dos, el Eje 3 no puede activarse (Taplin y 
Clark, 2012). Esta lógica de encadenamien-
to explica la secuencia y la prioridad de re-
cursos entre fases descrita en la Sección 4.

1.4.3 Planificación Estratégica Situacio-
nal (Matus): viabilidad política y gestión 
de actores

La Planificación Estratégica Situacional 
(PES) de Carlos Matus reconoce que en 
entornos multiactor no existe una “rea-
lidad objetiva única”, sino múltiples lec-
turas situacionales diferenciadas según 
la posición, los recursos y los objetivos de 
cada jugador (Matus, 1987; Huertas, 1993; 
Viedma, 2022). El análisis de entrevistas 
realizadas con miembros del BAG entre 
diciembre de 2025 y enero de 2026 reve-
la cinco percepciones diferenciadas del 
problema central que generan motivacio-
nes divergentes para participar —o resis-
tir— en el proceso: el MAE busca cumplir 
compromisos ante el Convenio sobre la 
Diversidad Biológica (CDB) y posicionarse 
ante la COP-17 de Armenia 2026; el INA-
BIO busca consolidar su rol como entidad 
responsable de la Base Nacional de Datos 
de Biodiversidad (BNDB) y ampliar la inte-
gración de información ecológica robusta, 
incluyendo, en el futuro, datos generados 
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por las empresas bajo protocolos claros de 
calidad y verificación, en coordinación con 
el MAE y otros actores públicos; las gran-
des empresas exportadoras buscan anti-
ciparse a las exigencias regulatorias de la 
EUDR y la CSRD para preservar su acceso 
a mercados europeos;

Por otra parte, las MIPYMES, aunque no 
han sido parte directa de este proceso y 
no están comprendidas en el mandato de 
la Meta 15, se verán afectadas a través de 
las cadenas de valor de las grandes em-
presas y tenderán a priorizar la minimiza-
ción de costos y la simplicidad de los re-
quisitos que se les trasladen; y los gremios 
sectoriales buscan participar en el diseño 
normativo para proteger la competitivi-
dad de sus afiliados.

Esta multiplicidad de percepciones impli-
ca que no existe una hoja de ruta técnica-
mente óptima que satisfaga simultánea-
mente a todos los actores desde una sola 
narrativa. La Hoja de Ruta adopta por ello 
una estrategia de narrativas diferenciadas 
que presentan los mismos componentes 
técnicos —guías sectoriales, Fondo Na-
cional, modernización de la BNDB— con 
énfasis estratégicos distintos según el 
interlocutor (Matus, 1987, p. 123; Huertas, 
1993). El MAE y el INABIO reciben narrati-
vas centradas en posicionamiento institu-
cional y cumplimiento de compromisos 
internacionales; las grandes empresas, 
en reducción de riesgos regulatorios y 
diferenciación competitiva; las MIPYMES, 
en subsidios, estandarización y asistencia 
técnica gratuita; y los gremios, en partici-
pación en el diseño normativo y períodos 
de transición amplios.

La PES aporta también el concepto de 
gobernabilidad del sistema como relación 
entre las variables que el proyecto contro-
la directamente y aquellas que necesita 
controlar para alcanzar sus objetivos (Ma-
tus, 1987; Huertas, 1993). El análisis situa-
cional clasifica las variables críticas en tres 
categorías. Las variables no gobernables 
—continuidad política del MAE, asigna-
ción presupuestaria empresarial, estabili-

dad de regulaciones internacionales— se 
gestionan mediante diseño institucional 
descentralizado y acuerdos ministeriales 
que trascienden los períodos de gobierno. 

Las variables parcialmente gobernables 
—adopción voluntaria empresarial, credi-
bilidad científica de los datos, apoyo gre-
mial al marco regulatorio— se influencian 
mediante subsidios, presión de pares y 
participación de los gremios en el diseño 
normativo. Las variables directamente 
gobernables —guías metodológicas, ope-
ración del Fondo, diplomados, moderniza-
ción de la BNDB— reciben el 60% del pre-
supuesto durante la Fase 1 para construir 
la credibilidad técnica que facilita la ne-
gociación sobre las variables menos con-
trolables. Esta asignación responde a la 
estrategia matusiana de acumulación de 
poder técnico-político: ejecutar impeca-
blemente las variables gobernables para 
generar el prestigio que posteriormente 
facilite la negociación sobre las demás 
(Matus, 1987, p. 201).

Finalmente, la PES determina la estrate-
gia de cooperación-conflicto diferenciada 
por fase: en la Fase 1 (2026–2027), el equi-
po actúa como facilitador técnico neutral 
sin lenguaje regulatorio, consolidando 
confianza; en la Fase 2 (2028–2029), opera 
como validador con evidencia demostra-
da, ejerciendo presión suave mediante 
transparencia y condicionalidad de incen-
tivos; en la Fase 3 (2030), asume el rol de 
autoridad técnica con mandato regulato-
rio, donde la imposición progresiva y dife-
renciada por tamaño de empresa resulta 
viable precisamente porque la legitimidad 
fue construida en las fases anteriores (Ma-
tus, 1987; CEMDES, 2026).

La elección de la Planificación Estratégica 
Situacional (PES) de Carlos Matus respon-
de a las características propias del contexto 
latinoamericano y, en particular, ecuatoria-
no. A diferencia de otros enfoques diseña-
dos para entornos institucionales estables, 
la PES parte explícitamente de escenarios 
con alta rotación de autoridades, cambios 
frecuentes en las prioridades de gobierno, 
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conflictos entre niveles de administración 
y distribuciones de poder muy desiguales 
entre actores públicos y privados (Matus, 
1987; Huertas, 1993; Viedma, 2022). En este 
tipo de contextos, la pregunta clave no es 
solo qué se quiere lograr, sino qué es po-
líticamente ejecutable, con quién, en qué 
momento y a qué costo. Integrar la PES en 
la Hoja de Ruta permite incorporar desde 
el diseño la gestión de actores, la negocia-
ción y la replanificación táctica como con-
diciones necesarias para que las acciones 
técnicas sobre biodiversidad sean viables 
en la práctica.

La implicación metodológica central de 
esta integración es que la Hoja de Ruta no 
puede comprometerse a garantizar el cum-
plimiento de las metas finales —doscientas 
empresas evaluadas en 2030, marco regu-
latorio aprobado— porque estas dependen 
críticamente de variables no gobernables. 

Lo que sí puede garantizar es la generación 
de las condiciones habilitadoras verificables 
en cada fase, que son las que, en última 
instancia, determinan la probabilidad de 
que los actores externos actúen de forma 
alineada con los objetivos del proyecto. Esta 
distinción es el argumento técnico central 
que blinda la Hoja de Ruta ante cuestiona-
mientos sobre resultados que dependen de 
decisiones autónomas del sector privado o 
de la continuidad institucional del Estado 
(Matus, 1987; Huertas, 1993).

1.5 Enfoque de transición progresiva 
y coherencia con la ENBPA 2025-
2030

Considerando el déficit fiscal, las limitacio-
nes de inversión pública recurrente y las 
restricciones de liquidez que afectan incluso 
a grandes empresas en algunos sectores, 
la Hoja de Ruta propone una transición por 

Tabla 2. Integración de los tres modelos de planificación según dimensión y 
fase del proyecto 

Dimensión Marco Lógico Teoría del Cambio Planificación Situacional 
(Matus)

Visión del 
contexto

Estable y predecible; variables 
controlables mediante gestión 
técnica adecuada

Requiere supuestos 
explícitos que deben 
monitorearse; el contexto 
condiciona los resultados

Incierto y conflictivo; múltiples 
realidades según el actor; 
cambios constantes en la 
correlación de fuerzas

Tratamiento de 
actores

Beneficiarios pasivos que 
reciben productos del 
proyecto

Participantes en la 
validación de hipótesis 
causales mediante 
evidencia empírica

Jugadores con agendas 
propias en conflicto que 
ejercen poder desigual sobre 
variables críticas

Análisis de poder No se analiza de forma 
explícita.

Está implícito en la 
formulación de supuestos 
críticos.

Es central: la viabilidad 
política determina la 
ejecutabilidad de las 
estrategias.

Causalidad Lineal: si se ejecutan 
actividades correctamente 
→ se obtienen productos 
esperados

Condicional: si los 
supuestos se cumplen → se 
logran resultados; si no, se 
ajustan las hipótesis

Situacional: depende de 
quién actúa, cuándo, con 
qué recursos y frente a qué 
resistencias

Flexibilidad 
operativa

Baja: los cambios mayores 
requieren reformulación 
formal del proyecto.

Media: permite ajustar 
hipótesis según la evidencia 
sin alterar la estructura 
general

Alta: replanificación táctica 
constante según los cambios 
en el juego social

Uso principal en 
la Hoja de Ruta

Seguimiento de entregables 
(guías, diplomados, 
fondos desembolsados) y 
rendición de cuentas ante la 
cooperación

Diseño estratégico de 
componentes, monitoreo 
de supuestos críticos, 
facilitación de replicabilidad 
internacional

Negociación con actores 
resistentes, manejo de 
cambios de gobierno, 
decisiones sobre cuándo 
presionar y cuándo ceder

Fase de mayor 
utilidad

Ejecución y evaluación final Diseño y adaptación 
continua

Momentos críticos: crisis 
institucionales, resistencias 
empresariales, cambios de 
prioridades del MAE

Fuente: Elaboración propia con base en Ortegón et al. (2015), Matus (1987), Taplin y Clark (2012) y UNPBF (2021)
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fases entre 2026 y 2030, organizada en tres 
fases que primero crean capacidades y con-
diciones básicas, luego amplían el alcance 
de las acciones y, finalmente, consolidan 
cambios estructurales en la forma en que 
las empresas gestionan la biodiversidad 
(BCE, 2022; BIOFIN, 2024; PNUD, 2024). Este 
enfoque es coherente con los principios de 
progresividad, prevención, desarrollo soste-
nible y corresponsabilidad ambiental previs-
tos en la Constitución de la República y en 
el Código Orgánico del Ambiente, así como 
con la Estrategia Nacional de Biodiversidad 
y su Plan de Acción 2025-2030 (ENBPA), que 
formula la Meta 15 nacional con un enfoque 
de fomento y fortalecimiento gradual de 
capacidades, información e incentivos antes 
de considerar mecanismos regulatorios de 
mayor exigencia  (MAE, 2025).

Al 2030 se busca, entre otros resultados, au-
mentar de manera significativa el número 
de grandes empresas que divulgan riesgos, 
dependencias e impactos sobre la biodi-
versidad; ampliar el grupo de compañías 
que publican informes de sostenibilidad 
alineados con estándares reconocidos —en 
particular GRI 101 Biodiversidad—; y ampliar 
el número de organizaciones que expresan 
su intención de aplicar marcos avanzados 
como TNFD y SBTN (GRI, 2024; SBTN, 2024). 
También se plantea consolidar un grupo de 
empresas líderes que integren la biodiversi-
dad en sus análisis de materialidad y gestión 
de riesgos, mejorar la calidad e interoperabi-
lidad de los datos sobre naturaleza median-
te el uso activo de la Base Nacional de Datos 
sobre Biodiversidad (BNDB) y SIBEcuador, 
y fortalecer la gobernanza compartida me-
diante el establecimiento de la Secretaría 
Técnica de Implementación Multiactor 
(STIM), en concordancia con los objetivos de 
fortalecimiento institucional y gestión del 
conocimiento contemplados en la ENBPA 
2025-2030  (INABIO, 2018; MAE, 2022).

La implementación se distribuye en tres 
fases entre 2026 y 2030. 

•	 La primera se centra en sentar las bases 
para la implementación de la Meta 15 
mediante desarrollo de metodologías, 

fortalecimiento de sistemas de infor-
mación, la generación de capacidades 
técnicas y la construcción de acuerdos 
institucionales institucionales que per-
mitan reducir barreras de entrada para 
las empresas.

•	 La segunda profundiza el despliegue 
de instrumentos financieros verdes, 
mecanismos de asistencia técnica y he-
rramientas de gestión empresarial, junto 
con  la introducción gradual de esque-
mas de divulgación diferenciados por 
sector económico, nivel de exposición 
a riesgos de biodiversidad y tamaño de 
empresa. 

•	 La tercera se orienta a consolidar el 
marco normativo y a asegurar que la 
biodiversidad quede integrada de forma 
estable en la gestión empresarial, forta-
leciendo simultáneamente la sostenibi-
lidad financiera y operativa de los instru-
mentos desarrollados durante las fases 
anteriores  (BIOFIN, 2024; TNFD, 2023; 
MAE, 2025). Aunque el horizonte de 
cumplimiento de los compromiso asu-
midos por el Estado en el marco mun-
dial de la Meta 15 se sitúa en 2030 —con 
la expectativa de contar ya entonces con 
un aumento significativo en el número 
de grandes empresas que divulgan ries-
gos, dependencias e impactos—, esta 
secuencia reconoce que la consolida-
ción plena de los sistemas empresariales 
de reporte puede requerir un periodo 
adicional de ajuste, que se proyecta ten-
tativamente hasta 2032.

Este enfoque resulta consistente con los 
principios de seguridad jurídica, planifica-
ción y eficiencia administrativa previstos en 
la Constitución, así como en el Código Orgá-
nico Administrativo, que recomiendan im-
plementar transformaciones regulatorias de 
manera gradual y técnicamente sustentada 
cuando estas implican nuevas obligaciones 
para actores públicos y privados.

La relación detallada entre fases, resultados 
y líneas de acción se presenta en el Anexo A 
(Matriz de trazabilidad).



Introducción y Contexto    |   21

1.6 Naturaleza voluntaria, alcance no 
sancionatorio y uso previsto de la 
Hoja de Ruta

Esta Hoja de Ruta Empresarial 2026‑2030 
es un documento técnico elaborado por 
CEMDES, en articulación con el BAG y en 
diálogo con el MAE y otros actores públicos, 
que se ofrece como una guía voluntaria 
para las grandes empresas e instituciones 
financieras interesadas en avanzar hacia 
la Meta 15 en Ecuador. No se trata de una 
norma jurídica, reglamento, acto adminis-
trativo de carácter general, ni instrumento 
regulatorio emitido por autoridad com-
petente; y, por tanto, no crea obligaciones 
legales, sanciones, cronogramas de cum-
plimiento vinculantes ni requisitos de di-
vulgación obligatoria para las empresas del 
BAG ni para ningún otro actor del sector 
privado (MAE, 2022; MAE, 2024c). Su pro-
pósito es orientar, con base en evidencia 
técnica y en la experiencia empresarial, el 
diseño de rutas de transición que puedan 
ser utilizadas, adaptadas o descartadas por 
las organizaciones de acuerdo con sus con-
textos específicos.

En coherencia con la ENBPA 2025‑2030, 
que formula la Meta 15 nacional con un 
enfoque de fomento, la Hoja de Ruta se 
posiciona explícitamente del lado de los 
instrumentos habilitadores: desarrollo de 
metodologías sectoriales, fortalecimiento 
de plataformas de información, creación de 
capacidades, instrumentos financieros de 
apoyo e incentivos graduales (MAE, 2015; 
MAE, 2024b). Las referencias a marcos in-
ternacionales como GRI 101 Biodiversidad, 
TNFD, SBTN o IFRS S3 se presentan como 
opciones técnicas de referencia y no como 
exigencias normativas; su eventual adop-
ción, alcance, secuencia y profundidad son 
decisiones autónomas que corresponden 
exclusivamente a cada empresa o insti-
tución financiera (GRI, 2024; TNFD, 2023; 
SBTN, 2024).

Desde la perspectiva de política pública, la 
Hoja de Ruta se concibe como un insumo 
técnico que puede apoyar la implemen-
tación de la ENBPA 2025-2030, contribuir 

al cumplimiento de los compromisos in-
ternacionales asumidos por el Ecuador en 
el marco del Convenio sobre la Diversidad 
Biológica y facilitar el seguimiento de los 
indicadores nacionales asociados a la Meta 
15, sin sustituir los procedimientos forma-
les de elaboración normativa, regulación 
ambiental o emisión de actos administra-
tivos por parte de las autoridades com-
petentes. (CBD, 2022; MAE, 2024c; 2024). 
Cualquier medida futura de carácter obli-
gatorio —incluidos eventuales requisitos 
de divulgación empresarial sobre biodiver-
sidad— deberá ser definida mediante los 
procedimientos institucionales correspon-
dientes, con sus propios análisis de impacto 
regulatorio y procesos de consulta pública, 
y no se deriva automáticamente de las re-
comendaciones contenidas en este docu-
mento (GBF Indicators, 2024; PNUD, 2024).

En cuanto a su uso previsto, la Hoja de Ruta 
está diseñada para servir a tres tipos de 
usuarios: 

i) las empresas del BAG y otras grandes 
empresas, que pueden emplearla como 
referencia para construir sus propias 
hojas de ruta internas de biodiversidad, 
seleccionando y priorizando las líneas de 
acción que consideren pertinentes; 

ii) las instituciones públicas, que pueden 
utilizarla como base para ordenar apo-
yos técnicos, instrumentos financieros e 
iniciativas de gobernanza público-priva-
da; y 

iii) la cooperación internacional y la 
academia, que encuentran aquí una 
estructura clara para alinear proyectos, 
investigaciones y asistencia técnica con 
las necesidades empresariales y con la 
Meta 15 nacional (CEMDES, 2025; MAE, 
2024b; PNUD, 2024). 

En todos los casos, la implementación par-
cial o total de esta Hoja de Ruta por parte 
de cualquier organización será siempre 
resultado de decisiones voluntarias y autó-
nomas, tomadas en función de sus priori-
dades estratégicas y capacidades reales. 
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2. Objetivos, Resultados 
y Ejes Estratégicos

2.1 Objetivo general

Aumentar, de forma ordenada, progresi-
va y verificable, el número de empresas 
e instituciones financieras que evalúan y 
divulgan periódicamente sus riesgos, de-
pendencias e impactos sobre la biodiver-
sidad, alineando sus prácticas con la Meta 
15 del Marco Global de Biodiversidad de 
Kunming-Montreal y con la Meta 15 na-
cional, en coherencia con el marco cons-
titucional ecuatoriano y las condiciones 
económicas y fiscales del país (CBD, 2022; 
MAE, 2025).

2.2 Objetivos específicos y resultados 
al 2030

Para alcanzar el objetivo general, la Hoja 
de Ruta establece los siguientes objetivos 
específicos al año 2030:

a) Lograr que un grupo creciente de 
grandes empresas y entidades finan-
cieras evalúe de manera sistemática 
sus riesgos, dependencias e impactos 
sobre la biodiversidad y los integre en 
sus sistemas de gestión de riesgos, 
planificación y gobierno corporati-
vo, promoviendo la aplicación de los 
principios de prevención, precaución, 
responsabilidad ambiental y desarrollo 
sostenible, establecidos en la norma-
tiva ambiental  (CBD, 2022; GRI, 2024; 
TNFD, 2023).

b) Incrementar el número de empresas 
que divulgan información sobre biodi-
versidad en informes de sostenibilidad 
alineados con estándares reconoci-
dos, en particular el estándar GRI 101 
Biodiversidad 2024, y que avanzan en 
la adopción gradual de marcos como 
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TNFD y SBTN, fortaleciendo la trans-
parencia ambiental y el acceso a infor-
mación relevante para inversionistas, 
mercados y autoridades competentes  
(GRI, 2024; SBTN, 2024).

c) Mejorar la calidad, continuidad e 
interoperabilidad de los datos de bio-
diversidad generados por el sector 
empresarial, a través de su integración 
en la Base Nacional de Datos de Biodi-
versidad (BNDB), y otros sistemas ofi-
ciales de Información ambiental sobre 
Biodiversidad del Ecuador (SIBEcua-
dor) y las estadísticas ambientales 
oficiales (INABIO, 2018; INABIO, 2025; 
MAE, 2022).

d) Contribuir al cumplimiento de los 
indicadores IC 15.1, ICO 15.1 e ICOM 15.1 
de la Meta 15 nacional, mediante el 
aumento del número de empresas 
que reportan, que publican informes 
de sostenibilidad alineados con están-
dares y que expresan su intención de 
adoptar marcos avanzados de natura-
leza (GBF Indicators, 2024; MAE, 2025).

e) Fortalecer las capacidades de las 
empresas y entidades financieras 
para comprender y aplicar los marcos 
internacionales sobre biodiversidad, 
reduciendo riesgos regulatorios, de 
transición, de acceso a mercados y de 
financiamiento, en concordancia con 
los objetivos de sostenibilidad, produc-
ción responsable y conservación de la 
biodiversidad promovidos por la ENB-
PA 2025-2030  (BIOFIN, 2024; PNUD, 
2024).

f) Sentar las bases para un camino re-
gulatorio progresivo y predecible en 
materia de divulgación de biodiversi-
dad, que incluya la protección jurídica 
de los reportantes de buena fe y la se-
paración clara entre funciones técnicas 
y sancionatorias del Estado (CEMDES, 
2026; MAE, 2025).

De estos objetivos se derivan los siguien-
tes resultados esperados al 2030:

•	 Aumento del número de empresas 
y entidades financieras que repor-
tan información sobre biodiversidad, 
con énfasis en aquellas que forman 
parte del BAG y en sectores que usan 
intensivamente recursos naturales o 
dependen de servicios ecosistémicos 
relevantes (CBD, 2022; MAE, 2025).

•	 Incremento del número de informes 
de sostenibilidad que incorporan sec-
ciones sobre biodiversidad alineadas 
con GRI 101 y con información que 
puede ser usada para el seguimiento 
de la Meta 15 (GRI, 2024; INABIO, 2025).

•	 Mayor volumen de datos de biodiver-
sidad provenientes del sector privado 
registrados en BNDB y SIBEcuador, en 
formatos compatibles con los sistemas 
nacionales de información (INABIO, 
2018; MAE, 2022).

•	 Progreso en la formación de un grupo 
de empresas que utiliza marcos como 
TNFD y SBTN para identificar riesgos, 
dependencias y oportunidades re-
lacionadas con la naturaleza y para 
definir metas corporativas de gestión 
de biodiversidad, manteniendo su ca-
rácter voluntario  (TNFD, 2023; SBTN, 
2024).

•	 Avances en el diseño de mecanismos 
institucionales de coordinación y apo-
yo técnico para la implementación 
de la Meta 15, incluyendo la eventual 
puesta en funcionamiento de una 
Secretaría Técnica de Implementa-
ción Multiactor (STIM) u otra figura 
equivalente que pueda ser definida 
mediante los instrumentos jurídicos 
correspondientes  (CEMDES, 2026; 
MAE, 2022).

2.3 Los cinco ejes estratégicos de la 
Hoja de Ruta

Para alcanzar estos objetivos y resultados, 
la Hoja de Ruta se estructura en cinco 
ejes que organizan las 19 líneas de acción 
(LA01-LA19) y orientan la asignación de 
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esfuerzos en las tres fases de implemen-
tación 2026-2030 (MAE, 2025; CBD, 2022). 
Estos ejes se encuentran alineados con 
los principios de corresponsabilidad, coor-
dinación interinstitucional, participación, 
prevención y sostenibilidad establecidos 
en la Constitución, el Código Orgánico del 
Ambiente y la ENBPA 2025-2030.

El eje de gobernanza ocupa el primer 
lugar porque constituye la condición ne-
cesaria para los demás: sin mecanismos 
estables de coordinación entre empresas, 
gremios y Estado, las inversiones en datos, 
capacidades, financiamiento y regulación 
pierden continuidad y efecto (MAE, 2022; 
PNUD, 2024).

Eje 1. Gobernanza público-privada y 
cambio organizacional. Este eje se enfo-
ca en el BAG, las mesas sectoriales y los 
arreglos de coordinación entre empresas, 
gremios, CEMDES, STIM y MAE. Incluye el 
fortalecimiento del BAG como espacio de 
consulta, la creación de mesas sectoriales 
permanentes, la definición de roles y res-
ponsabilidades, y el diseño de reglas cla-
ras para acuerdos empresa–comunidad 
en territorios de alta importancia para la 
biodiversidad (MAE, 2022; CEMDES, 2026). 
Su finalidad es contar con una estructura 
estable que permita tomar decisiones, dar 
seguimiento y ajustar la Hoja de Ruta en 
el tiempo.

Eje 2. Infraestructura técnica e institu-
cional para la gestión de biodiversidad 
empresarial.  Este eje aborda la necesi-
dad de contar con métodos, protocolos 
y sistemas de información que permitan 
medir y reportar biodiversidad de ma-
nera consistente. Incluye el desarrollo 
de guías metodológicas sectoriales, pro-
tocolos de monitoreo por ecosistema, 
fortalecimiento de la BNDB y SIBEcua-
dor, y la articulación con las unidades 
técnicas del MAE y de otras instituciones 
públicas (INABIO, 2018; MAE, 2022). Su 
finalidad es que las empresas puedan 
generar datos útiles para sus decisiones 
y, al mismo tiempo, para el seguimiento 
de la Meta 15.

Eje 3. Ecosistema de conocimiento y 
capacidades profesionales. Este eje se 
orienta a la formación de equipos de tra-
bajo en empresas y entidades financieras. 
Comprende programas de formación 
para equipos técnicos, de riesgo y alta di-
rección, comunidades de práctica entre 
empresas y alianzas con universidades 
y centros de investigación para generar 
conocimiento aplicable a decisiones de 
negocio (GRI, 2024; PNUD, 2024). Su fina-
lidad es que la biodiversidad tenga un lu-
gar claro en la gestión interna y no se limi-
te a la elaboración de estudios externos.

Eje 4. Marco regulatorio progresivo y pre-
decible para la Meta 15. Este eje se funda-
menta en los principios constitucionales 
de seguridad jurídica, proporcionalidad, 
prevención y responsabilidad ambiental, 
así como en los principios administrativos 
de eficacia, coordinación y buena admi-
nistración, por lo cual, se refiere a la cons-
trucción del camino jurídico para la divul-
gación empresarial de información sobre 
biodiversidad. Incluye la definición del 
régimen de transición y de protección ju-
rídica para reportantes de buena fe (LA12), 
la armonización con marcos internacio-
nales de reporte y debida diligencia y la 
coordinación entre el MAE y otras autori-
dades como la Superintendencia de Com-
pañías y el sistema financiero (CBD, 2022; 
CEMDES, 2026). Su finalidad es reducir el 
riesgo de autoacusación y dar certeza a 
las empresas sobre el sentido y el uso de 
la información que reportan.

Eje 5. Financiamiento e incentivos para 
la transición empresarial. Este eje aborda 
la relación entre divulgación de biodiver-
sidad, acceso a financiamiento y señales 
económicas. Comprende el diseño y pues-
ta en marcha de instrumentos financieros 
verdes, fondos de apoyo, posibles ajustes 
tributarios y esquemas de reconocimiento 
para empresas que avanzan en la Hoja de 
Ruta (BIOFIN, 2024; MAE, 2025). Su finali-
dad es que la decisión de invertir en eva-
luación y reporte de biodiversidad tenga 
respaldo económico y no se perciba solo 
como un costo adicional.
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2.4 Relación entre objetivos, ejes y 
fases de implementación

Los objetivos y ejes de la Hoja de Ruta 
se desarrollan en tres fases entre 2026 y 
2030, siguiendo un enfoque de imple-
mentación progresiva y mejora continua 
consistente con los principios de preven-
ción, sostenibilidad, coordinación, corres-
ponsabilidad y gestión adaptativa previs-
tos en la Constitución de la República, el 
Código Orgánico del Ambiente (COAM) y 
la Estrategia Nacional de Biodiversidad y 
su Plan de Acción 2025-2030.

La Fase 1 se centra en la creación de con-
diciones habilitantes mínimas para la 
implementación de la Meta 15, incluyendo 
el fortalecimiento de la gobernanza públi-
co-privada, el desarrollo de metodologías 
y lineamientos técnicos, la generación de 
datos iniciales, la consolidación de me-
canismos de coordinación institucional y 
los primeros programas de capacitación. 
Esta fase responde al mandato de fortale-
cimiento de capacidades, generación de 
conocimiento e integración de informa-
ción ambiental contemplado en la ENBPA 
2025-2030 y en el Código Orgánico del 
Ambiente. 

La Fase 2 amplía el alcance de las accio-
nes mediante el desarrollo de  instrumen-
tos financieros, incentivos económicos, 
mecanismos de reconocimiento empre-
sarial y avances en armonización regula-
toria e institucional. 

La Fase 3 consolida los cambios alcan-
zados mediante la integración de la bio-
diversidad en los sistemas corporativos 
de gestión, gobierno y divulgación, así 
como mediante la evaluación de resulta-
dos frente a los indicadores de la Meta 15 
(MAE, 2025; BIOFIN, 2024).

La secuencia gradual de implementa-
ción también guarda coherencia con los 
principios de seguridad jurídica, eficacia 
administrativa, coordinación institucional 
y proporcionalidad previstos en el Códi-
go Orgánico Administrativo, al reconocer 

que la generación de capacidades, infor-
mación y mecanismos de apoyo debe 
preceder a cualquier eventual evolución 
regulatoria relacionada con la divulgación 
empresarial de información sobre biodi-
versidad.

La matriz de trazabilidad presentada en 
la sección 1.2 muestra cómo cada brecha 
identificada en el Diagnóstico se vincula 
con una o varias líneas de acción, con su 
fase de implementación y con el resulta-
do esperado al 2030 (véase Anexo 1, Matriz 
de trazabilidad de objetivos, ejes y fases). 
Esta relación asegura que los objetivos de 
la Hoja de Ruta no se queden en formu-
laciones generales, sino que se traduzcan 
en decisiones concretas, verificables y 
alineadas con el marco jurídico ambiental 
vigente, susceptibles de ser seguidas por 
empresas, entidades públicas, organismos 
de cooperación y demás actores involu-
crados en la implementación de la Meta 
15 (CEMDES, 2026; MAE, 2025). 
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3. Líneas de Acción 
por Eje Estratégico 
(La01–La19)

Este capítulo presenta las 19 líneas de acción 
que operacionalizan los cinco ejes estratégi-
cos del Plan. Cada línea de acción describe 
su objetivo, alcance y relación con las bre-
chas identificadas en el diagnóstico, y cons-
tituye la base para la posterior formulación 
de proyectos específicos y financiables en 
la fase de implementación. El eje de gober-
nanza público-privada ocupa el primer lugar 
porque es la condición institucional habili-
tante de todos los demás: sin mecanismos 
consolidados de coordinación, participación, 
rendición de cuentas, liderazgo compartido, 
las inversiones en infraestructura técnica, 
capacidades, financiamiento e instrumen-
tos regulatorios carecen de la continuidad 
necesaria para producir resultados sosteni-
bles y contribuir efectivamente a la gestión 
integral de la biodiversidad. (MAE, 2022; 
PNUD, 2024; CBD, 2022).

Las líneas de acción se construyeron a partir 
de un proceso consultivo con los sectores 
que manifestaron disposición a participar en 
el BAG durante 2025-2026. La selección de 
sectores prioritarios refleja, por tanto, tanto 

la relevancia ecosistémica de cada actividad 
como la voluntad expresa de sus actores de 
involucrarse en este proceso. Lo anterior no 
implica una valoración sobre el desempeño 
ambiental de sectores que aún no han par-
ticipado en la consulta, varios de los cuales 
generan impactos significativos sobre la bio-
diversidad y son igualmente relevantes para 
los objetivos de la Meta 15. Dichos sectores 
podrán adherirse al Plan en cualquier mo-
mento del horizonte 2026-2030, mediante 
los mecanismos de gobernanza abierta con-
templados en el Eje 1, en concordancia con 
los principios de participación, correspon-
sabilidad y cooperación entre los sectores 
público y privado reconocidos por la Consti-
tución y el Código Orgánico del Ambiente,  
sin que su incorporación posterior afecte la 
validez ni la continuidad de las acciones ya 
iniciadas (MAE, 2025; CBD, 2022).

3.1 Eje 1: Gobernanza público-privada y 
transformación cultural

Este eje busca consolidar la cohesión y la 
viabilidad institucional del sector privado 
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como condición indispensable para la im-
plementación exitosa de la Meta 15. Su obje-
tivo principal es institucionalizar un espacio 
de decisión estratégica exclusivo del sector 
empresarial (BAG), que permita articular 
una posición unificada, técnica y coherente 
antes de interactuar con el Estado y otros 
actores, contribuyendo al cumplimiento 
de los objetivos de la ENBPA 2025-2030 y al 
fortalecimiento de los mecanismos de cola-
boración previstos en el Marco Mundial de 
Biodiversidad de Kunming-Montreal.

Lejos de ser un foro de negociación política 
o de gestión de intereses diversos, este eje 
diseña un modelo de articulación funcio-
nal: el sector privado define la estrategia, 
prioridades y los protocolos técnicos dentro 
del ámbito de sus competencias, y podrá 
convocar a actores con conocimiento es-
pecializado —universidades, fundaciones u 
organismos técnicos— cuando su conoci-
miento sea necesario para tareas específicas 
de validación científica, fortalecimiento de 
capacidades, monitoreo o desarrollo meto-
dológico.. Los Gobiernos Autónomos Des-
centralizados (GADs) no son miembros del 
BAG ni de las mesas sectoriales; podrán par-
ticipar como facilitadores territoriales única-
mente en el marco de la LA03, cuando así 
lo decida la mesa sectorial correspondiente. 
Esta estructura busca evitar la fragmenta-
ción de la representación empresarial,  redu-
cir duplicidades institucionales y facilitar la 
generación de consensos técnicos que con-
tribuyan al cumplimiento de la Meta 15, sin 
menoscabar las competencias regulatorias 
y de control atribuidas al Ministerio del Am-
biente y Energía como Autoridad Ambiental 
Nacional. Así mismo se logra prevenir con-
flictos de interés derivados de agendas polí-
ticas o de financiamiento externo, y asegura 
que la transición hacia una economía biodi-
versa responda a las capacidades y priorida-
des del sector productivo.

Dado su carácter habilitante, las líneas de 
acción de este eje deben activarse desde 
el inicio de la Fase 1 (2026-2027), de mane-
ra paralela y no secuencial respecto de los 
demás ejes, con el fin de asegurar que el 
sector privado disponga de mecanismos 

permanentes de coordinación, diálogo téc-
nico y construcción de capacidades desde 
las etapas iniciales de implementación de 
la Hoja de Ruta, en concordancia con los 
principios de prevención, participación, co-
rresponsabilidad y mejora continua de la 
gestión ambiental previstos en la normativa 
ecuatoriana. 

LA01. Fortalecimiento del Grupo Consultivo 
Empresarial de Biodiversidad (BAG) y me-
sas sectoriales permanentes. Consolidar el 
Grupo Consultivo Empresarial de Biodiver-
sidad (BAG) como espacio permanente de 
articulación y diálogo técnico entre el sector 
empresarial, el Ministerio del Ambiente y 
Energía (MAE), el Instituto Nacional de Bio-
diversidad (INABIO), instituciones financie-
ras, academia, organismos de cooperación 
internacional y demás actores estratégicos 
relevantes para la implementación de la 
Meta 15 del Marco Mundial de Biodiversidad 
de Kunming-Montreal y de la Estrategia 
Nacional de Biodiversidad y Plan de Acción 
2025-2030 (ENBPA).

La iniciativa se fundamenta en los princi-
pios de corresponsabilidad, coordinación, 
participación, gobernanza ambiental y coo-
peración entre actores públicos y privados 
previstos en los artículos 14, 83 numeral 6 y 
395 de la Constitución de la República, así 
como en los principios de gestión ambiental 
establecidos en los artículos 7 y 9 del Código 
Orgánico del Ambiente (COAM), que pro-
mueven la participación de todos los secto-
res de la sociedad en la conservación y uso 
sostenible de la biodiversidad.

El BAG se reunirá al menos trimestralmente, 
contará con una agenda técnica estructu-
rada y dispondrá de una secretaría técnica 
permanente encargada de coordinar el se-
guimiento de las líneas de acción, facilitar 
la generación de consensos técnicos y ca-
nalizar propuestas hacia las instancias com-
petentes de la administración pública, sin 
sustituir las competencias regulatorias de la 
Autoridad Ambiental Nacional.

Adicionalmente, se constituirán mesas sec-
toriales piloto durante la Fase 1, priorizando 
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los sectores que ya han manifestado dispo-
sición a participar en el proceso. La confor-
mación de mesas sectoriales permanentes 
y la incorporación de nuevos sectores estará 
orientada por los resultados preliminares 
de la línea base (Fase 1), que identificará los 
sectores con mayor presión ecosistémica. 

Las mesas sectoriales constituyen me-
canismos voluntarios de coordinación 
empresarial y no generan obligaciones ju-
rídicas para sus participantes. Su creación 
responde a una estrategia de preparación 
y fortalecimiento de capacidades frente a 
las tendencias internacionales de divulga-
ción de información sobre biodiversidad y 
gestión de riesgos asociados a la naturaleza. 
Entre sus funciones se incluyen el desarro-
llo de protocolos sectoriales de monitoreo, 
la promoción de acuerdos voluntarios de 
desempeño ambiental, la identificación de 
indicadores sectoriales y el fortalecimiento 
de mecanismos de trazabilidad compatibles 
con los sistemas nacionales de información 
sobre biodiversidad administrado por la 
Autoridad Ambiental Nacional (MAE, 2022; 
PNUD, 2024).

LA02. Integración de criterios de biodi-
versidad en cadenas de suministro y me-
canismos de trazabilidad. Desarrollar e 
implementar mecanismos que permitan 
a grandes empresas e instituciones finan-
cieras incorporar criterios de biodiversidad 
en la evaluación, selección, seguimiento y 
fortalecimiento de sus cadenas de suminis-
tro, especialmente cuando estas involucren 
micro, pequeñas y medianas empresas (MI-
PYMES) ubicadas en territorios de importan-
cia ecológica, zonas de amortiguamiento, 
corredores biológicos o áreas con alta sensi-
bilidad ambiental.

Los mecanismos incluirán sistemas de tra-
zabilidad verificable —códigos QR, registros 
de cadena de custodia, plataformas digita-
les, certificaciones de origen—, protocolos 
de evaluación de proveedores basados en 
prácticas de manejo sostenible, y esquemas 
de asistencia técnica y cofinanciamiento 
para que proveedores pequeños mejoren su 
desempeño en biodiversidad. Se priorizarán 

cadenas de valor con alta huella ecosistémi-
ca —cacao, café, banano, camarón, made-
ra— y con fuerte presencia en áreas protegi-
das o zonas de amortiguamiento.

Este mecanismo garantiza que las metodo-
logías y herramientas de evaluación sean 
accesibles a todos los actores de la cadena 
de valor, incluyendo productores y provee-
dores de pequeña escala, evitando trasla-
dar a las empresas ancla la carga técnica 
de gestionar directamente los procesos de 
monitoreo de sus proveedores. Al fortale-
cer la capacidad propia de cada eslabón, la 
cadena de valor gana transparencia de for-
ma más eficiente y sostenible (IPBES, 2019; 
MAE, 2025).

LA03. Planificación de acuerdos de gestión 
de servicios ecosistémicos en territorios 
operativos. Diseñar e impulsar un mar-
co metodológico para la formalización de 
acuerdos voluntarios de gestión de servicios 
ecosistémicos entre empresas y actores te-
rritoriales, con la participación facilitadora de 
los GADs cuando así lo determine la mesa 
sectorial correspondiente. El proceso incluirá 
la identificación de los actores empresaria-
les con mayor huella ecosistémica en los 
territorios prioritarios para la conservación y 
el uso sostenible de la biodiversidad, con el 
fin de focalizar los acuerdos en aquellas ac-
tividades productivas que generen mayores 
dependencias o impactos sobre los ecosis-
temas.

Esta línea de acción se fundamenta en los 
principios de sostenibilidad, prevención, 
responsabilidad ambiental, corresponsa-
bilidad y gestión integrada del patrimonio 
natural reconocidos en la Constitución de la 
República del Ecuador, el Código Orgánico 
del Ambiente (COAM) y la Estrategia Na-
cional de Biodiversidad y su Plan de Acción 
2025–2030.

El objetivo es establecer mecanismos téc-
nicos que contribuyan a la  conservación,  
restauración y uso sostenible de la biodiver-
sidad en zonas de influencia de actividades 
productivas, fortaleciendo simultáneamente 
la gestión de riesgos ambientales, la seguri-
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dad jurídica de las inversiones y la resiliencia 
de los ecosistemas frente a presiones antró-
picas y climáticas. 

Durante la Fase 1 (2026–2027), el trabajo se 
concentrará en:

•	 Mapeo de riesgos y oportunidades: 
Identificar zonas de alta sensibilidad  
ecológica donde la operación empre-
sarial pueda generar presión sobre los 
ecosistemas estratégicos, áreas pro-
tegidas, bosques y vegetación protec-
tora, ecosistemas frágiles o zonas de 
importancia para la conectividad eco-
lógica, priorizando aquellas que pro-
veen servicios ecosistémicos críticos 
—como regulación hídrica, poliniza-
ción, captura de carbono y control de 
erosión— e identificando a los actores 
empresariales con mayor huella sobre 
dichos territorios. 

•	 Identificación de actores territoria-
les: Determinar los actores públicos, 
privados, comunitarios  y usuarios de 
recursos naturales están presentes 
en las zonas de interés, con el fin de 
focalizar los acuerdos en la provisión, 
mantenimiento o restauración de ser-
vicios ecosistémicos, sobre la base de 
relaciones técnicas y transaccionales 
claramente delimitadas. Respetando 
las competencias institucionales, los 
mecanismos de participación previstos 
en la normativa ambiental y los dere-
chos reconocidos por la Constitución 

•	 Revisión de marcos jurídicos disponi-
bles: Analizar instrumentos jurídicos y 
financieros que permitan canalizar re-
cursos hacia acciones de conservación, 
restauración y monitoreo ambiental, 
incluyendo incentivos económicos, 
mecanismos de financiamiento am-
biental, acuerdos de conservación vo-
luntaria y otros instrumentos previstos 
en el Código Orgánico del Ambiente 
y su normativa secundaria, evitando 
generar ambigüedades respecto de las 
responsabilidades legales de las partes. 

•	 Diseño de modelo de acuerdo téc-
nico: Elaborar un modelo referencial 
de acuerdo voluntario orientado a la 
ejecución de proyectos técnicos espe-
cíficos de conservación, restauración 
ecológica, monitoreo de biodiversidad 
o fortalecimiento de servicios ecosis-
témicos, gestionado preferentemente 
mediante mecanismos de coordinación 
con los GAD, organizaciones técnicas o 
instituciones académicas, garantizando 
claridad en los roles, responsabilidades, 
mecanismos de seguimiento y criterios 
de transparencia 

Este proceso se validará mediante pilotos 
en al menos tres territorios, priorizando 
intervenciones compatibles con los instru-
mentos de planificación ambiental vigentes 
y con los objetivos de conservación estable-
cidos en la ENBPA 2025–2030. La participa-
ción de actores territoriales en la ejecución 
de actividades técnicas y la facilitación de 
los GADs en la gestión de los acuerdos. A 
partir de la Fase 2 (2028–2029), los acuerdos 
se formalizarán en territorios donde las con-
diciones técnicas, la confianza institucional 
y la claridad jurídica lo permitan, enfocándo-
se en la provisión de servicios ecosistémicos 
críticos (MAE, 2015; MAE, 2022; PNUD, 2024).

3.2 Eje 2: Infraestructura técnica e 
institucional

LA04. Guías metodológicas sectoriales 
para evaluar riesgos, dependencias e im-
pactos sobre la biodiversidad. Las guías se 
desarrollarán en función de las prioridades 
que establezca el MAE o de la iniciativa de 
los propios sectores que decidan antici-
parse a posibles regulaciones. La agroin-
dustria actúa como sector piloto en la Fase 
1 para el desarrollo metodológico, pero la 
selección de subsectores específicos para 
el escalamiento en la Fase 2 dependerá 
de los datos generados por la línea base. 
Este enfoque evita priorizar subsectores 
de forma prematura, antes de contar con 
evidencia sobre cuáles generan los mayo-
res impactos sobre la biodiversidad (MAE, 
2025; CEMDES, 2026).
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Las guías se adaptarán a los principales 
sectores intensivos en naturaleza que han 
participado en el proceso consultivo del 
Plan —agroindustria, palmicultura, mi-
nería, hidrocarburos e infraestructura—, 
y permitirán a las empresas identificar y 
cuantificar sus dependencias críticas de 
servicios ecosistémicos, evaluar los im-
pactos directos e indirectos de sus opera-
ciones sobre la biodiversidad, y priorizar 
acciones de gestión y restauración.

Articulación con instrumentos existentes: 
Las guías se diseñarán para integrar y es-
tandarizar la información ya generada por 
los instrumentos de gestión ambiental 
vigentes (Estudios de Impacto Ambiental, 
Planes de Manejo Ambiental, Auditorías 
de Cumplimiento, monitoreos operativos), 
evitando la duplicidad de recolección de 
datos. El objetivo no es reemplazar estos 
instrumentos, sino evolucionarlos: trans-
formar los datos técnicos existentes en 
indicadores estratégicos de riesgo y de-
pendencia alineados con la Meta 15, que 
permitan la divulgación comparable y la 
toma de decisiones corporativas.

Reconocimiento de prácticas existentes: 
Las empresas que ya cuenten con certifi-
caciones, sistemas de gestión ambiental 
avanzados o prácticas de sostenibilidad 
documentadas podrán utilizar esta infor-
mación como punto de partida para la 
línea base, acelerando su avance hacia la 
Fase 2. Las guías incluirán criterios de re-
conocimiento de prácticas existentes para 
evitar penalizar a las empresas que ya han 
iniciado procesos de gestión de biodiver-
sidad.

Las guías integrarán enfoques recono-
cidos internacionalmente —metodolo-
gía LEAP del TNFD, herramientas SBTN, 
directrices GRI 101— con información 
ecosistémica nacional —mapas de áreas 
clave para la biodiversidad, zonas de alta 
presión, especies amenazadas— y serán 
validadas mediante pilotos empresariales 
en al menos tres sectores durante 2026-
2027 (TNFD, 2023; SBTN, 2024; MAE, 2025; 
IPBES, 2019).

LA05. Secretaría Técnica de Implementa-
ción Multiactor (STIM) como instancia de 
soporte y articulación. Establecer la Secre-
taría Técnica de Implementación Multiactor 
(STIM) como la instancia operativa encar-
gada del acompañamiento técnico para la 
implementación de la Meta 15 del Marco 
Global de Biodiversidad en Ecuador. La 
STIM funcionará bajo un esquema de ges-
tión delegada o convenio de cooperación 
con entidades externas e independientes 
(como CEMDES, universidades o gremios 
sectoriales), y NO como una unidad admi-
nistrativa interna del MAE. Esta estructura 
externa es consistente con los principios de 
coordinación, complementariedad, corres-
ponsabilidad y participación previstos en la 
Constitución, el Código Orgánico del Am-
biente (COAM) y el Código Orgánico Admi-
nistrativo (COA), y resulta fundamental para 
garantizar la neutralidad técnica, evitar el 
sesgo asociados a funciones de control y de 
fiscalización, y generar la confianza necesa-
ria para que el sector privado comparta in-
formación técnica relevante para la gestión 
de la biodiversidad .

Sus funciones principales incluirán:

•	 Ofrecer asistencia técnica directa a em-
presas para la aplicación de guías meto-
dológicas y estándares internacionales 
relacionados con biodiversidad y natu-
raleza, incluyendo LEAP, GRI 101 Biodi-
versidad, TNFD y SBTN, así como apoyar 
la preparación de reportes y procesos 
de divulgación voluntaria.

•	 Facilitar el acceso a información am-
biental y datos ecosistémicos prove-
nientes de fuentes oficiales, promo-
viendo la articulación técnica con el 
Instituto Nacional de Biodiversidad 
(INABIO), la Base Nacional de Datos so-
bre Biodiversidad (BNDB), SIBEcuador y 
otros sistemas públicos de información 
ambiental, en concordancia con los 
principios de interoperabilidad y gestión 
integrada de información ambiental 
establecidos en el COA y en la Estrate-
gia Nacional de Biodiversidad y Plan de 
Acción 2025–2030. 



Líneas de Acción por Eje Estratégico (La01–La19)   |   31

•	 Actuar como filtro técnico para la recep-
ción de datos empresariales, realizando 
procesos de validación metodológica, 
agregación estadística, estandarización 
y, cuando corresponda, anonimización 
de información, antes de su transfe-
rencia a los sistemas nacionales de in-
formación ambiental. Observando los 
principios de calidad, seguridad jurídica, 
transparencia y protección de informa-
ción establecidos en el Código Orgánico 
Administrativo y en la Ley Orgánica de 
Transparencia y Acceso a la Información 
Pública 

•	 Servir como punto focal operativo para 
la coordinación  con el BAG y las mesas 
sectoriales, el MAE, INABIO y otros ac-
tores relevantes preparando agendas 
técnicas,consolidando insumos para la 
toma de decisiones y apoyando los pro-
cesos de seguimiento de la Meta 15 y de 
los indicadores definidos en la ENBPA 
2025–2030.

La sostenibilidad financiera de la STIM 
combinará recursos de cooperación in-
ternacional, aportes voluntarios del sector 
privado canalizados mediante convenios de 
cooperación, contribuciones de proyectos 
de investigación aplicada y, eventualmente, 
tarifas asociadas a servicios técnicos espe-
cializados de alta complejidad, reduciendo 
la dependencia de recursos públicos recu-
rrentes y asegurando su autonomía opera-
tiva frente a cambios políticos (MAE, 2025; 
PNUD, 2024; CEMDES, 2026).

LA06. Fortalecimiento de la Base Nacional 
de Datos de Biodiversidad (BNDB) y módu-
los empresariales de SIBEcuador. Adaptar 
y fortalecer la BNDB y el Sistema de Infor-
mación sobre Biodiversidad del Ecuador 
(SIBEcuador) para recibir, procesar y visuali-
zar datos empresariales de biodiversidad de 
manera sistemática, interoperable y acce-
sible. Se desarrollarán módulos específicos 
para la carga de datos de monitoreo em-
presarial, indicadores de presión por sector, 
mapas de operaciones en áreas sensibles y 
reportes agregados que alimenten el marco 
nacional de seguimiento de la Meta 15. La 

plataforma garantizará confidencialidad 
empresarial cuando corresponda, pero ge-
nerará información pública agregada para la 
rendición de cuentas (INABIO, 2018; INABIO, 
2025).

LA07. Integración de datos empresariales 
de biodiversidad en sistemas nacionales 
de información y estadísticas oficiales. Es-
tablecer mecanismos operativos para que 
los datos generados por empresas —resulta-
dos de evaluaciones, monitoreos y reportes 
de gestión— contribuyan de forma siste-
mática al reporte oficial de Ecuador ante 
el Convenio sobre la Diversidad Biológica 
(CBD) y al seguimiento de la ENBPA 2025-
2030, al fortalecimiento de los sistemas na-
cionales de información sobre biodiversidad 
y al cumplimiento de los compromisos de 
reporte asumidos por Ecuador ante el Con-
venio sobre la Diversidad Biológica (CBD) 
y el Marco Global de Biodiversidad de Kun-
ming-Montreal. 

La integración de información empresarial 
se orientará a fortalecer la Base Nacional de 
Datos de Biodiversidad (BNDB), SIBEcuador 
y otros sistemas públicos de información 
ambiental administrados por el MAE e IN-
ABIO, promoviendo la generación de datos 
comparables, verificables e interoperables 
que permitan mejorar la toma de decisiones 
públicas y privadas en materia de conserva-
ción y uso sostenible de la biodiversidad.

Para garantizar la viabilidad de esta integra-
ción, se aplicarán los siguientes criterios de 
seguridad y gobernanza de la información:

•	 Intermediación técnica: Los datos no 
se entregarán de forma directa y sin 
procesar a las autoridades. La Secretaría 
Técnica de Implementación Multiactor 
(STIM) actuará como el único nodo de 
recepción, validación y anonimización 
de la información.

•	 Rol estadístico del INEC: En concordan-
cia con la recomendación del BAG, el 
registro de empresas que presentan 
reportes de sostenibilidad se incorpora-
rá como variable estadística oficial del 
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Instituto Nacional de Estadística y Cen-
sos (INEC). Esta integración se limitará 
estrictamente al seguimiento del indica-
dor IC 15.1 (número de empresas que re-
portan), utilizando datos agregados que 
impidan la identificación de brechas 
individuales para fines sancionatorios.

•	 Condicionalidad de transparencia y 
seguridad jurídica: La operatividad de 
estos mecanismos de transferencia de 
información estará vinculada al estable-
cimiento de reglas claras sobre el uso, 
tratamiento, protección y finalidad de 
los datos reportados, incluyendo los ins-
trumentos jurídicos que eventualmente 
se desarrollen para la implementación 
de la Meta 15. Mientras no existan con-
diciones adecuadas de seguridad jurí-
dica y gobernanza de la información, 
las transferencias se limitarán a datos 
agregados o anonimizados que permi-
tan fines estadísticos y de seguimiento 
de políticas públicas sin generar riesgos 
indebidos para los reportantes.

Se definirán formatos estándar, protocolos 
de interoperabilidad y procedimientos de 
validación que permitan equilibrar la trans-
parencia pública, el acceso a información 
ambiental y la protección de información 
técnica o comercial sensible, fortaleciendo 
los sistemas nacionales de información sin 
afectar la competitividad ni la seguridad 
jurídica del sector privado  (CBD, 2022; MAE, 
2022).

LA08. Protocolos nacionales de monito-
reo de biodiversidad por ecosistema y por 
cadena de valor. Desarrollar protocolos es-
tandarizados de monitoreo de biodiversidad 
adaptados a los principales ecosistemas 
bajo presión —bosques húmedos tropica-
les, bosques secos, páramos y ecosistemas 
marino-costeros— y a las cadenas de valor 
críticas —cacao, banano, camarón, atún, 
madera y minería metálica—. Los protocolos 
definirán indicadores mínimos, frecuencias 
de medición, métodos de muestreo y pro-
cedimientos de verificación externa, facili-
tando la comparabilidad entre empresas y 
la agregación de datos a escala nacional. Se 

priorizarán indicadores de respuesta rápida 
—abundancia de grupos funcionales, co-
bertura vegetal, calidad de hábitat— sobre 
inventarios exhaustivos (IPBES, 2019; MAE, 
2022).

Los protocolos se alinearán con marcos 
internacionales de mejores prácticas, in-
cluyendo el Global Biodiversity Standard 
(Bartholomew et al., 2026), que establece 
criterios basados en las “Diez Reglas Dora-
das para la Reforestación” y utiliza el Siste-
ma de Cinco Estrellas de la Sociedad para la 
Restauración Ecológica para medir cambios 
en la integridad del ecosistema a lo largo del 
tiempo. Esta alineación asegurará que los 
resultados de monitoreo sean comparables 
a nivel internacional y que los proyectos de 
restauración y conservación financiados por 
el sector privado cumplan con estándares 
científicos rigurosos que prioricen la recu-
peración de biodiversidad sobre métricas de 
proceso como hectáreas plantadas o árbo-
les sobrevivientes (Di Sacco et al., 2021; Gann 
et al., 2019).

Los protocolos desarrollados en la Fase 1 son 
versiones piloto. En la Fase 2 (2028–2029) 
serán actualizados y escalados a nuevos 
ecosistemas y cadenas de valor identifica-
dos en la línea base, y en la Fase 3 (2030) se 
evaluará su integración permanente en los 
sistemas nacionales de información (INA-
BIO, 2025; MAE, 2022).

LA09. Herramientas digitales y sistemas de 
apoyo a la decisión para empresas intensi-
vas en naturaleza. Desarrollar plataformas 
digitales, aplicaciones móviles, sistemas de 
información geográfica (SIG) y herramientas 
de análisis espacial que faciliten a las em-
presas la identificación de áreas sensibles, la 
evaluación rápida de riesgos ecosistémicos, 
la simulación de escenarios de gestión, el 
seguimiento de indicadores ambientales y 
la preparación de reportes alineados con la 
Meta 15 del Marco Global de Biodiversidad.  
Estas herramientas contribuirán a fortalecer 
la gestión preventiva de impactos sobre la 
biodiversidad, en concordancia con los prin-
cipios de prevención, precaución, sostenibi-
lidad y mejor información científica disponi-
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bles. Las herramientas integrarán capas de 
información oficial  —áreas protegidas, bos-
ques y vegetación protectora, especies ame-
nazadas, servicios ecosistémicos priorita-
rios— con datos empresariales —ubicación 
de operaciones, extensión de concesiones, 
patrones de uso del suelo—, reduciendo los 
costos y los tiempos de evaluación (TNFD, 
2023; MAE, 2025).

3.3 Eje 3: Ecosistema de conocimiento 
y capacidades profesionales

Este eje fortalece el capital humano y las 
redes de conocimiento necesarios para sos-
tener la transición empresarial hacia la Meta 
15. Sus líneas de acción son transversales a 
todos los sectores y fases del Plan, y están 
diseñadas para generar tanto competencias 
técnicas como cambio cultural en la gober-
nanza corporativa.

LA10. Programas de formación especializa-
da en biodiversidad para equipos técnicos, 
gerencias y directorios. Diseñar e imple-
mentar programas de capacitación diferen-
ciados por nivel —directorio, alta gerencia, 
equipos técnicos y nivel operativo— que for-
talezcan las competencias para integrar la 
biodiversidad en la gestión empresarial. Los 
programas incluirán módulos sobre marcos 
internacionales —GRI, TNFD, SBTN—, aná-
lisis de materialidad y doble materialidad, 
gestión de riesgos ecosistémicos, diseño de 
indicadores de desempeño y comunicación 
con inversores y reguladores. Se establece-
rán alianzas con universidades, INABIO y 
organismos internacionales para asegurar la 
calidad técnica y el reconocimiento acadé-
mico de las certificaciones (GRI, 2024; INA-
BIO, 2018; PNUD, 2024).

LA11. Redes de práctica empresarial en 
biodiversidad y naturaleza. Crear y facilitar 
espacios de intercambio de experiencias, 
aprendizaje entre pares y codesarrollo de 
soluciones entre empresas de un mismo 
sector o con desafíos similares. Estas redes 
operarán mediante plataformas digitales, 
encuentros semestrales presenciales y pu-
blicación de casos de estudio, permitiendo 
que las empresas pioneras compartan lec-

ciones aprendidas sobre evaluación de im-
pactos, diseño de programas de monitoreo, 
negociación de acuerdos de conservación 
en territorios críticos y reporte alineado con 
estándares internacionales. La promoción 
de estas redes contribuye al fortalecimiento 
de los mecanismos de cooperación, gene-
ración y transferencia de conocimiento pre-
vistos en el Código Orgánico del Ambiente y 
en la Estrategia Nacional de Biodiversidad y 
su Plan de Acción 2025–2030, favoreciendo 
la participación de actores públicos, priva-
dos y académicos en la gestión sostenible 
del patrimonio natural del país. Asimismo, 
responde a los principios de coordinación, 
corresponsabilidad y gobernanza ambiental 
contemplados en el marco normativo nacio-
nal.

Se promoverán además alianzas estraté-
gicas con universidades para la creación 
de diplomados y maestrías en gestión em-
presarial de biodiversidad, así como para la 
generación de evidencia científica sobre la 
efectividad de medidas de gestión, restaura-
ción ecológica y conservación en contextos 
productivos ecuatorianos  (MAE, 2022; INA-
BIO, 2018; PNUD, 2024).

3.4 Eje 4: Marco regulatorio progresivo 
y predecible

Este eje aborda la necesidad de construir un 
camino jurídico claro, gradual y técnicamen-
te sustentado para la divulgación empre-
sarial de información sobre biodiversidad. 
Su propósito no es imponer obligaciones 
inmediatas, sino generar las condiciones de 
seguridad jurídica que permitan al sector 
privado reportar con confianza, y al Estado 
recibir información de calidad para el se-
guimiento de la Meta 15. Este enfoque se 
encuentra alineado con los principios cons-
titucionales de seguridad jurídica, propor-
cionalidad, coordinación institucional y par-
ticipación previstos en los artículos 82, 95, 
226 y 227 de la Constitución de la República, 
así como con los principios de prevención, 
responsabilidad ambiental, sostenibilidad y 
mejora continua establecidos en el Código 
Orgánico del Ambiente. Del mismo modo, 
responde al mandato contenido en la Es-
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trategia Nacional de Biodiversidad y su Plan 
de Acción 2025–2030 de fortalecer progre-
sivamente los mecanismos de información, 
monitoreo y participación del sector privado 
en la conservación y uso sostenible de la 
biodiversidad. 

La protección del reportante de buena fe 
es el elemento central y condicionante de 
todo el eje. Sin mecanismos adecuados de 
seguridad jurídica, confidencialidad y uso 
legítimo de la información, las demás líneas 
de acción relacionadas con datos y reporte 
pierden viabilidad práctica. Por ello, cual-
quier evolución futura hacia esquemas de 
divulgación empresarial deberá observar los 
principios constitucionales de seguridad ju-
rídica, debido proceso y confianza legítima, 
garantizando que los mecanismos de repor-
te promuevan la transparencia y la mejora 
continua sin generar incentivos adversos 
para quienes colaboren de buena fe con los 
objetivos nacionales de conservación de la 
biodiversidad (MAE, 2025; CEMDES, 2026; 
CBD, 2022).

LA12. Hoja de ruta regulatoria progresiva 
y Régimen de Transición para la Meta 15. 
Diseñar y consensuar una hoja de ruta re-
gulatoria progresiva y predecible para la 
implementación de la Meta 15 en Ecuador, 
orientada a reducir la incertidumbre jurí-
dica para las empresas, evite cargas des-
proporcionadas y siente las bases para una 
eventual evolución hacia obligaciones dife-
renciadas de divulgación a partir de 2030. 
Esta hoja de ruta se desarrollará con base 
en el diagnóstico de brechas, los resulta-
dos de los programas piloto y un proceso 
de diálogo técnico entre el Ministerio del 
Ambiente y Energía (MAE), INEC, la Super-
intendencia de Compañías, Valores y Segu-
ros, las entidades del sistema financiero, el 
INABIO y el sector empresarial representa-
do en el BAG.

La presente línea de acción se fundamen-
ta en los principios constitucionales de 
seguridad jurídica, proporcionalidad, par-
ticipación, coordinación institucional y de-
bido proceso, así como en los principios de 
prevención, sostenibilidad, responsabilidad 

ambiental y mejora continua previstos en 
el Código Orgánico del Ambiente.

La implementación se estructurará en tres 
fases, donde la seguridad jurídica es el re-
quisito habilitante para el avance operativo:

•	 Fase 1 (2026–2027): Fomento y Protec-
ción Jurídica Inicial. Concentración 
exclusiva en instrumentos orientado-
res, voluntarios y no sancionatorios. El 
hito principal será la construcción y 
formalización del Régimen de Transi-
ción para la divulgación empresarial de 
información sobre biodiversidad. Este 
régimen deberá incorporar mecanismos 
de protección para los reportantes de 
buena fe, garantizando la confidenciali-
dad, anonimización y uso limitado de la 
información proporcionada voluntaria-
mente por las empresas, conforme a los 
principios de confianza legítima, buena 
fe administrativa y seguridad jurídica 
previstos en la Constitución y el Código 
Orgánico Administrativo. Durante esta 
fase se establecerán canales seguros de 
reporte administrados por la Secretaría 
Técnica de Implementación Multiactor 
(STIM), como instancia independiente 
de recepción y procesamiento de infor-
mación. La interoperabilidad con plata-
formas estatales, sistemas nacionales de 
información ambiental o registros esta-
dísticos oficiales quedará condicionada 
a la formalización previa de mecanismos 
jurídicos que aseguren la protección de 
la información reportada y la mitigación 
del riesgo de autoincriminación admi-
nistrativa.

•	 Fase 2 (2028–2029): Transición Gradual 
y Pilotaje. Introducción de requisitos de 
divulgación diferenciados, condiciona-
dos explícitamente a: (i) establecimiento 
de la línea base; (ii) validación de guías 
sectoriales; y (iii) operación plena de la 
STIM como filtro de datos, asegurando 
que el análisis de riesgo de autoacusa-
ción preceda a cualquier publicación.

•	 Fase 3 (2030): Consolidación Normativa. 
Con base en la evidencia generada du-
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rante las fases anteriores, se elaborarán 
propuestas regulatorias para conside-
ración de las autoridades competentes, 
incluyendo posibles reformas al Código 
Orgánico del Ambiente, reglamentos 
ambientales, acuerdos ministeriales o 
instrumentos emitidos por organismos 
de supervisión financiera y societaria. 
Cualquier medida futura de carácter 
obligatorio deberá ser precedida por 
análisis de impacto regulatorio, procesos 
de consulta pública y mecanismos de 
participación de los sectores involucra-
dos, de conformidad con la Constitución, 
el Código Orgánico Administrativo y la 
normativa sectorial aplicable.

Régimen de Protección Jurídica: El elemen-
to central y condicionante de toda la Hoja 
de Ruta es el diseño y aprobación de un 
régimen de protección para reportantes de 
buena fe. Este mecanismo garantizará que 
la información sobre impactos, dependen-
cias y riesgos, divulgada voluntariamente, 
no pueda utilizarse como prueba en pro-
cedimientos sancionatorios iniciados por 
la misma autoridad que recibe el reporte 
(MAE). Este mecanismo busca reducir el 
riesgo de autoacusación administrativa y 
promover la transparencia empresarial, sin 
limitar las competencias constitucionales y 
legales de control, vigilancia y sanción de las 
autoridades públicas.

Rol de la STIM y el INEC: Para garantizar la 
neutralidad, la STIM actuará como instancia 
técnica independiente responsable de la 
recepción, validación, anonimización y agre-
gación de información empresarial. El INEC 
recibirá exclusivamente indicadores estadís-
ticos agregados y anonimizados. El análisis 
de riesgo legal es competencia exclusiva 
de la STIM, asegurando que la estadística 
nacional no contenga información que per-
mita la identificación individual de brechas 
para fines punitivos.

Cualquier avance hacia obligaciones for-
males deberá sustentarse en análisis de 
impacto regulatorio y coordinación con los 
reguladores económicos, asegurando que 
los requerimientos sean proporcionados y 

consistentes con la realidad de cada sector 
(MAE, 2025; CBD, 2022; CEMDES, 2026).

LA13. Armonización regulatoria con marcos 
internacionales de divulgación sobre biodi-
versidad. El objetivo de esta línea de acción 
es analizar y proponer opciones de armo-
nización progresiva del marco regulatorio 
ecuatoriano con los principales estándares 
y marcos internacionales de divulgación de 
información sobre naturaleza y biodiversi-
dad, incluyendo, entre otros, el estándar GRI 
101 Biodiversidad 2024, las recomendacio-
nes del TNFD, las metodologías de SBTN, 
la futura norma IFRS S3 sobre naturaleza y 
biodiversidad del ISSB y los requerimien-
tos derivados de la Directiva de Informes 
de Sostenibilidad Corporativa (CSRD) y del 
Reglamento de la Unión Europea sobre 
Deforestación (EUDR) (GRI, 2024; TNFD, 
2023; SBTN, 2024). Esta armonización tendrá 
carácter referencial y orientador en el corto 
plazo, con el propósito de facilitar que las 
empresas ecuatorianas expuestas a merca-
dos y fuentes de financiamiento internacio-
nales puedan anticipar y gestionar de mejor 
manera las exigencias de transparencia aso-
ciadas a la Meta 15 (CBD, 2022).

Durante la Fase 1 (2026–2027), la acción re-
gulatoria se enfocará en elaborar un mapa 
de correspondencias entre los requerimien-
tos de divulgación de los marcos interna-
cionales mencionados y el ordenamiento 
jurídico nacional en materia ambiental, 
societaria y financiera, identificando conver-
gencias, vacíos regulatorios, duplicidades y 
oportunidades de simplificación adminis-
trativa (MAE, 2022; CEMDES, 2026). Este aná-
lisis permitirá determinar hasta qué punto la 
información requerida por estándares como 
GRI 101, TNFD o SBTN puede ser canalizada 
mediante los instrumentos ya existentes de 
reporte ambiental y de sostenibilidad, y qué 
ajustes normativos o lineamientos técnicos 
serían necesarios para evitar cargas redun-
dantes y promover la comparabilidad de la 
información (GRI, 2024; TNFD, 2023).

En la Fase 2 (2028–2029), y sobre la base de 
dicho análisis, se prevé la elaboración de 
propuestas de instrumentos normativos o 
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paranormativos que reconozcan la equiva-
lencia o compatibilidad entre determinados 
marcos internacionales y los requerimientos 
nacionales de divulgación, en particular 
para aquellas empresas que ya reporten 
bajo CSRD, ESRS u otros regímenes simi-
lares. Entre las opciones a considerar se in-
cluyen: resoluciones de la Superintendencia 
de Compañías que admitan reportes de 
sostenibilidad alineados con GRI 101 o TNFD 
como cumplimiento funcional de obliga-
ciones de información no financiera; linea-
mientos del MAE que recomienden marcos 
específicos para sectores de alta exposición 
a la biodiversidad; y acuerdos interinstitucio-
nales para el reconocimiento mutuo de for-
matos de reporte (TNFD, 2023; PNUD, 2024).

Asimismo, esta línea de acción incorporará 
un seguimiento específico a la implemen-
tación del EUDR y a las obligaciones de tra-
zabilidad y debida diligencia en cadenas de 
suministro de productos como cacao, café, 
palma, banano y madera, a fin de asegurar 
que las medidas internas de transparencia 
sobre biodiversidad y deforestación sean 
coherentes con los requisitos de acceso 
a mercados internacionales (IPBES, 2019; 
MAE, 2025). Ello permitirá reducir riesgos de 
desalineación regulatoria que puedan afec-
tar la competitividad de las exportaciones 
ecuatorianas, al tiempo que se refuerzan 
los incentivos para mejorar la gestión de la 
biodiversidad en dichas cadenas de valor 
(BIOFIN, 2024).

En la Fase 3 (2030), las propuestas de ar-
monización regulatoria se consolidarán en 
un documento técnico de referencia que 
sintetice las opciones de convergencia y 
equivalencia identificadas, y que pueda 
servir de insumo para eventuales reformas 
normativas de mayor alcance, si las autori-
dades competentes así lo consideran (MAE, 
2025). En todo caso, la adopción de marcos 
internacionales como GRI 101, TNFD, SBTN o 
IFRS S3 mantendrá un carácter recomenda-
do y no obligatorio dentro del horizonte de 
este Plan, y cualquier decisión de transfor-
mación de dichos estándares en exigencias 
vinculantes deberá adoptarse mediante los 
procedimientos formales de elaboración 

normativa, con sus respectivos análisis de 
impacto y procesos de participación ciuda-
dana (CBD, 2022; PNUD, 2024).

LA14. Mecanismos de seguimiento, verifi-
cación y mejora regulatoria asociados a la 
Meta 15. El objetivo de esta línea de acción 
es diseñar mecanismos graduales de se-
guimiento, verificación y mejora regulatoria 
asociados a la implementación de la Meta 
15, que permitan a las autoridades compe-
tentes disponer de información suficiente 
para evaluar la efectividad de las medidas 
adoptadas, sin generar cargas desproporcio-
nadas ni incrementar de forma innecesaria 
la percepción de riesgo sancionador por 
parte de las empresas (MAE, 2022; CEMDES, 
2026). Estos mecanismos deberán articu-
larse con el marco nacional de monitoreo 
de la Estrategia Nacional de Biodiversidad 
2025–2030 y con los indicadores IC 15.1, ICO 
15.1 e ICOM 15.1, de manera que se preserve 
la coherencia entre el seguimiento de políti-
cas públicas y la información generada por 
el sector privado (CBD, 2022). Una propuesta 
detallada de estos indicadores, con defini-
ciones operativas y ejemplos de aplicación 
empresarial, se presenta en el Anexo B.

Durante la Fase 1 (2026–2027), el foco estará 
en el diseño metodológico de los mecanis-
mos de seguimiento y en la definición de 
roles institucionales, priorizando enfoques 
de verificación técnica y aprendizaje antes 
que esquemas de fiscalización sancionato-
ria (PNUD, 2024; BIOFIN, 2024). En esta eta-
pa se establecerán, de manera coordinada 
entre el MAE, INABIO, la STIM y la Superin-
tendencia de Compañías, criterios mínimos 
de calidad, consistencia y trazabilidad de 
la información de biodiversidad reportada 
voluntariamente por las empresas, así como 
procedimientos para su validación técnica 
y su agregación estadística antes de ser 
incorporada en sistemas nacionales como 
la BNDB y SIBEcuador (INABIO, 2018; MAE, 
2022).

En la Fase 2 (2028–2029), y siempre que se 
cuente con evidencia suficiente derivada 
de los pilotos y de los reportes voluntarios, 
se podrán introducir mecanismos de veri-
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ficación más estructurados para los casos 
en que se establezcan requisitos formales 
de divulgación, respetando los principios 
de proporcionalidad y gradualidad (MAE, 
2025; CEMDES, 2026). Entre las opciones 
a considerar se incluyen: revisiones docu-
mentales selectivas de informes de biodi-
versidad, auditorías externas voluntarias 
reconocidas por la autoridad competente y 
procedimientos de revisión por pares sec-
toriales coordinados a través del BAG o de 
las mesas sectoriales permanentes, con el 
objetivo de fortalecer la confiabilidad de la 
información sin replicar esquemas de ins-
pección ambiental tradicional (MAE, 2022; 
PNUD, 2024).

Estos mecanismos deberán incorporar, 
desde su diseño, salvaguardas claras en 
materia de protección de datos sensibles 
y confidencialidad comercial, así como 
reglas de uso de la información que evi-
ten su empleo automático como insumo 
principal en procedimientos sancionadores 
iniciados exclusivamente a partir de la di-
vulgación voluntaria (CEMDES, 2026; MAE, 
2025). En coherencia con la función de la 
STIM como filtro técnico y nodo de gestión 
delegada, la información remitida por las 
empresas será objeto de procesos de ano-
nimización, agregación y validación técni-
ca antes de su transferencia a las autori-
dades con potestades de control, a fin de 
mantener una separación funcional entre 
las funciones de acompañamiento técnico 
y las funciones de fiscalización (MAE, 2022; 
CBD, 2022).

En la Fase 3 (2030), esta línea de acción se 
orientará a establecer un ciclo formal de 
mejora regulatoria periódica vinculado a 
la Meta 15, que permita revisar y ajustar los 
instrumentos normativos y paranormati-
vos adoptados a la luz de la evidencia acu-
mulada y de las evaluaciones de impacto 
realizadas. Este ciclo podrá incluir la elabo-
ración de informes públicos de balance re-
gulatorio sobre biodiversidad y empresa, la 
realización de consultas estructuradas con 
el sector privado, la academia y la sociedad 
civil, y la propuesta de ajustes normativos 
específicos cuando se identifiquen dispo-

siciones ineficaces, redundantes o genera-
doras de cargas innecesarias (PNUD, 2024; 
BIOFIN, 2024).

LA15. Fortalecimiento del marco de incen-
tivos legales y reconocimiento regulato-
rio. La presente línea de acción tiene por 
finalidad fortalecer el marco de incentivos 
legales, económicos y de reconocimiento 
regulatorio aplicable a las empresas que 
adopten de manera voluntaria estándares 
avanzados de gestión, conservación  y divul-
gación de información sobre biodiversidad, 
antes de que tales estándares adquieran 
eventualmente carácter obligatorio (MAE, 
2025; CEMDES, 2026). Esta iniciativa se fun-
damenta en los principios constitucionales 
de sostenibilidad, prevención, responsabili-
dad ambiental, seguridad jurídica y corres-
ponsabilidad en la protección del patrimo-
nio natural, así como en el deber estatal de 
promover mecanismos que incentiven la 
conservación y el uso sostenible de la biodi-
versidad.

El objetivo es alinear los incentivos del sec-
tor privado con los objetivos de la Meta 
15 del Marco Global de Biodiversidad de 
Kunming-Montreal y de la Estrategia Na-
cional de Biodiversidad y Plan de Acción 
2025–2030, de modo que las organizaciones 
que se anticipen y adopten compromisos 
superiores a los mínimos legales reciban un 
reconocimiento institucional proporcional, 
sin menoscabar las potestades de regula-
ción, control y sanción de las autoridades 
competentes ni de los derechos de la natu-
raleza reconocidos en la Constitución.

En una primera etapa, durante la Fase 1 
(2026–2027), se realizará un análisis jurídico 
comparado y un mapeo de las facultades 
existentes en el ordenamiento ecuatoriano 
para introducir incentivos regulatorios de 
naturaleza no tributaria, en ámbitos como la 
gestión de licencias ambientales, la progra-
mación de inspecciones y la tramitación de 
autorizaciones sectoriales vinculadas a pro-
yectos con componentes de conservación y 
restauración de la biodiversidad (MAE, 2022; 
BIOFIN, 2024). Este análisis permitirá iden-
tificar qué tipos de beneficios pueden es-
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tablecerse mediante actos administrativos 
de alcance general —acuerdos ministeriales 
o resoluciones de la Superintendencia de 
Compañías— y cuáles requerirían reformas 
normativas de mayor jerarquía (MAE, 2025; 
PNUD, 2024).

Sobre esta base, en la Fase 2 (2028–2029) se 
evaluará la viabilidad de introducir mecanis-
mos como: 

(i) procedimientos simplificados o reno-
vaciones expeditas de licencias y autori-
zaciones ambientales para empresas que 
acrediten el cumplimiento sostenido de 
estándares avanzados de biodiversidad 
reconocidos por la autoridad competen-
te; 

(ii) reducción proporcional de la frecuen-
cia de inspecciones rutinarias, sustitu-
yéndolas parcialmente por esquemas 
de verificación documental y auditorías 
externas voluntarias; y 

(iii) canales preferentes para la evaluación 
de proyectos de inversión que incorporen 
componentes robustos de conservación, 
restauración o uso sostenible de la biodi-
versidad en territorios prioritarios (MAE, 
2025; BIOFIN, 2024). 

En todos los casos, la concesión de estos 
incentivos deberá condicionarse al manteni-
miento de un desempeño ambiental verifi-
cable y a la ausencia de infracciones graves 
o reiteradas.

El diseño jurídico detallado de estos instru-
mentos se desarrollará en estrecha coor-
dinación con las áreas legales del MAE, la 
Superintendencia de Compañías, Valores y 
Seguros, las autoridades financieras com-
petentes y demás entidades involucradas, 
garantizando su compatibilidad con el Có-
digo Orgánico del Ambiente, la Ley de Com-
pañías, la normativa financiera aplicable y 
los principios constitucionales de igualdad, 
transparencia, objetividad y seguridad jurí-
dica  (MAE, 2022; BCE, 2022). Asimismo, se 
promoverá que los criterios para acceder a 
los incentivos sean transparentes, verifica-

bles y objetivamente mensurables, evitando 
discrecionalidades excesivas y garantizando 
que el reconocimiento regulatorio se base 
en evidencias sólidas de buena gestión de la 
biodiversidad y de divulgación responsable 
de información (CBD, 2022).

En la Fase 3 (2030), y a partir de la evalua-
ción de los resultados obtenidos, se podrá 
considerar la institucionalización  de un 
régimen permanente de incentivos legales 
vinculado a la Meta 15, incorporando, cuan-
do corresponda, reformas normativas, regla-
mentarias o de política pública que forta-
lezcan la integración de la biodiversidad en 
la gestión empresarial y financiera del país  
(MAE, 2025; PNUD, 2024).

La eventual consolidación de este régimen 
deberá respetar los principios de progresivi-
dad, no regresión ambiental, seguridad jurí-
dica, participación y sostenibilidad, contribu-
yendo al cumplimiento de los compromisos 
nacionales e internacionales asumidos por 
el Ecuador en materia de biodiversidad y 
desarrollo sostenible.

3.5 Eje 5: Financiamiento e incentivos 
para la transición empresarial

Este eje aborda la brecha financiera iden-
tificada en el diagnóstico, proponiendo un 
conjunto de instrumentos que combinen 
fomento e incentivos para viabilizar econó-
micamente la transición hacia la Meta 15, 
reconociendo las restricciones de liquidez 
y endeudamiento que enfrentan las em-
presas ecuatorianas y el contexto de déficit 
fiscal del Estado (BCE, 2022; BIOFIN, 2024). 
Su finalidad es movilizar recursos públicos, 
privados e internacionales hacia inversiones 
en evaluación, monitoreo, restauración y 
mejora del desempeño en biodiversidad, al 
tiempo que se crean señales claras de mer-
cado a favor de las empresas que se adelan-
ten en la adopción de estándares avanzados 
de gestión y divulgación (CBD, 2022; MAE, 
2025).

LA16. Instrumentos financieros verdes 
para evaluación, monitoreo, restauración 
y mejora del desempeño en biodiversidad. 
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Diseñar y pilotar productos financieros ver-
des —como líneas de crédito concesional, 
bonos verdes temáticos y fondos de garan-
tía— específicamente dirigidos a financiar 
inversiones empresariales en evaluación 
de impactos, sistemas de monitoreo de 
biodiversidad, programas de restauración 
ecosistémica, reconversión productiva 
hacia prácticas compatibles con la con-
servación y certificaciones de desempeño 
en biodiversidad. Estos instrumentos se 
articularán con la banca de desarrollo na-
cional —en particular el Banco de Desarro-
llo del Ecuador y la CFN— y con iniciativas 
regionales de financiamiento climático y 
de biodiversidad, priorizando proyectos 
con alto impacto ecosistémico y potencial 
demostrativo.

Para resolver la circularidad identificada 
en el diagnóstico, donde las empresas 
no pueden acceder a financiamiento por 
carecer de métricas verificables y no pue-
den generarlas por falta de recursos, se 
implementará un modelo de co-inversión 
proporcional en la fase de generación de 
datos y evaluación inicial:

•	 Responsabilidad empresarial (50-70%): 
La empresa asume la mayor parte del 
costo operativo de la evaluación y ge-
neración de métricas, cumpliendo su 
responsabilidad primaria de evaluar 
sus impactos bajo la Meta 15.

•	 Apoyo técnico estatal (20-30%): El Es-
tado (vía MAE/INABIO) aporta recursos 
no reembolsables en especie: acceso 
a conocimiento científico, infraestruc-
tura de procesamiento de imágenes 
satelitales, validación de protocolos y 
acceso a la BNDB/SIBEcuador. A cam-
bio, recibe datos estandarizados de alto 
valor científico para el sistema nacio-
nal.

•	 Cooperación internacional (10-20%): La 
cooperación internacional financia la 
validación y replicabilidad de los proto-
colos sectoriales, asegurando que los 
costos de estandarización no recaigan 
exclusivamente en las empresas.

Diversificación de mecanismos para re-
gímenes especiales: A través de las mesas 
técnicas sectoriales del BAG y en coordi-
nación con el Ministerio de Economía y 
Finanzas (MEF), se trabajará en el diseño 
de instrumentos específicos para sectores 
sujetos a regímenes tributarios especiales 
—como el Impuesto Único al Banano— 
que no se benefician de la deducción de 
gastos de renta convencional. Se prioriza-
rán mecanismos como créditos fiscales 
transferibles, tasas preferenciales de finan-
ciamiento verde o sellos de sostenibilidad 
con beneficios en mercados, garantizando 
que la transición hacia la Meta 15 no ge-
nere desventajas competitivas sectoriales 
(BIOFIN, 2024; BCE, 2022; PNUD, 2024).

LA17. Fondos concursables y esquemas 
de cofinanciamiento para la transición 
empresarial hacia la Meta 15. Establecer 
fondos concursables dirigidos a empresas 
que demuestren un compromiso verifica-
ble con la adopción de estándares de re-
porte —como GRI 101, TNFD— y con la im-
plementación de programas de gestión y 
restauración de biodiversidad. Estos fondos 
operarán mediante convocatorias anua-
les con criterios técnicos transparentes, 
priorizando sectores de alta presión eco-
sistémica, empresas ancla con capacidad 
de tracción sobre cadenas de suministro y 
proyectos con co-beneficios sociales verifi-
cables para actores territoriales.

El cofinanciamiento empresarial será un 
requisito mínimo, establecido entre el 30% 
y el 50% del costo total del proyecto, dise-
ñado bajo los siguientes principios:

•	 Apropiación y sostenibilidad: La con-
tribución empresarial garantiza el 
compromiso de la organización con 
los resultados del proyecto y asegura 
su continuidad más allá del período de 
financiamiento externo.

•	 Apalancamiento de recursos: El aporte 
público e internacional multiplica el 
impacto de cada dólar invertido, per-
mitiendo financiar proyectos de mayor 
escala y complejidad técnica.
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•	 Articulación con la LA16: Este esque-
ma se complementa con el modelo de 
co-inversión de la LA16, donde el Estado 
aporta recursos en especie (técnicos, 
datos, validación) para reducir la carga 
financiera directa sobre la empresa en la 
fase de generación de métricas.

La gestión de estos fondos se realizará de 
manera transparente y competitiva, con la 
participación de representantes del sector 
privado, la academia y el Estado en los co-
mités de evaluación, asegurando que los 
proyectos seleccionados generen impactos 
medibles en la biodiversidad y sirvan como 
casos demostrativos para el escalamiento 
sectorial. Se fomentará especialmente la 
participación de MIPYMES y empresas de 
sectores emergentes, mediante mecanis-
mos de asistencia técnica previa a la pos-
tulación, para reducir las asimetrías de in-
formación y capacidad de gestión (BIOFIN, 
2024; PNUD, 2024).

LA18. Incentivos económicos y fiscales 
para la adopción de estándares GRI 101, 
TNFD y SBTN. Diseñar y proponer un pa-
quete de incentivos económicos y fiscales 
que reduzcan los costos de adopción de 
estándares avanzados de reporte y gestión 
de la biodiversidad —en particular GRI 101 
Biodiversidad, TNFD y SBTN— por parte de 
grandes empresas e instituciones financie-
ras, en coherencia con la Meta 15 y con las 
restricciones fiscales del país. Estos incen-
tivos buscarán acelerar la incorporación de 
la biodiversidad en la gestión de riesgos y 
en la divulgación corporativa, priorizando a 
los actores con mayor huella e influencia en 
cadenas de valor intensivas en naturaleza.

Durante la Fase 1 (2026–2027) se realizará 
un análisis técnico-fiscal, en coordinación 
con el Ministerio de Economía y Finanzas y 
la Administración Tributaria, para identificar 
qué tipos de beneficios son viables dentro 
del marco tributario vigente y cuáles reque-
rirían reformas legales específicas. El análisis 
reconocerá de forma explícita que algunos 
sectores operan bajo regímenes tributarios 
especiales —como el Impuesto Único al 
Banano— que no permiten aplicar deduc-

ciones de renta convencionales. Para estos 
casos, el análisis evaluará mecanismos alter-
nativos como créditos fiscales transferibles, 
beneficios arancelarios o acceso preferen-
cial a sellos de sostenibilidad con ventajas 
en mercados, en coordinación con el MEF, 
garantizando que ningún sector quede en 
desventaja por la estructura de su régimen 
tributario (BCE, 2022; BIOFIN, 2024).

Sobre esta base, se evaluará la factibilidad 
de medidas tales como:

•	 Deducciones aceleradas del impuesto a 
la renta para inversiones en evaluación, 
monitoreo, sistemas de datos y forta-
lecimiento de capacidades internas en 
biodiversidad.

•	 Exenciones o tarifas reducidas de IVA 
para servicios técnicos especializados 
vinculados a biodiversidad, cuando sean 
prestados por el INABIO, universidades 
acreditadas o consultores certificados.

•	 Criterios de reconocimiento preferencial 
en procesos de contratación pública 
para empresas que demuestren desem-
peño destacado en biodiversidad, verifi-
cado externamente.

La formulación detallada de estas propues-
tas se articulará con las líneas de acción 
regulatorias del Eje 4 (especialmente la LA12 
y LA15), a fin de asegurar coherencia entre 
los estímulos económicos y los mecanismos 
de trato preferencial no tributario. El obje-
tivo es crear un sistema de incentivos que 
recompense la anticipación y el liderazgo, 
reduciendo la brecha de costos entre las 
empresas que adoptan tempranamente los 
estándares y aquellas que esperan a la obli-
gatoriedad regulatoria (BCE, 2022; BIOFIN, 
2024; MAE, 2025).

LA19. Esquemas de reconocimiento y certi-
ficación para empresas líderes en gestión 
de biodiversidad. Diseñar e implementar 
un esquema nacional de reconocimiento 
público y certificación voluntaria para em-
presas que demuestren un desempeño so-
bresaliente en la gestión de la biodiversidad 
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y en la divulgación de información asociada, 
verificado mediante mecanismos de eva-
luación independientes. Este esquema se 
concibe como un instrumento de incentivo 
reputacional y de señalización al mercado, 
diseñado específicamente para prevenir 
declaraciones ambientales engañosas que 
distorsionen los objetivos del Marco Global 
de Biodiversidad y erosionen la confianza de 
los inversores y consumidores (Plants, Peo-
ple, Planet, 2025).

El sistema de reconocimiento se estructura-
rá en niveles —bronce, plata y oro— defini-
dos en función de criterios verificables tales 
como:

•	 Grado de adopción e integración de 
marcos como GRI 101 Biodiversidad, 
TNFD y SBTN en la gestión corporativa.

•	 Calidad y consistencia de los sistemas de 
monitoreo de biodiversidad implemen-
tados y la periodicidad de los reportes.

•	 Efectividad documentada de las medi-
das de prevención, mitigación, restau-
ración y compensación aplicadas en 
territorio.

•	 Nivel de transparencia y completitud de 
la información divulgada de manera pe-
riódica y accesible.

Garantías contra declaraciones ambienta-
les engañosas: Para asegurar la integridad 
del esquema, se establecerán los siguientes 
mecanismos de control:

•	 Verificación externa obligatoria: La 
obtención de cualquier nivel de certifi-
cación requerirá una auditoría realizada 
por terceros independientes acredi-
tados, evitando la autodeclaración no 
verificada (Foresight CAC, 2025). La veri-
ficación seguirá principios establecidos 
en la literatura científica reciente, que 
advierte que el 90% de las grandes cor-
poraciones involucradas en restauración 
no reportan un solo resultado ecológico 
(Lamont et al., 2023), y que la falta de 
datos y transparencia deja a los inverso-

res sin capacidad de evaluar el impacto 
real en biodiversidad (Bartholomew et 
al., 2026).

•	 Evidencia empírica: Las empresas debe-
rán presentar evidencia de sus impactos 
y dependencias, no solo declaraciones 
de intención o políticas internas.

•	 Revisión periódica: Las certificaciones 
tendrán vigencia limitada y estarán suje-
tas a revisiones periódicas para asegurar 
que el desempeño se mantenga o me-
jore.

Las empresas certificadas bajo este esque-
ma podrán acceder a beneficios no nece-
sariamente de naturaleza tributaria, entre 
ellos: reconocimiento público a través de 
listados oficiales y sellos de certificación; 
consideración preferente en procesos de 
contratación pública en los que se incor-
poren criterios de sostenibilidad; y acceso 
prioritario o condiciones mejoradas en ins-
trumentos financieros verdes o líneas de 
crédito asociadas a biodiversidad promovi-
das por la banca pública y la cooperación 
internacional. El diseño jurídico-institucional 
del esquema se desarrollará durante la Fase 
1 (2026–2027) y su implementación piloto 
se prevé para la Fase 2 (2028–2029), con 
una evaluación integral en la Fase 3 (2030) 
para decidir sobre su continuidad, ajuste o 
integración en un régimen permanente de 
incentivos y reconocimiento vinculado a la 
Meta 15 (MAE, 2025; CEMDES, 2026; BIOFIN, 
2024). 
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4. Fases de Implementación 
2026–2030

La implementación del Plan se organiza 
en tres fases sucesivas que siguen una se-
cuencia lógica: primero se construyen la 
gobernanza, las capacidades y la infraes-
tructura habilitante; luego se escalan los 
instrumentos financieros y regulatorios; y 
finalmente se consolidan las bases técni-
cas, jurídicas e institucionales para inte-
grar la biodiversidad en la gestión empre-
sarial de forma estable (MAE, 2025; CBD, 
2022). La asignación de líneas de acción a 
cada fase se fundamenta en cuatro crite-
rios: 

i) urgencia ecosistémica, entendida 
como la presión sobre ecosistemas crí-
ticos; 

ii) viabilidad operativa, en términos de 
disponibilidad de recursos y capacida-
des; 

iii) impacto transformador, asociado al 
potencial de generar cambios sistémi-
cos; y 

iv) sinergia con políticas existentes, 
particularmente la ENBPA 2025–2030, 
los planes sectoriales y los compro-
misos internacionales del país (MAE, 
2025; BIOFIN, 2024).

4.1 Fase 1: Habilitación crítica (2026–
2027)
Objetivo de la fase

Construir la infraestructura de gobernan-
za, las capacidades técnicas y los sistemas 
de información mínimos necesarios para 
que las empresas puedan iniciar procesos 
sistemáticos de evaluación, monitoreo 
y reporte de biodiversidad, y para que el 
Estado cuente con los instrumentos insti-
tucionales que permitan acompañar esa 
transición (MAE, 2022; PNUD, 2024). Esta 
fase es también el momento para estable-
cer la línea base de los indicadores IC 15.1, 
ICO 15.1, ICOM 15.1 y de capacidades profe-
sionales, sin la cual las metas cuantitativas 
de 2030 carecerían de sustento técnico 
verificable (GBF Indicators, 2024).
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Líneas de acción prioritarias

•	 LA01. Fortalecimiento del BAG y constitu-
ción de mesas sectoriales piloto (Eje 1)

•	 LA02. Integración de criterios de biodiver-
sidad en cadenas de suministro: inicio del 
diseño de mecanismos (Eje 1)

•	 LA03. Planificación de acuerdos de gestión 
con actores territoriales: mapeo de territo-
rios y diseño del modelo base (Eje 1)

•	 LA04. Guías metodológicas sectoriales: 
desarrollo y validación mediante pilotos en 
tres sectores (Eje 2)

•	 LA05. Constitución y puesta en marcha de 
la Secretaría Técnica (STIM) como instancia 
de soporte externo y articulación (Eje 2)

•	 LA06. Fortalecimiento de la BNDB y módu-
los empresariales de SIBEcuador (Eje 2)

•	 LA07. Integración protegida de datos em-
presariales en sistemas nacionales y esta-
dísticas anonimizadas del INEC (Eje 2)

•	 LA08. Protocolos nacionales de monitoreo 
por ecosistema y cadena de valor: primeros 
dos protocolos piloto (Eje 2)

•	 LA10. Programas de formación especia-
lizada para equipos técnicos, gerencias y 
directorios: primera cohorte (Eje 3)

•	 LA11. Redes de práctica empresarial: diseño 
metodológico y selección de sectores pilo-
to (Eje 3)

•	 LA12. Hoja de ruta regulatoria progresiva 
para la Meta 15: diseño conceptual y linea-
mientos iniciales, incluyendo el Régimen 
de Protección Jurídica (Eje 4)

•	 LA13. Armonización regulatoria con marcos 
internacionales de divulgación: mapeo de 
correspondencias y vacíos (Eje 4)

Tabla 1. Matriz Estratégica de la Fase 1: Habilitación Crítica y Sentado de Bases (2026–2027)

Bloqueo Debe ejecutarse 
primero

Acciones bloqueadas si no se 
cumple Justificación

Candado Legal
LA12 — Régimen de 
protección jurídica 
(“buena fe”)

Todas las que involucren reporte de 
datos (LA04, LA06, LA07, LA13)

Sin protección contra el uso sancionatorio 
de los datos, las empresas no divulgarán 
información por riesgo de autoacusación.

Candado de 
Confianza

LA05 — Constitución de 
la STIM

LA06 y LA07 (Integración de datos 
en BNDB/SIBEcuador)

Las empresas requieren un intermediario 
neutral que anonimice y valide los datos 
antes de que lleguen al MAE. Sin la STIM, 
los sistemas de datos quedarán vacíos.

Candado 
Metodológico

LA04 (Guías) y LA08 
(Protocolos)

LA06 (Sistemas de datos) y LA10 
(Formación)

No se puede enseñar ni solicitar datos 
estandarizados si no se ha definido cómo 
medirlos. Sin guías, los datos no son 
comparables ni agregables.

Candado de 
Capacidad

LA10 (Formación) y LA11 
(Redes de práctica)

LA04 (Implementación de guías) y 
LA16–LA19 (Instrumentos financieros)

Sin profesionales capacitados, las 
herramientas quedan en manos de 
consultores externos costosos, limitando la 
adopción masiva.

Nota sobre la viabilidad jurídica del Candado Legal. El Régimen de Transición y Protección Jurídica pro-
puesto en LA12 no requiere una reforma legislativa ante la Asamblea Nacional. Puede instrumentarse 
mediante Acuerdo Ministerial, con fundamento en las competencias del MAE establecidas en los artícu-
los 18 y 19 del Código Orgánico del Ambiente (COA, 2017). Esta vía reduce el plazo de implementación a 
entre 12 y 18 meses desde el inicio del proceso de elaboración normativa —considerando consulta públi-
ca y publicación en el Registro Oficial—, lo que lo hace políticamente viable dentro del período presiden-
cial 2025–2029, sin depender de la Asamblea Nacional ni del gobierno entrante (COA, 2017; MAE, 2022; 
CEMDES, 2026).

Nota operativa: Las acciones identificadas como “Candado” (LA05, LA12, LA04, LA08, LA10) deben iniciar-
se de forma paralela en 2026, no secuencial. Su ejecución simultánea es condición necesaria para que la 
Fase 2 (2028–2029) pueda desplegarse sin interrupciones.
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Dependencias críticas de implementación

La secuencia de ejecución en esta fase no es 
arbitraria. Existen dependencias lógicas es-
trictas entre líneas de acción que funcionan 
como “candados”: si no se activan primero, las 
acciones subsiguientes pierden viabilidad o 
efectividad. Estas dependencias justifican la 
priorización reflejada en la Matriz de Trazabili-
dad (Anexo 1):

Resultados esperados al cierre de la Fase 
1 (2027)

•	 BAG operativo con al menos cuatro sesio-
nes anuales y secretaría técnica permanen-
te; al menos una mesa sectorial piloto ac-
tiva —por ejemplo, banano, palmicultura o 
minería—, orientada a validar la pertinencia 
de los instrumentos según el régimen tri-
butario de cada sector (MAE, 2022; PNUD, 
2024).

•	 Régimen de Transición y Protección Jurídi-
ca aprobado mediante Acuerdo Ministerial 
fundamentado en los artículos 18 y 19 del 
COA, garantizando que el reporte volunta-
rio no constituya autoacusación ni prueba 
en procesos sancionatorios. La selección de 
esta vía normativa —en lugar de la reforma 
legislativa— responde a su mayor agilidad 
procedimental y a su plena viabilidad den-
tro del período presidencial vigente (COA, 
2017; MAE, 2025; CEMDES, 2026).

•	 Línea base oficial establecida sobre el nú-
mero de empresas que divulgan informa-
ción, registrada como variable estadística 
anonimizada en el INEC. La integración de 
este registro queda supeditada a la vigen-
cia del Régimen de Transición (MAE, 2022).

•	 Al menos tres guías metodológicas sec-
toriales validadas mediante pilotos, incor-
porando métricas adaptadas a la realidad 
operativa local (CEMDES, 2026).

•	 STIM constituida y operativa bajo figura de 
gestión delegada, funcionando como filtro 
técnico con protocolos de confidencialidad 
y procedimientos de procesamiento de 
datos aprobados para proteger la informa-

ción primaria de las empresas (MAE, 2025; 
CEMDES, 2026).

•	 BNDB y SIBEcuador adaptados para re-
cibir datos empresariales, con protocolos 
de seguridad que aseguren que solo infor-
mación agregada y procesada por la STIM 
sea accesible para fines de política pública 
(INABIO, 2018; INABIO, 2025).

•	 Al menos dos protocolos de monitoreo 
piloto estandarizados —por ejemplo, eco-
sistemas costeros y bosques húmedos 
tropicales— alineados con marcos interna-
cionales de reporte (MAE, 2022).

•	 Diagnóstico de brechas de capacidades 
profesionales completado y primera cohor-
te de formación ejecutada para equipos 
técnicos y gerenciales (PNUD, 2024).

•	 Mapeo de territorios prioritarios para acuer-
dos de gestión con actores territoriales 
completado en al menos tres zonas piloto, 
con identificación de los actores empresa-
riales con mayor huella ecosistémica y bajo 
un enfoque de respeto a los derechos de la 
naturaleza (MAE, 2015; PNUD, 2024).

•	 Diseño final de la hoja de ruta regulatoria y 
del esquema de armonización con marcos 
internacionales (GRI 101/TNFD), aseguran-
do la coherencia con el contexto jurídico 
ecuatoriano y la participación del sector 
privado a través del BAG (MAE, 2025; CEM-
DES, 2026).

•	 Informe técnico-jurídico preliminar so-
bre las vías normativas disponibles en 
Ecuador para implementar la Meta 15 
empresarial —Acuerdo Ministerial, De-
creto Ejecutivo o reforma al COA—, con 
análisis comparado de plazos, requisitos 
de consulta pública y riesgos legales de 
cada opción, elaborado como insumo 
anticipado para el gobierno que asuma 
en mayo de 2029 (COA, 2017; MAE, 2025; 
CEMDES, 2026).

Nota de continuidad. Las guías metodológicas 
y los protocolos desarrollados en esta Fase 1 
son versiones piloto que servirán de base para 
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su validación, ajuste y escalamiento en la Fase 
2 (2028–2029), donde se incorporarán las lec-
ciones aprendidas de los primeros usuarios y 
se expandirán a nuevos subsectores identifica-
dos en la línea base.

4.2 Fase 2: Escalamiento estratégico 
(2028–2029)
Objetivo de la fase

Escalar los instrumentos financieros, de 
conocimiento y de gobernanza; desplegar 
los mecanismos de incentivos económi-
cos; y avanzar en la construcción del marco 
regulatorio progresivo, aprovechando las 
capacidades, los datos y las experiencias 
generadas durante la Fase 1 (BIOFIN, 2024; 
PNUD, 2024). En esta fase se fijan las metas 
cuantitativas definitivas para 2030 a partir 
de la línea base establecida en 2027, y se 
consolidan los primeros instrumentos de 
política que permiten que la Meta 15 tenga 
efectos visibles en las decisiones empresa-
riales (MAE, 2025).

Líneas de acción prioritarias

•	 LA01 — BAG y mesas sectoriales: consolida-
ción con al menos tres mesas permanen-
tes activas (Eje 1)

•	 LA02 — Integración de criterios de biodi-
versidad en cadenas de suministro: imple-
mentación en sectores piloto (Eje 1)

•	 LA03 — Acuerdos de gestión con actores 
territoriales: diseño detallado para territo-
rios prioritarios (Eje 1)

•	 LA04 — Guías metodológicas sectoriales: 
actualización y escalamiento de las versio-
nes piloto de la Fase 1 a nuevos subsectores 
identificados en la línea base (Eje 2)

•	 LA08 — Protocolos nacionales de moni-
toreo: actualización y escalamiento de los 
protocolos piloto de la Fase 1 a nuevos eco-
sistemas y cadenas de valor (Eje 2)

•	 LA09 — Herramientas digitales y SIG para 
evaluación de riesgos ecosistémicos (Eje 2)

•	 LA10 — Programas de formación: expan-
sión a todos los sectores prioritarios y al 
nivel de directorios (Eje 3)

•	 LA11 — Redes de práctica empresarial: con-
solidación en al menos cuatro sectores (Eje 
3)

•	 LA12 — Hoja de ruta regulatoria: elabora-
ción del borrador técnico-jurídico y primera 
ronda de consultas (Eje 4)

•	 LA13 — Armonización regulatoria con 
CSRD, EUDR, IFRS S3, GRI 101 y TNFD: pro-
puesta técnica elaborada (Eje 4)

•	 LA14 — Mecanismos de seguimiento, verifi-
cación y mejora regulatoria: diseño detalla-
do y pruebas piloto (Eje 4)

•	 LA15 — Fortalecimiento del marco de in-
centivos legales y reconocimiento regula-
torio: definición de opciones y pilotos (Eje 
4)

•	 LA16 — Instrumentos financieros verdes: 
pilotaje de línea de crédito concesional y 
fondo de garantía (Eje 5)

•	 LA17 — Fondos concursables y esquemas 
de cofinanciamiento: primera convocatoria 
ejecutada (Eje 5)

•	 LA18 — Incentivos económicos y fiscales, 
incluyendo mecanismos ad hoc para sec-
tores con regímenes tributarios especiales: 
formulación y gestión para aprobación del 
paquete de incentivos (Eje 5)

•	 LA19 — Esquemas de reconocimiento y 
certificación: diseño e inicio del sistema 
nacional piloto (Eje 5)

Resultados esperados al cierre de la Fase 
2 (2029)

•	 Al menos tres mesas sectoriales perma-
nentes activas —agroindustria, palmicultu-
ra y minería— con planes de trabajo anua-
les (MAE, 2022; PNUD, 2024).
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•	 Metas cuantitativas de los resultados R1, R2, 
R3 y R5 fijadas oficialmente por la instancia 
interinstitucional correspondiente, sobre la 
base de la línea base de 2027 (GBF Indica-
tors, 2024; MAE, 2025).

•	 Al menos dos instrumentos financieros 
verdes operativos —por ejemplo, una línea 
de crédito concesional y un fondo de ga-
rantía— (BIOFIN, 2024; BCE, 2022).

•	 Primera convocatoria del fondo concursa-
ble ejecutada con al menos diez proyectos 
cofinanciados en sectores de alta presión 
ecosistémica (BIOFIN, 2024; PNUD, 2024).

•	 Propuesta de paquete de incentivos eco-
nómicos y fiscales formulada y en proceso 
de revisión por el Ministerio de Economía 
y Finanzas y la Administración Tributaria, 
incluyendo mecanismos alternativos para 
sectores sujetos al Impuesto Único al Bana-
no u otros regímenes tributarios especiales 
que no se benefician de deducciones de 
renta convencionales (BCE, 2022; MAE, 
2025).

•	 Sistema nacional de reconocimiento y cer-
tificación diseñado y lanzado en fase piloto, 
con al menos cinco empresas certificadas 
en un nivel inicial (MAE, 2025; CEMDES, 
2026).

•	 Plataforma digital de evaluación de riesgos 
ecosistémicos disponible para al menos 
cuatro sectores (MAE, 2022).

•	 Redes de práctica activas en al menos cua-
tro sectores, con producción documenta-
da de casos de estudio y guías operativas 
(PNUD, 2024).

•	 Guías metodológicas y protocolos de moni-
toreo piloto de la Fase 1 actualizados y esca-
lados a nuevos subsectores y ecosistemas 
identificados en la línea base (CEMDES, 
2026).

•	 Borrador de la hoja de ruta regulatoria y 
propuesta de armonización con marcos 
internacionales socializados con el sector 
privado, la academia y la sociedad civil, y 

listos para su ajuste final (MAE, 2025; CEM-
DES, 2026).

•	 Diseño detallado del sistema de segui-
miento, verificación y mejora regulatoria 
elaborado, con pilotos que validen su viabi-
lidad técnica y operativa (MAE, 2025; CBD, 
2022).

4.3 Fase 3: Preparación para la 
consolidación normativa (2030/32)
Objetivo de la fase

Generar los insumos técnicos, jurídicos, fi-
nancieros e institucionales necesarios para 
que el gobierno que asuma en mayo de 2029 
cuente con una hoja de ruta regulatoria y un 
conjunto de instrumentos de apoyo validados, 
socialmente legitimados y jurídicamente sóli-
dos, que le permitan decidir —si así lo estima 
conveniente— sobre la adopción de requisitos 
formales de divulgación empresarial de biodi-
versidad (MAE, 2025; CEMDES, 2026). Esta fase 
no presupone una decisión regulatoria espe-
cífica del gobierno entrante ni compromete 
plazos normativos obligatorios, sino que busca 
construir las condiciones para que dicha de-
cisión sea posible, informada y técnicamente 
sustentada, en aplicación de los principios de 
prevención, precaución, sostenibilidad, respon-
sabilidad ambiental y mejora continua de la 
gestión ambiental reconocidos en la Consti-
tución y en el Código Orgánico del Ambiente 
(Constitución, arts. 395 y 396). El objetivo es 
evitar una regulación prematura que pueda 
inhibir la divulgación honesta de información 
y generar resistencias estructurales en los sec-
tores productivos, afectando la eficacia de la 
Meta 15 (CBD, 2022; BIOFIN, 2024).

La notación 2030/32 empleada en el título de 
esta fase refleja una distinción técnico-jurídica 
precisa. El año 2030 corresponde al plazo en el 
que Ecuador debe demostrar ante el CDB el 
avance en la adopción de medidas habilitantes 
para la Meta 15 —incluyendo la línea base de los 
indicadores IC 15.1, ICO 15.1 e ICOM 15.1 y los ins-
trumentos de fomento construidos durante las 
Fases 1 y 2—, lo cual este Plan contribuye a cons-
truir sistemáticamente (CBD, 2022; GBF Indica-
tors, 2024). El año 2032 representa el horizonte 
indicativo para la eventual entrada en vigor de 
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requisitos formales de divulgación empresarial, 
condicionada a que el gobierno entrante en 
2029 decida avanzar en esa dirección. Esta esti-
mación se sustenta en tres consideraciones:

En primer lugar, cualquier obligación de repor-
te empresarial de biodiversidad en Ecuador re-
queriría, la adopción de instrumentos jurídicos 
válidos dentro del marco competencial esta-
blecido por la Constitución, el Código Orgánico 
del Ambiente y el Código Orgánico Adminis-
trativo, por lo cual, podría analizarse al menos 
una de las siguientes vías: (a) una reforma al 
Código Orgánico del Ambiente —que requiere 
aprobación de la Asamblea Nacional—; (b) un 
Decreto Ejecutivo de reforma al Reglamento 
General al COA; o (c) un Acuerdo Ministerial 
fundamentado en las competencias del MAE 
establecidas en los artículos 18 y 19 del COA. La 
vía más ágil —el Acuerdo Ministerial— deman-
da entre 18 y 36 meses desde el inicio del pro-
ceso, considerando la elaboración técnica, la 
consulta pública y la publicación en el Registro 
Oficial (COA, 2017; MAE, 2022). Si el gobierno 
entrante inicia este proceso en 2029, la entrada 
en vigor efectiva no sería anterior a 2031–2032.

En segundo lugar, la Decisión 15/6 de la COP15 
reconoce la necesidad de que los Estados im-
plementen las metas globales considerando 
sus capacidades institucionales, prioridades 
nacionales y circunstancias socioeconómicas  
—categoría en la que Ecuador está clasifica-
do— podrán adaptar los plazos de implemen-
tación del GBF a sus circunstancias nacionales, 
capacidades institucionales y condiciones 
socioeconómicas, sin que ello constituya in-
cumplimiento de los compromisos adquiridos 
ante el CDB (CBD, 2022; PNUD, 2024). Esta fle-
xibilidad es la base jurídica internacional que 
respalda la ventana 2030/32.

En tercer lugar, de conformidad con el prin-
cipio de continuidad institucional de la admi-
nistración pública, los instrumentos jurídicos 
válidamente emitidos por una administración 
mantienen su vigencia mientras no sean re-
formados o derogados conforme a derecho; 
sin embargo, la definición de nuevas políticas 
públicas, prioridades regulatorias y agendas 
normativas corresponde a las autoridades 
democráticamente electas en cada perío-

do gubernamental, dentro del marco de sus 
competencias constitucionales y legales, por 
lo cual,  el gobierno que asuma en mayo de 
2029 no estará jurídicamente vinculado por los 
compromisos regulatorios del gobierno actual, 
salvo aquellos que hayan sido formalizados 
mediante ley o decreto ejecutivo publicado en 
el Registro Oficial. Por ello, una hoja de ruta re-
gulatoria elaborada por el BAG y el MAE tiene 
valor de insumo técnico de alta calidad, pero 
no de obligación legal para la administración 
entrante (COA, 2017; CEMDES, 2026). Por esta 
razón, el presente Plan diseña deliberadamen-
te la Fase 3 como una fase de preparación y no 
de implementación normativa, protegiendo 
así al sector privado de expectativas regulato-
rias prematuras y al Plan mismo de compromi-
sos que exceden su mandato técnico.

Líneas de acción prioritarias

•	 LA03 — Acuerdos de gestión con actores 
territoriales: formalización en territorios 
donde las condiciones institucionales y de 
confianza entre actores lo permitan (Eje 1)

•	 LA07 — Integración protegida de datos 
empresariales en sistemas nacionales y 
estadísticas anonimizadas del INEC (Eje 2)

•	 LA11 — Redes de práctica empresarial: con-
solidación y documentación de lecciones 
aprendidas (Eje 3)

•	 LA12 — Hoja de ruta regulatoria: producto 
técnico finalizado, validado y presentado al 
gobierno entrante (Eje 4)

•	 LA13 — Armonización regulatoria con mar-
cos internacionales: propuesta de equiva-
lencias y convergencias formalmente ela-
borada (Eje 4)

•	 LA14 — Mecanismos de seguimiento, ve-
rificación y mejora regulatoria: sistema de 
verificación por tercera parte operativo y 
evaluado (Eje 4)

•	 LA15 — Marco de incentivos legales y reco-
nocimiento regulatorio: propuesta formal 
presentada al MAE y demás autoridades 
competentes (Eje 4)
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•	 LA16 — Instrumentos financieros verdes: 
evaluación de desempeño y ajuste de con-
diciones para su consolidación post-2030 
(Eje 5)

•	 LA17 — Fondos concursables y cofinancia-
miento: evaluación de impacto y definición 
de su continuidad (Eje 5)

•	 LA18 — Incentivos económicos y fiscales: 
evaluación de su efectividad y recomenda-
ciones de ajuste por sector (Eje 5)

•	 LA19 — Esquemas de reconocimiento y 
certificación: evaluación integral del siste-
ma y definición de su régimen permanen-
te (Eje 5)

Resultados esperados al cierre de la Fase 3 
(2030/32)

•	 Hoja de ruta regulatoria completa —co-
rrespondiente a la LA12—, validada con el 
sector privado, la academia y la sociedad 
civil, y presentada formalmente al gobierno 
entrante como insumo de política pública, 
sin comprometer su adopción ni anticipar 
su contenido normativo (CEMDES, 2026; 
MAE, 2025).

•	 Análisis jurídico del riesgo de autoacusa-
ción completado, con propuesta de meca-
nismos de protección legal para empresas 
que divulguen de buena fe información 
sobre sus impactos en biodiversidad, in-
cluyendo empresas estatales estratégicas 
(CEMDES, 2026; CBD, 2022).

•	 Informe técnico-jurídico sobre las vías 
normativas disponibles en Ecuador para 
implementar la Meta 15 empresarial —
Acuerdo Ministerial, Decreto Ejecutivo o 
reforma al COA—, con análisis comparado 
de plazos, requisitos de consulta pública y 
riesgos legales de cada opción, elaborado 
como insumo para el gobierno que asuma 
en mayo de 2029 (COA, 2017; MAE, 2025; 
CEMDES, 2026).

•	 Propuesta consolidada de armonización 
regulatoria con marcos internacionales —
CSRD, EUDR, IFRS S3, GRI 101 y TNFD— ela-

borada y disponible para su eventual uso 
en procesos de reforma normativa (GRI, 
2024; TNFD, 2023; MAE, 2025).

•	 Sistema de seguimiento, verificación y me-
jora regulatoria evaluado, con recomenda-
ciones claras sobre su ajuste y escalamien-
to (MAE, 2025; GBF Indicators, 2024).

•	 Propuesta de marco de incentivos legales 
y reconocimiento regulatorio presentada al 
MAE, a la Superintendencia de Compañías 
y a otras autoridades competentes, con es-
cenarios para su implementación gradual 
(MAE, 2022; BIOFIN, 2024).

•	 Primera estadística oficial del INEC sobre el 
número de empresas que divulgan infor-
mación de sostenibilidad vinculada a bio-
diversidad publicada, como insumo para 
la eventual calibración de obligaciones re-
gulatorias diferenciadas en el período post-
2030 (MAE, 2022; GBF Indicators, 2024).

•	 Metas cuantitativas R1, R2 y R3 evaluadas 
respecto a los valores fijados en la Fase 2, 
con informe de avance verificado por ter-
cera parte independiente y presentado al 
MAE y al BAG (CBD, 2022; PNUD, 2024).

•	 Evaluación externa de impacto del Plan 
2026–2030 completada, con análisis de 
efectividad por eje estratégico, lecciones 
aprendidas y recomendaciones para el 
período post-2030 (PNUD, 2024; CEMDES, 
2026).

•	 Al menos diez acuerdos de gestión con 
actores territoriales en proceso de forma-
lización en territorios críticos, con marcos 
jurídicos validados y mecanismos de distri-
bución de beneficios claramente definidos 
(MAE, 2015; PNUD, 2024).

•	 Instrumentos financieros verdes, fondos 
concursables, incentivos económicos y es-
quemas de reconocimiento evaluados en 
términos de su eficacia, eficiencia y perti-
nencia, con decisiones informadas sobre su 
continuidad y ajuste para el período poste-
rior a 2030 (BIOFIN, 2024; BCE, 2022). 
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5 Gobernanza

5.1 Estructura de Gobernanza y 
Articulación Estratégica

Nota preliminar: entre lo existente y lo 
propuesto

La arquitectura institucional descrita en 
esta sección combina dos tipos de ele-
mentos que deben distinguirse con clari-
dad. Por un lado, se apoya en instituciones 
públicas y espacios de coordinación que 
ya existen en el ordenamiento jurídico 
ecuatoriano. Por otro, propone la creación 
de instancias nuevas, cuya operación de-
pende de acuerdos formales aún por sus-
cribir. Es importante subrayar que, incluso 
en el caso de las instituciones existentes 
—como el MAE, INABIO o el CNPN—, la 
implementación específica de la Meta 15 

cuya operación dependerá de acuerdos, 
convenios o instrumentos formales que 
aún no han sido suscritos. Este Plan cons-
tituye, precisamente, la propuesta técnica 
para iniciar ese proceso de manera con-
junta y coordinada con el MAE (CEMDES, 
2026; MAE, 2025).

Es importante subrayar que, incluso 
en el caso de las instituciones existen-
tes —como el Ministerio del Ambiente y 
Energía (MAE), el Instituto Nacional de 
Biodiversidad (INABIO) o el Comité Na-
cional de Patrimonio Natural (CNPN)—, 
la implementación específica de la Meta 
15 en el sector empresarial no ha sido for-
malizada mediante normativa específica. 
La Estrategia Nacional de Biodiversidad 
y su Plan de Acción 2025-2030 (ENBPA), 
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establece el marco estratégico nacional, 
pero aún requiere mecanismos operati-
vos para su implementación en el ámbito 
empresarial. Esta Hoja de Ruta constituye 
una propuesta técnica orientada a facili-
tar dicho proceso mediante esquemas de 
coordinación público-privada compatibles 
con los principios de corresponsabilidad, 
coordinación institucional y participación 
establecidos en la Constitución y el Códi-
go Orgánico del Ambiente y demas nor-
mativa ambiental vigente.

Nivel 1 – Estratégico: instituciones exis-
tentes, roles por precisar

El Comité Nacional de Patrimonio Natu-
ral (CNPN) y el Ministerio del Ambiente y 
Energía (MAE) constituyen las principales 
instancias estatales vinculadas con la for-
mulación, coordinación y seguimiento de 
políticas públicas relacionadas con la bio-
diversidad. En particular, el MAE ejerce la 
rectoría del Sistema Nacional Descentrali-
zado de Gestión Ambiental y es la autori-
dad ambiental nacional competente para 
formular políticas, estrategias, regulacio-
nes e instrumentos de gestión ambiental, 
conforme a la Constitución y al Código 
Orgánico del Ambiente (MAE, 2025; Códi-
go Orgánico del Ambiente, 2022).

Sin embargo, ninguna de estas institucio-
nes cuenta actualmente con un mandato 
operativo específico para la implementa-
ción de la Meta 15 en el sector empresarial 
privado. La Estrategia Nacional de Biodi-
versidad y su Plan de Acción 2025–2030, 
establece los objetivos nacionales y los 
indicadores asociados a la Meta 15, pero 
los mecanismos concretos de articulación 
con el sector privado —incluyendo siste-
mas de reporte, protocolos de intercambio 
de información, incentivos y esquemas de 
verificación— deberán desarrollarse pro-
gresivamente mediante instrumentos ad-
ministrativos, convenios de cooperación o 
lineamientos técnicos específicos, los cua-
les pueden ser diseñados y acordados.

Este Plan propone que dicho proceso se 
construya mediante un diálogo técnico 

estructurado entre el MAE y el sector pri-
vado, liderado por CEMDES a través del 
BAG, con miras a formalizar acuerdos pro-
gresivos en el horizonte 2026–2030 (CEM-
DES, 2026; CBD, 2022).

Nivel 2 – Operativo: una instancia exis-
tente y una propuesta nueva

El Instituto Nacional de Biodiversidad 
(INABIO)  existe como entidad técnica del 
Estado, responsable de la calidad cientí-
fica y técnica especializada, encargada 
de generar, administrar y difundir infor-
mación sobre biodiversidad, así como de 
apoyar técnicamente la gestión del cono-
cimiento asociada al patrimonio natural 
del país. En este contexto, su participación 
como contraparte técnica para el forta-
lecimiento metodológico, la interopera-
bilidad de datos y la articulación con la 
Base Nacional de Datos de Biodiversidad 
(BNDB) y SIBEcuador resulta consistente 
con sus competencias institucionales  (IN-
ABIO, 2025).

La Secretaría Técnica de Implementación 
Multiactor (STIM) en cambio, constituye 
una propuesta de esta Hoja de Ruta y ac-
tualmente no existe como entidad pública 
ni privada formalmente constituida. Su 
eventual creación se contempla como una 
de las líneas de acción prioritarias (LA05) 
y requeriría la suscripción previa de los 
instrumentos jurídicos correspondientes, 
respetando los principios de legalidad, 
competencia, coordinación institucional y 
seguridad jurídica previstos en la Constitu-
ción y el Código Orgánico Administrativo. 
Su función esencial sería actuar como fil-
tro neutral entre las empresas y el Estado: 
recibiría los datos crudos de las empresas, 
realizaría la anonimización y validación 
técnica, y solo transferiría información pro-
cesada y agregada al MAE y a los sistemas 
nacionales. Esta separación funcional es 
el mecanismo diseñado para eliminar el 
riesgo de autoacusación y generar con-
fianza en el sistema de reporte voluntario. 
La STIM no puede operar sin que antes se 
haya formalizado su creación mediante 
un instrumento legal o convencional, lo 
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que constituye uno de los tres candados 
críticos del Plan (CEMDES, 2026).

Nivel 3 – Articulación empresarial: un es-
pacio en transición

El Grupo Consultivo Empresarial de 
Biodiversidad (BAG) existe actualmente 
como un espacio de diálogo y consulta 
técnica coordinado por CEMDES, confor-
mado por empresas y gremios interesa-
dos en la implementación de la Meta 15 y 
en la integración de la biodiversidad en la 
gestión empresarial. Durante 2025–2026 
el BAG participó como instancia consulti-
va en la elaboración de esta Hoja de Ruta, 
aportando insumos técnicos y validando 
propuestas de acción (CEMDES, 2026).

No obstante, el BAG no constituye actual-
mente una persona jurídica independien-
te ni posee capacidad legal para asumir 
obligaciones o compromisos vinculantes 
en representación de sus miembros. Por 
ello, cualquier acuerdo, compromiso o 
mecanismo de implementación deberá 
ser asumido directamente por las organi-
zaciones participantes o por las entidades 
que cuenten con la correspondiente ca-
pacidad jurídica.

La Hoja de Ruta propone la instituciona-
lización progresiva del BAG como espacio 
permanente de articulación estratégica 
del sector privado en materia de biodiver-
sidad, mediante mecanismos de gober-
nanza interna, reglas de funcionamiento 
y espacios regulares de coordinación con 
las autoridades ambientales competentes. 

Esta evolución del BAG —de espacio con-
sultivo ad hoc a instancia de articulación 
estratégica— es parte integral de la LA01 y 
debe activarse en la Fase 1 (2026–2027).

Las mesas sectoriales permanentes cons-
tituyen igualmente una propuesta de la 
Hoja de Ruta. Su creación permitiría abor-
dar desafíos específicos por sector econó-
mico, generar metodologías adaptadas a 
distintos contextos productivos y facilitar 
la implementación gradual de la Meta 15; 
el Plan propone crearlas como grupos de 
trabajo técnico sectoriales, con reuniones 
bimestrales, bajo la coordinación del BAG. 
Los Gobiernos Autónomos Descentraliza-
dos (GAD), universidades y fundaciones 
podrán participar en ellas únicamente 
como Socios Estratégicos Invitados, por 
decisión del BAG y en función de necesi-
dades técnicas específicas, sin derecho a 
voto en la definición de la estrategia em-
presarial (CEMDES, 2026).

5.2 Mecanismos de seguimiento y 
evaluación

El seguimiento del Plan se basa en la 
Matriz de Trazabilidad Integrada (Anexo 
1), que vincula cada línea de acción con 
indicadores verificables y resultados espe-
rados (GBF Indicators, 2024; CBD, 2022). 
El proceso de monitoreo sigue un ciclo 
anual de cuatro etapas:

1.	 Recolección de datos: la STIM con-
solida la información proveniente de 
las empresas participantes y de los 
sistemas nacionales —BNDB y SIBE-

Tabla 2. Síntesis de Gobernanza: Estado Actual y Propuestas de Institucionalización

Actor / Instancia Estado actual Lo que propone este Plan

MAE Existe; rectoría política vigente Acordar con él los mecanismos concretos de la Meta 15

CNPN Existe; instancia de decisión del Estado Que apruebe metas cuantitativas derivadas de la línea base

INABIO Existe; gestiona BNDB y SIBEcuador Que actúe como contraparte técnica validadora

BAG Existe de facto, sin personería jurídica Institucionalizarlo como espacio estratégico permanente 
(LA01)

STIM No existe Crearla mediante convenio MAE–CEMDES (LA05)

Mesas sectoriales No existen formalmente Crearlas como grupos técnicos permanentes (LA01)
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cuador—, aplicando los procesos de 
anonimización y validación antes de 
cualquier transferencia institucional 
(MAE, 2022; INABIO, 2025).

1.	 Validación técnica: INABIO verifica la 
calidad metodológica de los datos y 
su consistencia con los protocolos de 
monitoreo aprobados, emitiendo un 
dictamen técnico que acompaña el 
informe anual (INABIO, 2025).

1.	 Informe anual de avance: el BAG re-
visa el informe consolidado, identifica 
los cuellos de botella técnicos e insti-
tucionales y propone ajustes tácticos a 
las líneas de acción (MAE, 2022; PNUD, 
2024).

1.	 Rendición de cuentas: el MAE pre-
senta los resultados al CNPN y a la 
sociedad civil, incluyendo el estado de 
cumplimiento de las metas parciales y 
el avance de los indicadores naciona-
les de la Meta 15 (CBD, 2022; GBF Indi-
cators, 2024).

Indicadores clave de desempeño (KPI)

White et al. (2024) advierten que el al-
cance del monitoreo debe ser cuidado-
samente definido, ya que programas de 
seguimiento demasiado acotados pueden 
mostrar impactos positivos locales sin 
capturar efectos indirectos, impactos en 
cadenas de valor o efectos de leakage, 
generando una imagen equivocada de 
los beneficios a escala sistémica. Por esta 
razón, los cuatro KPI del BAG (IC 15.1, ICO 
15.1, ICOM 15.1 e IC-CONF) están diseñados 
para operar a nivel sectorial agregado, no 
empresa a empresa, siguiendo el principio 
de que las acciones individuales deben 
sumar a las metas sociétales del Marco de 
Kunming-Montreal (White et al., 2024).

El Plan utiliza cuatro indicadores articula-
dos con el marco nacional de monitoreo 
de la ENBPA 2025–2030:

•	 IC 15.1: número de empresas e institu-
ciones financieras que divulgan infor-

mación verificable sobre sus riesgos, 
dependencias e impactos sobre la 
biodiversidad. Se establecerá la línea 
base en 2027 y la meta cuantitativa 
para 2030 se definirá en la Fase 2, una 
vez disponible dicha línea base (CBD, 
2022; GBF Indicators, 2024).

•	 ICO 15.1: número de empresas que pu-
blican informes de sostenibilidad ali-
neados con estándares internacional-
mente reconocidos, en particular GRI 
101 Biodiversidad 2024 y TNFD (GRI, 
2024; TNFD, 2023).

•	 ICOM 15.1: número de organizaciones 
que manifiestan públicamente su in-
tención de adoptar marcos avanzados 
como TNFD y SBTN, y han iniciado 
procesos de evaluación mediante la 
metodología LEAP (TNFD, 2023; SBTN, 
2024).

•	 Indicador de confianza (IC-CONF): 
porcentaje de empresas que reportan 
sin temor a consecuencias sanciona-
torias, medido mediante una encues-
ta anual anónima administrada por 
la STIM a las empresas participantes 
(CEMDES, 2026).

5.3 Sostenibilidad financiera y 
gestión de riesgos institucionales

5.3.1 Modelo de sostenibilidad financiera

La viabilidad del Plan a largo plazo no de-
penderá exclusivamente del presupuesto 
público. Se ha diseñado un modelo de 
financiamiento mixto para la STIM y las 
actividades del BAG, estructurado en cua-
tro fuentes complementarias cuya pon-
deración evoluciona a lo largo de las tres 
fases de implementación (BIOFIN, 2024; 
BCE, 2022; PNUD, 2024):

•	 Recursos de cooperación interna-
cional: para la Fase 1 (2026–2027), 
cubriendo los costos de diseño ins-
titucional, los pilotos empresariales 
y los programas de formación inicial 
(PNUD, 2024; BIOFIN, 2024).
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•	 Aportes del sector privado: contribu-
ciones voluntarias de las empresas 
miembros del BAG y cuotas de mem-
bresía para cubrir los costos opera-
tivos recurrentes de la STIM a partir 
de 2028, garantizando la autonomía 
operativa frente a los ciclos políticos 
(CEMDES, 2026).

•	 Tarifas por servicios especializados: la 
STIM ofrecerá servicios de validación 
y certificación de alto nivel a tarifas de 
mercado, destinando los ingresos ge-
nerados a subsidiar el acceso gratuito 
o de bajo costo para MIPYMES (MAE, 
2025; BIOFIN, 2024).

•	 Fondos concursables: alineados con la 
LA17, para financiar proyectos de inno-
vación en biodiversidad con co-benefi-
cios verificables para cadenas de valor 
y territorios críticos (BIOFIN, 2024; 
PNUD, 2024).

La sostenibilidad financiera de la STIM com-
bina, de este modo, recursos de cooperación 
internacional, aportes del sector privado y, 
eventualmente, tarifas por servicios especia-
lizados de alta complejidad. Esta combina-
ción reduce la dependencia de recursos pú-
blicos recurrentes y asegura su autonomía 
operativa frente a cambios políticos (MAE, 
2025; PNUD, 2024; CEMDES, 2026).

La experiencia europea sistematizada 
por zu Ermgassen et al. (2025) demuestra 
que la inversión privada en biodiversidad 
no se escala sin una intervención pública 
sustancial: los riesgos políticos, ecológicos 
y reputacionales constituyen barreras es-
tructurales, y la ausencia de mecanismos 
de derisking —como el financiamiento 
combinado (blended finance)— hace que 
los retornos ajustados por riesgo sean 
insuficientes para atraer capital privado 
de forma autónoma. Esta evidencia res-
palda el modelo de financiamiento mixto 
propuesto en la Hoja de Ruta, en el que 
la cooperación internacional y los aportes 
estatales en especie funcionan como ga-
rantía de base para movilizar las cuotas 
del BAG y las tarifas de la STIM.

Adicionalmente, White et al. (2024) seña-
lan que las empresas necesitan “escalar 
su ambición progresivamente” (ratchet 
up ambition) a medida que mejoran sus 
capacidades de monitoreo y se consoli-
da la evidencia científica. Esto justifica la 
estructura por fases de la Hoja de Ruta 
(2026–2027, 2028–2029, 2030) y la incor-
poración del IC-CONF como indicador de 
alerta temprana del riesgo de desengan-
che empresarial

5.3.2 Nota de riesgo institucional y estra-
tegia de contingencia

La implementación del Plan enfrenta un 
riesgo inherente: la posibilidad de que 
el MAE u otras entidades públicas no 
aprueben los instrumentos regulatorios, 
no adapten los sistemas de información o 
no cooperen en los plazos previstos. Dado 
que varias líneas de acción —en particular 
LA06, LA12 y LA13— dependen de decisio-
nes estatales, se establecen cuatro estra-
tegias de contingencia para garantizar la 
continuidad del esfuerzo empresarial y evi-
tar que eventuales retrasos institucionales 
frenen la transición hacia la implementa-
ción de la Meta 15 y el fortalecimiento de 
la gestión corporativa de la biodiversidad  
(MAE, 2022; CEMDES, 2026; CBD, 2022).

La adopción de mecanismos de contin-
gencia responde además al principio 
constitucional de seguridad jurídica consa-
grado en el artículo 82 de la Constitución, 
procurando que las empresas cuenten 
con un marco de actuación previsible aun 
cuando existan demoras en la emisión de 
lineamientos, protocolos o instrumentos 
regulatorios. De igual manera, se alinea 
con el enfoque de fortalecimiento progre-
sivo de capacidades previsto en la Estra-
tegia Nacional de Biodiversidad y su Plan 
de Acción 2025-2030 (ENBPA), la cual pro-
mueve la generación gradual de informa-
ción, capacidades técnicas, mecanismos 
de gobernanza e instrumentos habilitan-
tes para la implementación de la Meta 15.

En este contexto, las estrategias de con-
tingencia propuestas buscan asegurar la 
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continuidad de las acciones empresaria-
les mediante mecanismos voluntarios de 
coordinación, generación de capacidades, 
adopción de estándares internacionales de 
reporte y fortalecimiento de plataformas 
de información, sin sustituir las competen-
cias regulatorias exclusivas del Estado ni 
anticipar obligaciones que deban ser esta-
blecidas mediante los procedimientos le-
gales correspondientes. De esta manera, el 
avance de la Hoja de Ruta no queda con-
dicionado exclusivamente al ritmo de la 
acción regulatoria pública, sino que puede 
desarrollarse de forma progresiva, respe-
tando el marco constitucional, ambiental y 
administrativo vigente en Ecuador.

1.	 Autonomía técnica y voluntariedad. 
Las acciones de guías metodológicas 
(LA04), formación (LA10) y comunida-
des de práctica (LA11) son de ejecución 
totalmente voluntaria por parte de las 
empresas y no requieren aprobación 
estatal para iniciarse. Las empresas 
pueden adoptar directamente están-
dares internacionales —GRI 101, TNFD, 
SBTN— sin esperar la armonización 
normativa nacional. La STIM puede 
operar bajo convenios privados o de 
cooperación internacional si el marco 
estatal se retrasa (GRI, 2024; TNFD, 
2023; SBTN, 2024).

2.	 Incidencia colectiva y evidencia. El 
BAG utilizará la evidencia generada 
en los pilotos de la Fase 1 como argu-
mento técnico para presionar la apro-
bación de marcos regulatorios. La de-
mostración de que el sistema funciona 
sin coerción estatal será el principal 
motor para la adopción normativa. 
Se documentarán casos de éxito que 
muestren beneficios tangibles —acce-
so a mercados, reducción de riesgos— 
para incentivar la acción del Estado 
(PNUD, 2024; BIOFIN, 2024).

3.	 Registro de obstáculos institucionales 
(rendición de cuentas). La STIM llevará 
un registro público y transparente de 
los cuellos de botella institucionales: 
retrasos en aprobaciones normativas, 

ausencias sistemáticas en mesas de 
trabajo y falta de adaptación de los 
sistemas de información del Estado. 
Este registro se presentará anualmen-
te al gobierno, al BAG y a la coope-
ración internacional, sirviendo como 
insumo para la rendición de cuentas e 
informando al gobierno que asuma en 
2029 sobre las reformas pendientes. La 
publicación de este registro convierte 
la inacción institucional en un dato 
público y medible (CEMDES, 2026; 
CBD, 2022).

4.	 Alternativas internacionales (plan 
de contingencia). En caso de que el 
marco regulatorio nacional no avan-
ce según lo previsto, las empresas 
ecuatorianas podrán mantener su 
competitividad en mercados globales 
alineándose directamente con regula-
ciones extranjeras —EUDR y CSRD— y 
reportando bajo esos estándares. La 
infraestructura técnica de la STIM ser-
virá como puente de validación para 
asegurar que estos reportes interna-
cionales sean reconocidos localmente, 
evitando que la falta de regulación 
nacional sea una barrera para el ac-
ceso a mercados y al financiamiento 
internacional (MAE, 2024c; GRI, 2024; 
TNFD, 2023).

La resiliencia del Plan reside en su doble 
vía: por un lado, impulsa la colaboración 
institucional ideal entre el MAE y el sector 
privado; por otro, garantiza que las em-
presas puedan avanzar de forma autóno-
ma y voluntaria en la adopción de buenas 
prácticas de gestión y divulgación de 
información sobre biodiversidad cuando 
los procesos regulatorios o administrati-
vos requieran mayores plazos de imple-
mentación. Esta configuración protege 
las inversiones empresariales, asegura la 
continuidad de la transición hacia la bio-
diversidad y mantiene la competitividad 
internacional de las exportaciones ecua-
torianas, con independencia de los ciclos 
electorales o de las restricciones presu-
puestarias del Estado (CBD, 2022; BIOFIN, 
2024; PNUD, 2024). 
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6. Mensajes Clave y 
Llamados a la Acción

6.1 Mensajes clave para las 
autoridades del MAE

Este Plan de Acción Empresarial 2026–
2030 es una propuesta técnica elaborada 
por el sector privado ecuatoriano, liderada 
por CEMDES y articulada con el Grupo 
Consultivo Empresarial de Biodiversidad 
(BAG), que se pone a disposición del MAE 
como insumo para apoyar la implemen-
tación de la Meta 15 de la Estrategia Na-
cional de Biodiversidad y Plan de Acción 
2025–2030 (ENBPA) (MAE, 2025; CBD, 
2022). No constituye un instrumento nor-
mativo ni sustituye las competencias de 
regulación, control y seguimiento am-
biental atribuidas al Estado por la Cons-
titución de la República, el Código Orgá-
nico del Ambiente y demás normativa 

aplicable; su propósito es demostrar que 
el sector empresarial ecuatoriano está 
dispuesto a avanzar de forma ordenada, 
técnica, verificable y transparente hacia 
la evaluación y divulgación de riesgos, de-
pendencias e impactos sobre la biodiver-
sidad, siempre que existan las condiciones 
habilitantes que otorguen seguridad ju-
rídica, predictibilidad regulatoria y meca-
nismos adecuados de articulación públi-
co-privada (CEMDES, 2026; MAE, 2024b).

El mensaje central que el sector privado 
transmite a las autoridades ambientales 
es el siguiente: la voluntad empresarial 
de reportar existe, pero su consolidación 
depende de la construcción de confianza 
institucional, transparencia en el uso de 
la información y reglas claras sobre los 



Mensajes Clave y Llamados a la Acción   |   56

alcances de la divulgación voluntaria. En 
este contexto, el Régimen de Transición 
propuesto en la Línea de Acción LA12 bus-
ca generar garantías de seguridad jurídica 
para los reportantes de buena fe, sin me-
noscabar las facultades constitucionales y 
legales de control, seguimiento y sanción 
que corresponden a la Autoridad Ambien-
tal Nacional. El objetivo es evitar que la 
divulgación voluntaria de información ge-
nerada para fines de gestión, monitoreo 
y reporte de biodiversidad desincentive la 
participación empresarial por incertidum-
bre respecto de su tratamiento institucio-
nal, promoviendo así una mayor genera-
ción de datos útiles para el cumplimiento 
de la Meta 15 y para la toma de decisiones 
basada en evidencia. La aprobación de 
este régimen en la Fase 1 (2026–2027) es, 
por tanto, la acción pública más impor-
tante y urgente para desbloquear la tran-
sición empresarial hacia la Meta 15.

El Plan propone al MAE una relación de 
complementariedad funcional, no de de-
pendencia operativa. El Estado define el 
marco normativo y las metas nacionales; 
el sector privado genera los datos, de-
sarrolla las metodologías y financia una 
parte significativa de la transición (PNUD, 
2024; BIOFIN, 2024). La Secretaría Técni-
ca de Implementación Multiactor (STIM) 
actúa como el nodo neutral que conecta 
ambas esferas, garantizando que la infor-
mación empresarial llegue a los sistemas 
nacionales —BNDB y SIBEcuador— con la 
calidad y la trazabilidad requeridas para 
el reporte oficial de Ecuador ante el Con-
venio sobre la Diversidad Biológica, sin 
exponer a las empresas a consecuencias 
sancionatorias derivadas de la propia di-
vulgación (CEMDES, 2026; CBD, 2022; INA-
BIO, 2025). Esta arquitectura no debilita la 
autoridad del MAE; la fortalece, al dotarla 
de información empresarial de calidad 
que hoy no existe en los sistemas nacio-
nales.

El sector privado invita al MAE a reconocer 
formalmente el BAG y las mesas sectoria-
les como espacios consultivos articulados 
de participación y diálogo técnico con el 

Comité Nacional de Patrimonio Natural, 
a explorar instrumentos de fomento —lí-
neas de financiamiento, incentivos eco-
nómicos y esquemas de reconocimiento 
para empresas líderes— y a adaptar los 
sistemas nacionales de información para 
recibir datos empresariales procesados. 
Cada una de estas acciones públicas tie-
ne un efecto multiplicador directo sobre 
los indicadores IC 15.1, ICO 15.1 e ICOM 15.1 
que Ecuador debe reportar ante el CBD 
en 2030 (CBD, 2022; GBF Indicators, 2024; 
MAE, 2025).

6.2 Mensajes clave para la alta 
gerencia empresarial

Este Plan de Acción Empresarial 2026–
2030 es una propuesta técnica elaborada 
por CEMDES, en diálogo con el Grupo 
Consultivo Empresarial de Biodiversidad 
(BAG), que se ofrece como guía voluntaria 
para las grandes empresas e instituciones 
financieras interesadas en avanzar de ma-
nera ordenada hacia la Meta 15 del Marco 
Global de Biodiversidad y su implemen-
tación en Ecuador a través de la Estrate-
gia Nacional de Biodiversidad y Plan de 
Acción 2025–2030 (ENBPA). No constituye 
un instrumento normativo ni crea obliga-
ciones legales para las empresas partici-
pantes, sino que propone rutas de acción 
pragmáticas que cada organización podrá 
adaptar conforme a su contexto, priori-
dades y capacidades internas (CEMDES, 
2025; CBD, 2022). Su valor reside en redu-
cir la incertidumbre, anticipar tendencias 
regulatorias y de mercado, fortalecer la se-
guridad jurídica de las decisiones corpo-
rativas y facilitar una gestión empresarial 
alineada con los principios de desarrollo 
sostenible, prevención y corresponsabili-
dad ambiental reconocidos en la Consti-
tución de la República del Ecuador y en el 
Código Orgánico del Ambiente.

La pérdida de biodiversidad ya no cons-
tituye únicamente un desafío ambiental, 
sino también un factor de riesgo material 
para la continuidad operativa, la estabi-
lidad financiera, la resiliencia de las ca-
denas de suministro y la competitividad 
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internacional, especialmente en países 
megadiversos como Ecuador, donde mu-
chos sectores dependen directamente 
de servicios ecosistémicos críticos (IPBES, 
2019; MAE, 2015). Esta realidad encuen-
tra sustento en el marco constitucional 
ecuatoriano, que reconoce a la naturale-
za como sujeto de derechos y establece 
el deber del Estado y de los particulares 
de promover un modelo de desarrollo 
ambientalmente sostenible. Integrar la 
naturaleza en la gestión de riesgos, la 
planificación estratégica y el gobierno 
corporativo permite a las empresas redu-
cir vulnerabilidades, evitar costos futuros 
y acceder a oportunidades emergentes 
como el financiamiento verde, los merca-
dos que exigen trazabilidad y las alianzas 
de valor compartido con comunidades 
y territorios (BIOFIN, 2024; Salazar et 
al., 2024). Al adoptar de forma gradual 
marcos como GRI 101 Biodiversidad y 
TNFD, permite a las empresas fortalecer 
la calidad y comparabilidad de la infor-
mación que generan, mejorar el diálogo 
con inversionistas, entidades financieras, 
compradores internacionales y autorida-
des competentes, y prepararse para un 
entorno regulatorio global cada vez más 
orientado a la transparencia en materia 
ambiental. Para las empresas ecuato-
rianas con vocación exportadora, este 
proceso contribuye además a responder 
de manera anticipada a exigencias emer-
gentes de debida diligencia ambiental, 
sostenibilidad corporativa y trazabilidad 
en mercados internacionales, reduciendo 
riesgos de acceso a mercados y de finan-
ciamiento (GRI, 2024; TNFD, 2023).

El enfoque del Plan es explícitamente de 
fomento y transición progresiva: prioriza 
el desarrollo de metodologías sectoria-
les, plataformas de datos, programas de 
formación, instrumentos financieros y 
esquemas de reconocimiento antes que 
la introducción de requisitos obligatorios, 
coherentemente con la formulación de la 
Meta 15 nacional como meta de fomento 
y no de exigencia inmediata (MAE, 2024b; 
MAE, 2024c). Esto significa que la partici-
pación empresarial se concibe como un 

proceso voluntario, incremental y adap-
table en el cual cada organización puede 
avanzar a un ritmo compatible con sus 
capacidades técnicas, operativas y finan-
cieras, sin perjuicio del cumplimiento de 
las obligaciones ambientales vigentes es-
tablecidas en la normativa nacional, con-
siderando el grado de madurez de cada 
organización, evitando cargas despropor-
cionadas y favoreciendo el aprendizaje 
práctico a partir de pilotos y experiencias 
concretas (CEMDES, 2025; PNUD, 2024). 
En este sentido, el Plan invita a las em-
presas a considerar la Meta 15 no como 
una amenaza regulatoria, sino como una 
hoja de ruta para fortalecer la resiliencia 
empresarial, mejorar la gestión de riesgos, 
generar valor sostenible a largo plazo y 
posicionar a las empresas ecuatorianas en 
un entorno económico internacional que 
incorpora cada vez más la biodiversidad 
como un elemento central de competiti-
vidad, transparencia y acceso a financia-
miento.

6.3 Cómo usar este Plan dentro de 
las empresas

Cada empresa es libre de decidir si adopta 
total o parcialmente las recomendaciones 
de este Plan, en qué secuencia y con qué 
nivel de profundidad. El documento está 
diseñado como un menú de opciones y 
no como una lista de requisitos: las líneas 
de acción LA01–LA19 pueden combinarse 
de manera flexible según los riesgos, las 
oportunidades y las capacidades internas 
de cada organización (CEMDES, 2025). 
Esta naturaleza voluntaria es consistente 
con el enfoque de fomento previsto en 
la Estrategia Nacional de Biodiversidad 
y Plan de Acción 2025–2030 (ENBPA), así 
como con los principios de corresponsa-
bilidad, sostenibilidad y participación es-
tablecidos en la Constitución de la Repú-
blica del Ecuador y en el Código Orgánico 
del Ambiente. Por ejemplo, una empresa 
exportadora con marcos de sostenibili-
dad avanzados puede concentrarse en 
la adopción de GRI 101, TNFD y en la inte-
gración de criterios de biodiversidad en la 
cadena de suministro, mientras que otra 
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empresa con capacidades más incipien-
tes puede priorizar primero la formación 
de su equipo, la mejora de sus sistemas 
de datos y la participación en pilotos sec-
toriales.

Desde una perspectiva práctica, se re-
comienda que la alta gerencia utilice el 
Plan como insumo para los procesos de 
gobierno corporativo, gestión de riesgos 
y planificación estratégica, incorporan-
do progresivamente la biodiversidad y 
los servicios ecosistémicos dentro de los 
análisis de materialidad, continuidad ope-
rativa y sostenibilidad empresarial. (TNFD, 
2023; IPBES, 2019). El documento puede 
servir para solicitar información interna a 
distintas áreas, definir hojas de ruta inter-
nas por fases, explorar oportunidades de 
financiamiento con la banca de desarrollo 
o con iniciativas de cooperación, e incluso 
para dialogar con clientes internacionales 
que ya exigen mayor transparencia sobre 
impactos y dependencias de biodiversi-
dad (BIOFIN, 2024; Finance for Biodiversi-
ty Foundation & UNEP FI, 2024). En todos 
los casos, las decisiones de implementa-
ción corresponden exclusivamente a cada 
empresa, sin perjuicio del cumplimiento 
de las obligaciones ambientales vigentes 
establecidas en la normativa ecuatoriana.

El Plan también puede ser una herra-
mienta útil para fortalecer el diálogo con 
el MAE, INABIO y otros actores públicos, 
en la medida en que ofrece un lengua-
je común y una estructura ordenada 
de prioridades. Al utilizar los mismos 
conceptos, indicadores y marcos que la 
ENB 2025–2030, las empresas que deci-
dan avanzar tendrán más facilidad para 
demostrar su contribución a las metas 
nacionales y para participar en espacios 
como el BAG, las mesas sectoriales y, a 
través de ellas, el Comité Nacional de 
Biodiversidad (MAE, 2024b; MAE, 2022). 
Esto no crea nuevas obligaciones, pero sí 
abre la puerta a un reconocimiento más 
estructurado de los esfuerzos empresaria-
les y a la posibilidad de influir de manera 
informada en las discusiones de política 
pública relacionadas con la Meta 15.

El Plan ofrece un marco 
para orientar recursos y 
asistencia técnica hacia las 
brechas identificadas

6.4 Llamados a la acción por actor

Los llamados a la acción que se presen-
tan a continuación son invitaciones no 
vinculantes, orientadas a facilitar la coor-
dinación y el aprendizaje conjunto entre 
el sector empresarial, el Estado y otros ac-
tores. No implican compromisos legales ni 
generan obligaciones para las empresas 
del BAG ni para CEMDES; su propósito es 
señalar oportunidades concretas de co-
laboración durante el período 2026–2030 
(CEMDES, 2025; PNUD, 2024).

Para las empresas del BAG y otras gran-
des empresas interesadas, la invitación 
principal es a utilizar este Plan como re-
ferencia para diseñar sus propias hojas 
de ruta internas hacia la Meta 15, iden-
tificando al menos una o dos líneas de 
acción prioritarias por año en función de 
sus capacidades actuales. Esto puede 
incluir, por ejemplo, participar en pilotos 
de aplicación de guías metodológicas 
sectoriales, fortalecer la formación de 
equipos clave, explorar instrumentos fi-
nancieros verdes o avanzar hacia reportes 
alineados con GRI 101 y TNFD (GRI, 2024; 
TNFD, 2023). Las empresas pueden, si lo 
consideran conveniente, comunicar públi-
camente sus avances y buenas prácticas, 
contribuyendo así a generar un efecto 
demostrativo positivo en sus cadenas de 
valor y en el ecosistema empresarial más 
amplio.

Para el MAE, INABIO y demás institucio-
nes públicas competentes, el llamado 
es a considerar este Plan como un in-
sumo técnico que puede contribuir a la 
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implementación ENBPA 2025–2030 y al 
cumplimiento de los compromisos inter-
nacionales asumidos por el Ecuador en el 
marco del Convenio sobre la Diversidad 
Biológica. Esto incluye la posibilidad de 
articular formalmente el BAG y las mesas 
sectoriales con el Comité Nacional de Bio-
diversidad, otorgando espacios de partici-
pación consultiva para que las perspecti-
vas técnicas del sector privado alimenten 
el diseño de políticas, instrumentos y mar-
cos de monitoreo, sin que ello implique 
delegar las competencias normativas del 
Estado (MAE, 2024b; MAE, 2024c). Igual-
mente, se invita a explorar, en la medida 
de las posibilidades fiscales y regulatorias, 
instrumentos de fomento como líneas de 
financiamiento, incentivos económicos y 
esquemas de reconocimiento que acom-
pañen la adopción voluntaria de estánda-
res avanzados de biodiversidad (BIOFIN, 
2024; Salazar et al., 2024).

Para la cooperación internacional, la aca-
demia y otros aliados técnicos, el Plan 
ofrece un marco concreto para orientar 
recursos, investigación aplicada y asisten-
cia técnica hacia las brechas identificadas 
en el diagnóstico de CEMDES y en la ENB 
2025–2030 (CEMDES, 2025; MAE, 2024b). 
Se les invita a coordinar sus intervencio-
nes con el BAG, con CEMDES y con el 
MAE para evitar duplicidades, potenciar 
sinergias y asegurar que los proyectos 
contribuyan a los indicadores IC 15.1, ICO 
15.1 e ICOM 15.1, sin crear cargas innece-
sarias para las empresas (GBF Indicators, 
2024; IPBES, 2019). Esta coordinación pue-
de materializarse en programas conjuntos 
de formación, desarrollo de herramientas 
digitales, investigación sobre efectividad 
de medidas de conservación en contextos 
productivos y evaluación independiente 
de los avances logrados durante 2026–
2030, siempre respetando la naturaleza 
voluntaria del Plan y la autonomía deciso-
ria de cada organización participante.

Para facilitar el uso práctico de esta Hoja 
de Ruta por parte de equipos técnicos, 
directivos, y autoridades, el Anexo C re-
úne un glosario de términos clave rela-

cionados con biodiversidad, gobernanza 
ambiental, divulgación empresarial y la 
implementación de la Meta 15, elaborado 
en coherencia con la ENBPA 2025–2030, 
el Convenio sobre la Diversidad Biológica 
y la normativa ambiental ecuatoriana vi-
gente. 
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Anexo A. 
Matriz de priorización de líneas 
de acción LA01–LA19

A1.1 Propósito y carácter no 
vinculante

El presente anexo resume la matriz de 
priorización aplicada a las 19 líneas de 
acción de la Hoja de Ruta Empresarial 
2026-2030 para la implementación de 
la Meta 15 en Ecuador. Su objetivo es 
ofrecer una referencia técnica sobre qué 
acciones pueden resultar más estraté-
gicas en el corto, mediano y largo plazo, 
considerando las brechas identificadas, 
las capacidades actuales y las restriccio-
nes económicas e institucionales del país 
(CEMDES, 2025; MAE, 2024b). La matriz 
se concibe como una herramienta orien-
tativa elaborada por CEMDES, que pue-
de ser adaptada, complementada o no 
utilizada por las empresas y las institu-
ciones públicas, según su propio criterio.

Este anexo no establece obligaciones 
ni compromisos para las empresas del 
BAG (Business Advisory Group por su 
sigla en inglés) ni para otros actores. La 
priorización no tiene carácter normativo 
ni constituye un “plan de cumplimien-
to”, sino una propuesta técnica para 
facilitar la toma de decisiones sobre 
dónde concentrar esfuerzos y recursos 
durante el período 2026-2030 (PNUD, 
2024; BIOFIN, 2024). Cada organización 
es responsable de definir sus propias 
prioridades, ritmos de implementación 
y combinaciones de líneas de acción, de 
acuerdo con su contexto operativo, su 
exposición a la naturaleza y sus capaci-
dades internas.

A1.2 Criterios utilizados para la 
priorización

La priorización de las líneas de acción 
LA01–LA19 se realizó a partir de cinco 
criterios principales, definidos en co-
herencia con el diagnóstico de brechas 
técnicas y con la naturaleza de fomento 
de la Meta 15 nacional (CEMDES, 2025; 
MAE, 2024c).

1.	 Contribución a cerrar brechas crí-
ticas de la Meta 15: grado en que 
la línea de acción ayuda a reducir 
brechas de evaluación, monitoreo, 
datos, reporte, financiamiento o 
gobernanza identificadas en el Do-
cumento 1 (Diagnóstivo de Brechas 
Técncas) y en la ENBPA 20252030 
(INABIO, 2018; MAE, 2022).

2.	 Viabilidad técnica en el contexto 
ecuatoriano: disponibilidad de me-
todologías, capacidades técnicas 
y experiencias de referencia que 
permitan implementar la línea de 
acción en condiciones reales de ope-
ración empresarial (IPBES, 2019; GRI, 
2024; TNFD, 2023).

3.	 Costo relativo y requerimientos de 
financiamiento: magnitud aproxi-
mada de recursos financieros, hu-
manos e institucionales necesarios, 
considerando las restricciones fisca-
les y de liquidez identificadas para el 
período 20262030 (BCE, 2022; BIO-
FIN, 2024).

4.	 Sinergias con políticas públicas y 
marcos internacionales: grado de 
alineación con la ENBPA 20252030, 
el Marco Global de Biodiversidad, los 
indicadores IC 15.1, ICO 15.1 e ICOM 15.1 
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y marcos como GRI 101, TNFD y SBTN 
(CBD, 2022; MAE, 2024b; SBTN, 2024).

5.	 Potencial de efecto demostrati-
vo y de escalamiento: capacidad 
de la línea de acción para generar 
aprendizajes, casos piloto y modelos 
replicables que faciliten la adopción 
voluntaria por un número creciente 
de empresas y sectores (White et al., 
2024; Business for Nature, 2023).

Cada criterio se evaluó en una escala 
cualitativa (bajo, medio, alto) y se asig-
naron ponderaciones internas para ob-
tener una prioridad relativa (alta, media, 
básica). Esta ponderación es un insumo 
técnico de CEMDES y no pretende sus-
tituir evaluaciones de costobeneficio 
internas de las empresas ni decisiones 
de política pública del MAE u otras insti-
tuciones.

A1.3 Resultado sintético de la 
priorización

La Tabla A1 (ubicada en la siguente pá-
gina) presenta la priorización propuesta 
de las 19 líneas de acción, agrupadas en 
tres niveles: Prioridad Inmediata (inicio 
recomendado 2026-2027), Prioridad 
Alta (despliegue progresivo 2028-2029) 
y Prioridad Básica / Consolidación (prin-
cipalmente 2030 en adelante). Esta se-
cuencia se alinea con las tres fases del 
Plan descritas en la Sección 4 (habilita-
ción crítica, escalamiento estratégico y 
consolidación normativa) (MAE, 2024b; 
PNUD, 2024).

A1.4 Uso recomendado de la matriz 
por parte de empresas y actores 
públicos

Para las empresas, esta matriz puede 
servir como punto de partida para de-
finir sus propias hojas de ruta internas 
hacia la Meta 15, identificando qué lí-
neas de acción tienen mayor sentido en 
su contexto y en qué secuencia tempo-
ral desean abordarlas. Se recomienda 
utilizar la priorización propuesta como 

insumo para discusiones internas de 
planificación y presupuesto, pero no 
como un “checklist” obligatorio (TNFD, 
2023; GRI, 2024). Cada empresa puede 
adaptar los niveles de prioridad, incor-
porar criterios propios (por ejemplo, 
exigencias de clientes o inversionistas 
específicos) y combinar acciones de dis-
tintos niveles según sus capacidades.

Para el MAE, INABIO y otros actores pú-
blicos, la matriz puede ayudar a ordenar 
el despliegue de apoyo técnico, progra-
mas de formación, instrumentos finan-
cieros y posibles medidas regulatorias, 
priorizando primero las acciones habi-
litadoras que facilitan la adopción vo-
luntaria y reducen la asimetría de infor-
mación entre empresas y Estado (MAE, 
2024b; PNUD, 2024). Cualquier decisión 
de avanzar hacia obligaciones norma-
tivas deberá basarse en evaluaciones 
específicas de impacto regulatorio y 
en la evidencia generada por pilotos y 
experiencias concretas durante 2026-
2029, en coherencia con el enfoque de 
fomento y gradualidad establecido para 
la Meta 15 nacional (MAE, 2024c; CEM-
DES, 2025).
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Tabla A1. Matriz de Priorización de Líneas de Acción (LA01-LA19)

Nivel de Prioridad Líneas de Acción Principales (Síntesis) Justificación Técnica Resumida

Prioridad Inmediata 
(2026–2027) 
Habilitación Crítica

LA01: Fortalecimiento del BAG y mesas 
sectoriales.
LA02: Integración de criterios en cadenas de 
suministro (diseño).
LA03: Planificación de acuerdos empresa-
comunidad (mapeo).
LA04: Guías metodológicas sectoriales (desarrollo 
y pilotos).
LA05: Constitución y operación de la Secretaría 
Técnica (STIM).
LA06: Fortalecimiento de BNDB y módulos 
empresariales.
LA07: Integración de datos en sistemas 
nacionales (INEC).
LA08: Protocolos nacionales de monitoreo 
(primeros 2).
LA10: Programas de formación especializada (1ª 
cohorte).
LA11: Comunidades de práctica (diseño y 
selección).

Abordan directamente las brechas más 
críticas de gobernanza, metodologías, 
capacidades, datos y financiamiento que 
dificultan cualquier avance posterior en 
divulgación de biodiversidad (INABIO, 2018; 
MAE, 2022; BIOFIN, 2024). Son habilitadores 
sistémicos sin los cuales las fases de 
escalamiento y consolidación normativa 
perderían efectividad. La creación de la STIM 
es prioritaria para garantizar la neutralidad y 
el flujo seguro de datos desde el inicio.

Prioridad Alta 
(2028–2029) 
Escalamiento Estratégico

LA09: Herramientas digitales y SIG para 
evaluación de riesgos.
LA16: Instrumentos financieros verdes (líneas de 
crédito, fondos).
LA17: Fondos concursables y cofinanciamiento.
LA18: Incentivos económicos y fiscales (diseño y 
gestión).
LA19: Esquemas de reconocimiento y certificación.
 
LA12: Hoja de ruta regulatoria (borrador técnico-
jurídico).
 
LA13: Armonización con marcos internacionales 
(CSRD, EUDR).
 
LA14: Mecanismos de seguimiento y verificación 
(diseño).
 
LA15: Fortalecimiento de incentivos legales 
(diseño).

Aprovechan las capacidades y sistemas 
creados en la fase inicial para escalar 
la adopción voluntaria, reducir costos 
de implementación y generar incentivos 
reputacionales y financieros para las 
empresas que avanzan más rápido (TNFD, 
2023; GRI, 2024; Salazar et al., 2024). Deben 
diseñarse sobre la base de experiencias 
piloto y lecciones aprendidas. La hoja de ruta 
regulatoria se consolida aquí, preparada para 
su presentación en 2030.

Prioridad Básica / 
Consolidación 
(2030 en adelante) 
Preparación Normativa

LA12: Hoja de ruta regulatoria (producto final y 
presentación).
LA13: Armonización regulatoria (propuesta 
formal).
LA14: Mecanismos de verificación (operatividad 
plena).
LA15: Marco de incentivos legales (propuesta 
formal).
LA16-LA19: Evaluación y ajuste de instrumentos 
financieros y de reconocimiento.

Corresponden a medidas de mayor 
complejidad normativa o fiscal, cuyo diseño 
requiere evidencia generada en los años 
previos sobre viabilidad, costos y capacidades 
instaladas, siguiendo el principio de fomento 
y gradualidad regulatoria (MAE, 2024c; 
CEMDES, 2025). Su implementación debe 
evaluarse cuidadosamente para evitar cargas 
desproporcionadas. En 2030, estas acciones 
culminan en la entrega de insumos al 
gobierno entrante para decisiones normativas.

Nota: la asignación de líneas a cada nivel de prioridad es referencial y puede ajustarse según el sector, el tamaño 
empresarial y la madurez de las prácticas existentes. Por ejemplo, un banco o una empresa exportadora con sistemas de 
reporte avanzados podría anticipar algunas acciones de “prioridad alta” a la fase 2026-2027, mientras que otras empresas 
podrían concentrarse en los elementos habilitadores básicos antes de explorar instrumentos financieros complejos o 
esquemas de certificación.
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Nota metodológica para el uso de los 
indicadores sugeridos

Los indicadores propuestos en este anexo 
son una herramienta voluntaria elaborada 
por CEMDES para apoyar a las empresas que 
deseen seguir internamente sus avances en 
biodiversidad en coherencia con la Meta 15 
nacional. No constituyen un estándar oficial 
ni crean obligaciones regulatorias; cada orga-
nización es libre de adoptarlos, adaptarlos o 
descartarlos según su contexto, capacidades y 
prioridades estratégicas (CEMDES, 2025; MAE, 
2024c).

Se recomienda que la alta gerencia designe 
un responsable o equipo técnico para coordi-
nar el uso de la tabla, defina el alcance (em-
presa completa, unidades de negocio o pro-
yectos piloto) y establezca una línea de base 
reciente para cada indicador seleccionado. A 
partir de esa línea de base, la empresa puede 
fijar metas realistas hacia 2030, priorizando 
inicialmente indicadores de proceso y resulta-
do, y avanzando gradualmente hacia indica-
dores de impacto a medida que se consoliden 
los sistemas de monitoreo y gestión de datos 
(INABIO, 2018; GRI, 2024).

Las fuentes de datos internas y la frecuencia 
de seguimiento deben integrarse en los ciclos 
normales de gestión y reporte de la empresa, 
evitando generar cargas administrativas des-
proporcionadas. No es necesario utilizar todos 
los indicadores: en la práctica, suele ser más 
efectivo trabajar con un subconjunto de 5 a 
8 indicadores prioritarios, coherentes con el 
sector y la exposición de la organización a la 
naturaleza (CBD, 2022; TNFD, 2023). La tabla 
puede utilizarse también como apoyo para 

Anexo B. 
Indicadores sugeridos para el 
seguimiento empresarial de la Meta 15

diálogos voluntarios con directorios, clientes, 
inversionistas, gremios y autoridades, siem-
pre dejando claro que se trata de un ejercicio 
interno de mejora y no de un mecanismo de 
cumplimiento normativo (PNUD, 2024; Busi-
ness for Nature, 2023).

B.1 Propósito y naturaleza voluntaria

El presente anexo propone un conjunto aco-
tado de indicadores que las empresas pueden 
utilizar, si así lo desean, como referencia para 
dar seguimiento interno a sus avances en la 
integración de la biodiversidad, en coheren-
cia con la Meta 15 nacional y con el marco de 
monitoreo IC 15.1, ICO 15.1 e ICOM 15.1. Estos 
indicadores no constituyen un estándar oficial 
ni crean obligaciones legales; son insumos 
técnicos elaborados por CEMDES para facilitar 
procesos voluntarios de gestión y aprendizaje 
(CEMDES, 2025; MAE, 2024c).

Cada organización es libre de adoptar, adap-
tar o descartar estos indicadores, definir me-
tas propias y establecer metodologías de me-
dición acordes con su contexto sectorial, su 
nivel de madurez y sus capacidades internas. 
El uso de estos indicadores no supone adhe-
sión formal a ningún marco normativo adicio-
nal y no reemplaza los requisitos regulatorios 
que puedan existir en materia ambiental o 
de reporte de sostenibilidad (MAE, 2022; GRI, 
2024).

Estos indicadores no anticipan ni sustituyen 
futuros requisitos regulatorios. La eventual 
transición hacia divulgación obligatoria (LA12) 
estará condicionada al cumplimiento de hitos 
verificables (línea base, guías metodológicas, 
STIM operativa, régimen de protección ju-
rídica), y cualquier indicador que pase a ser 
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normativo será objeto de procesos formales 
de consulta y análisis de impacto regulatorio 
independiente (MAE, 2024c; CEMDES, 2025)

B.2 Indicadores de proceso (capacidades 
y sistemas internos)

Estos indicadores se alinean con las líneas de 
acción del Eje 2 (LA04, LA05, LA08) que bus-
can estandarizar metodologías y protocolos 
de monitoreo, incluyendo el Global Biodiver-
sity Standard (Bartholomew et al., 2026) que 
establece criterios basados en las ‘Diez Reglas 
Doradas para la Reforestación’ para medir 
cambios en la integridad del ecosistema a lo 
largo del tiempo

P1. Porcentaje de unidades de negocio 
cubiertas por una evaluación estructu-
rada de riesgos, dependencias e impac-
tos sobre biodiversidad. Mide el alcance 
interno de las evaluaciones de biodiversi-
dad, independientemente del marco me-
todológico utilizado (GRI 101, TNFD LEAP, 
SBTN u otros).

P2. Número de personas de la empresa 
que han recibido formación específica 
en biodiversidad y naturaleza en los úl-
timos 24 meses. Permite seguir la expan-
sión de capacidades internas en equipos 
técnicos, de riesgo, sostenibilidad y alta 
gerencia (PNUD, 2024).

P3. Existencia de políticas o lineamien-
tos corporativos que integran explícita-
mente la biodiversidad en la gestión de 
riesgos y en la planificación estratégica. 
Indicador binario (sí/no) que refleja el gra-
do de integración formal de la biodiver-
sidad en documentos de gestión interna 
(TNFD, 2023).

P4. Existencia de un sistema interno 
(o módulo específico) para el registro, 
consolidación y archivo de datos de bio-
diversidad generados por la empresa. 
Evalúa si la empresa cuenta con una base 
de datos o repositorio sistemático para 
información de monitoreo, estudios y re-
portes (INABIO, 2018).

P5. Porcentaje de proyectos nuevos o 
expansiones que incorporan la biodi-
versidad en sus estudios de factibilidad 
más allá del cumplimiento mínimo re-
gulatorio. Indica hasta qué punto la bio-
diversidad se considera tempranamente 
en la toma de decisiones de inversión y 
diseño de proyectos (IPBES, 2019).

B.3 Indicadores de resultado (prácticas y 
divulgación empresarial)

Estos indicadores se relacionan con la imple-
mentación de prácticas y la generación de 
información alineada con los componentes 
ICO 15.1 e ICOM 15.1 del marco nacional de mo-
nitoreo (CBD, 2022; MAE, 2024c):

R1. Publicación de un informe de sos-
tenibilidad o reporte equivalente que 
incluya información específica sobre 
riesgos, dependencias e impactos en 
biodiversidad. Indicador binario (sí/no), 
alineado con el espíritu del indicador ICO 
15.1, independientemente del estándar 
utilizado (GRI, 2024).

R2. Grado de alineación declarada del 
reporte corporativo con GRI 101 Biodi-
versidad (ninguna, parcial, alta). Permi-
te reflejar avances progresivos hacia el 
estándar, sin exigir cumplimiento total 
inmediato (GRI, 2024).

R3. Existencia de una declaración pú-
blica de intención de avanzar hacia 
marcos como TNFD y/o SBTN y acciones 
iniciales realizadas (por ejemplo, piloto 
LEAP, definición de alcances). Se alinea 
conceptualmente con el indicador ICOM 
15.1, sin implicar obligación formal (TNFD, 
2023; SBTN, 2024).

R4. Número de proyectos o iniciativas 
de conservación, restauración o manejo 
mejorado de hábitats asociados a ope-
raciones de la empresa, con objetivos y 
zonas claramente definidos. 
Refleja el paso de la planificación a accio-
nes concretas en territorio, independien-
temente de su escala (White et al., 2024).
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R5. Porcentaje de datos de monitoreo 
de biodiversidad generados por la em-
presa que se encuentran sistematizados 
en formatos compatibles con BNDB o 
SIBEcuador. No implica obligación de 
compartir los datos, pero incentiva la 
preparación para una eventual interope-
rabilidad voluntaria (INABIO, 2025; MAE, 
2022).

B.4 Indicadores de impacto y 
contribución (nivel orientativo)

Los indicadores de impacto requieren verifica-
ción independiente para evitar declaraciones 
ambientales engañosas. Estudios recientes 
advierten que el 90% de las grandes corpora-
ciones involucradas en restauración no repor-
tan un solo resultado ecológico (Lamont et al., 
2023), y que la falta de datos y transparencia 
deja a inversores incapaces de evaluar el im-
pacto real en biodiversidad (Bartholomew et 
al., 2026). Por ello, se recomienda que las em-
presas que utilicen I1-I3 busquen validación 
externa a través de la Secretaría Técnica (STIM) 
o auditores acreditados:

I1. Tendencia en uno o dos indicadores 
ecológicos clave en áreas de influencia 
priorizadas (por ejemplo, cobertura de 
hábitat, índice de calidad de hábitat, 
abundancia relativa de grupos funcio-
nales). Se recomienda seleccionar pocos 
indicadores, medibles con metodologías 
realistas, y reportar la tendencia (mejora, 
estabilidad, deterioro) más que valores 
absolutos complejos.

I2. Área acumulada con acciones de 
restauración o manejo mejorado de eco-
sistemas asociadas a las operaciones de 
la empresa (hectáreas con intervención 
verificable). Puede incluir restauración, 
regeneración asistida, manejo sostenible 
de paisajes productivos u otras medidas 
documentadas (Salazar et al., 2024).

I3. Número de acuerdos o mecanismos 
formales de colaboración con comuni-
dades locales, GAD u otros actores para 
la conservación y uso sostenible de la 
biodiversidad en territorios relacionados 

con las operaciones empresariales. Eva-
lúa la contribución a la gobernanza terri-
torial de la biodiversidad más allá de los 
límites operativos estrictos de la empresa 
(PNUD, 2024; MAE, 2022).

Nota de Integridad Ambiental: Los indicadores 
de impacto (I1-I3) representan el nivel más alto 
de madurez en la gestión de biodiversidad. 
Para que los resultados reportados sean reco-
nocidos por inversionistas, clientes internacio-
nales y mercados de carbono/naturaleza, es 
fundamental que se basen en evidencia empí-
rica verificable y metodologías estandarizadas.

En un contexto global donde la demanda de 
datos fiables crece rápidamente, las empre-
sas que logran demostrar sus impactos con 
rigor técnico (por ejemplo, mediante el Global 
Biodiversity Standard o protocolos validados 
por la STIM) obtienen una ventaja competitiva 
significativa: acceso a financiamiento prefe-
rencial, diferenciación en mercados exigentes 
y mayor confianza de sus grupos de interés. 
Por el contrario, las declaraciones sin respal-
do técnico corren el riesgo de ser percibidas 
como meras afirmaciones de marketing, lo 
que podría diluir el valor de sus esfuerzos y 
exponerlos a cuestionamientos que afecten 
su reputación. Por ello, se recomienda que, al 
reportar estos indicadores, las empresas bus-
quen validación externa o alineación con mar-
cos reconocidos, asegurando que su narrativa 
de sostenibilidad sea tan sólida como sus 
resultados reales (Bartholomew et al., 2026; 
Lamont et al., 2023; Emerald Publishing, 2025)

B.5 Uso flexible y adaptación sectorial

Estos indicadores pueden ser adaptados por 
las empresas para distintos sectores y con-
textos, modificando definiciones, umbrales y 
métodos de medición según sea necesario. 
No se espera que todas las empresas adopten 
todos los indicadores, ni que lo hagan simul-
táneamente; en muchos casos, será suficiente 
seleccionar un subconjunto que refleje prio-
ridades internas y capacidades disponibles 
(CEMDES, 2025).

Asimismo, el MAE, INABIO y otros actores 
públicos podrían utilizar este listado como 
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referencia para diseñar guías sectoriales vo-
luntarias o herramientas de autoevaluación, 
siempre aclarando que se trata de recomen-
daciones no vinculantes y que cualquier even-
tual indicador normativo deberá ser objeto 
de procesos formales de consulta, análisis de 
impacto y definición regulatoria independien-
te (MAE, 2024b; MAE, 2024c). De esta manera, 
el Anexo 2 aporta a la convergencia metodo-
lógica sin anticipar obligaciones ni generar 
expectativas regulatorias prematuras.

La Secretaría Técnica de Implementación 
Multiactor (STIM), una vez constituida, podrá 
ofrecer asistencia técnica para el cálculo de 
estos indicadores, validación de metodologías 
y preparación de datos para interoperabilidad 
con BNDB/SIBEcuador. Sin embargo, el uso 
de estos indicadores y la decisión de com-
partir datos con la STIM permanecen en todo 
momento bajo la voluntad de la empresa, sin 
generar obligaciones de reporte obligatorio 
(MAE, 2025; CEMDES, 2026).

Instructivo para el uso de la tabla de 
indicadores Meta 15

Este instructivo orienta a las empresas sobre 
cómo completar y utilizar la tabla de indi-
cadores sugeridos del Anexo 2, de manera 
voluntaria y adaptada a cada contexto empre-
sarial (CEMDES, 2025; MAE, 2024c).

1. Definir un responsable interno y el 
alcance

El primer paso es que la alta gerencia designe 
un responsable o un pequeño equipo (por 
ejemplo, sostenibilidad, riesgos o medio am-
biente) para coordinar el llenado y actualiza-
ción de la tabla. Ese equipo debe acordar con 
la dirección si el seguimiento se hará a nivel 
de toda la compañía, por unidades de nego-
cio o por proyectos prioritarios, de modo que 
el alcance quedé claramente definido desde 
el inicio (MAE, 2022; PNUD, 2024).

Tabla de trabajo para indicadores sugeridos Meta 15

Código Nombre del indicador Tipo
Línea de 

base (año / 
valor)

Meta 2030 
(valor / 

cualitativa)

Fuente 
de datos 
interna

Frecuencia de 
seguimiento

P1 % de unidades de negocio con evaluación de 
riesgos, dependencias e impactos en biodiversidad

Proceso

P2 Número de personas formadas en biodiversidad y 
naturaleza (últimos 24 meses)

Proceso

P3 Existencia de política o lineamientos que integran 
biodiversidad en gestión de riesgos y planificación 
estratégica (sí/no)

Proceso

P4 Existencia de sistema o módulo interno para 
registro de datos de biodiversidad (sí/no)

Proceso

P5 % de proyectos nuevos/expansiones que incluyen 
biodiversidad más allá del cumplimiento mínimo

Proceso

R1 Publicación de informe de sostenibilidad con 
sección específica de biodiversidad (sí/no)

Resultado

R2 Grado de alineación declarada con GRI 101 
Biodiversidad (ninguna/parcial/alta)

Resultado

R3 Declaración pública de intención y avances hacia 
TNFD y/o SBTN

Resultado

R4 Número de proyectos de conservación, 
restauración o manejo mejorado de hábitats

Resultado

R5 % de datos de monitoreo de biodiversidad 
sistematizados en formatos compatibles con 
BNDB/SIBEcuador

Resultado

I1 Tendencia en 1–2 indicadores ecológicos clave en 
áreas de influencia priorizadas

Impacto

I2 Área acumulada con acciones de restauración o 
manejo mejorado (hectáreas)

Impacto

I3 Número de acuerdos formales de colaboración 
territorial para conservación/uso sostenible

Impacto
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2. Establecer la línea de base

Para cada indicador seleccionado, la empresa 
debe identificar la situación actual (“dónde 
estamos hoy”) y registrar el año de referencia. 
Esto puede implicar una primera recopilación 
sencilla de información: revisión de políticas 
internas, consulta a recursos humanos sobre 
capacitaciones, inventario de proyectos de 
restauración o verificación de si existen re-
positorios de datos de biodiversidad. Se reco-
mienda utilizar un año reciente y para el cual 
la información sea razonablemente verificable 
(INABIO, 2018; GRI, 2024).

3. Definir metas realistas hacia 2030

Las metas deben ser coherentes con las ca-
pacidades de la empresa, sus recursos y su 
contexto sectorial. No es necesario fijar metas 
para todos los indicadores ni aspirar a niveles 
“perfectos”; es preferible contar con pocas 
metas, bien pensadas y alcanzables, que pue-
dan cumplirse de forma progresiva. En secto-
res con alta exposición a la naturaleza, puede 
ser útil priorizar indicadores de proceso y 
resultado primero, y dejar los de impacto para 
una segunda etapa, una vez consolidados 
los sistemas de monitoreo (CBD, 2022; TNFD, 
2023).

4. Identificar las fuentes de datos internas

En la columna “Fuente de datos interna” se 
debe indicar de dónde saldrá la información 
para cada indicador: sistemas de gestión am-
biental, reportes de sostenibilidad, encuestas 
internas, bases de datos de proyectos o regis-
tros financieros, entre otros. Lo importante es 
que la fuente sea trazable y que el equipo res-
ponsable pueda acceder a los datos sin gene-
rar cargas desproporcionadas. Este ejercicio 
ayuda a identificar vacíos de información que 
pueden orientar mejoras futuras en sistemas 
internos (INABIO, 2018; MAE, 2024b).

5. Definir la frecuencia de seguimiento

La empresa debe decidir con qué frecuencia 
se actualizará cada indicador: anual, semes-
tral o, en algunos casos, cada dos años. Los 
indicadores de proceso suelen requerir ac-

tualizaciones más frecuentes, mientras que 
los de impacto ecológico, por su naturaleza, 
pueden revisarse en períodos más largos. Lo 
fundamental es que la periodicidad sea viable 
para el equipo responsable y se integre en los 
ciclos normales de planificación y reporte de 
la empresa (PNUD, 2024; White et al., 2024).

6. Seleccionar indicadores prioritarios por 
sector

No todas las empresas necesitan usar todos 
los indicadores. Se recomienda que cada or-
ganización seleccione un subconjunto de 5 
a 8 indicadores prioritarios, considerando su 
sector y exposición a la naturaleza. Por ejem-
plo, empresas agroindustriales o acuícolas 
pueden dar más peso a indicadores de im-
pacto en territorio, mientras que instituciones 
financieras pueden enfocarse en indicadores 
de evaluación de riesgos, capacidades inter-
nas y alineación con marcos como TNFD y GRI 
101. Esta selección puede revisarse y ajustarse 
con el tiempo según los aprendizajes obteni-
dos (CEMDES, 2025; SBTN, 2024).

7. Usar la tabla como herramienta de 
diálogo interno y externo

La tabla puede servir como insumo para dis-
cusiones en comités de riesgo, comités de 
sostenibilidad o directorios, mostrando de 
manera sencilla avances y brechas. También 
puede apoyar el diálogo con clientes, inversio-
nistas, gremios o autoridades, cuando la em-
presa decida compartir sus avances de forma 
voluntaria. En todos los casos, el uso de estos 
indicadores es una decisión interna y no crea 
obligaciones adicionales frente al Estado ni 
frente a terceros, más allá de los compromisos 
que la propia empresa decida asumir y comu-
nicar (MAE, 2024c; Business for Nature, 2023).
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BAG 
Grupo Consultivo Empresarial de Biodiver-
sidad, espacio de articulación técnica del 
sector privado coordinado por CEMDES 
para temas de Meta 15 y biodiversidad. 

BCE 
Banco Central del Ecuador, fuente de in-
formación macroeconómica y de contexto 
fiscal utilizada en el documento. 

BIOFIN 
Iniciativa de Financiamiento para la Bio-
diversidad (UNDP–BIOFIN), marco de 
referencia para instrumentos financieros 
verdes y análisis de brechas de financia-
miento. 

BNDB 
Base Nacional de Datos de Biodiversidad 
del Ecuador, administrada por INABIO, que 
integra información ecológica y a la cual se 
busca conectar datos empresariales. 

CDB / CBD 
Convenio sobre la Diversidad Biológica 
(por sus siglas en inglés, Convention on 
Biological Diversity), marco internacional 
bajo el cual se adopta el Marco Global de 
Biodiversidad de KunmingMontreal. 

CEMDES 
Consejo Empresarial para el Desarrollo 
Sostenible del Ecuador, entidad que lidera 
la elaboración de la Hoja de Ruta Empre-
sarial 2026–2030. 

CSRD 
Corporate Sustainability Reporting Direc-
tive de la Unión Europea, directiva sobre 
reportes de sostenibilidad corporativa que 
influye en las exigencias de mercado para 
empresas exportadoras. 

Anexo C. 
Glosario de términos y siglas

EUDR 
Regulación de la Unión Europea sobre 
productos libres de deforestación (EU 
Deforestation Regulation), citada como 
ejemplo de presión regulatoria internacio-
nal sobre cadenas de suministro. 

ENBPA 2025–2030 
Estrategia Nacional de Biodiversidad y su 
Plan de Acción 2025–2030 del Ecuador, 
marco nacional que incorpora la Meta 15 
con enfoque de fomento. 

GRI 101 Biodiversidad 
Estándar de Global Reporting Initiative 
sobre biodiversidad (versión 2024), re-
comendado como marco para divulgar 
información de impactos y dependencias 
sobre naturaleza. 

IC 15. 1 
Indicador nacional de la Meta 15: número 
de empresas e instituciones financieras 
que divulgan información sobre sus ries-
gos, dependencias e impactos relaciona-
dos con la biodiversidad. 

ICO 15. 1 
Indicador nacional de la Meta 15: número 
de empresas que publican informes de 
sostenibilidad alineados con estándares 
reconocidos internacionalmente. 

ICOM 15. 1 
Indicador nacional de la Meta 15: número 
de organizaciones que expresan su inten-
ción de adoptar marcos avanzados como 
TNFD. 

IFRS S3 
Norma propuesta del International Sus-
tainability Standards Board (ISSB) sobre 
biodiversidad, citada como estándar in-
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ternacional emergente relevante para 
empresas que buscan financiamiento y 
mercados globales. 

INABIO 
Instituto Nacional de Biodiversidad del 
Ecuador, responsable de la BNDB y actor 
clave para la integración de datos empre-
sariales en sistemas nacionales. 

INEC 
Instituto Nacional de Estadística y Censos 
del Ecuador, entidad encargada de las 
estadísticas oficiales, incluyendo la posi-
ble integración de datos de biodiversidad 
empresariales. 

IPBES 
Plataforma Intergubernamental Científi-
coNormativa sobre Diversidad Biológica 
y Servicios de los Ecosistemas, referencia 
principal sobre la crisis global de biodiver-
sidad. 

MAE / MAEE 
Ministerio del Ambiente y Energía del 
Ecuador (denominaciones utilizadas en el 
documento para la autoridad ambiental 
nacional responsable de la ENBPA y de la 
Meta 15). 

Marco Global de Biodiversidad de Kun-
mingMontreal (MGB / MMBKM) 
Acuerdo adoptado en la COP15 del CDB 
que establece 23 metas globales, incluida 
la Meta 15 sobre divulgación empresarial 
de riesgos, dependencias e impactos so-
bre biodiversidad. 

Meta 15 
Meta del Marco Global de Biodiversidad 
que exige a grandes empresas e insti-
tuciones financieras supervisar, evaluar 
y divulgar sus riesgos, dependencias e 
impactos sobre la biodiversidad a lo largo 
de operaciones, cadenas de suministro y 
carteras de inversión. 

NBSAP 
National Biodiversity Strategy and Action 
Plan, término en inglés para la Estrategia 
Nacional de Biodiversidad y Plan de Ac-

ción (ENBPA) que los países presentan 
ante la Secretaría del CDB. 

PES (Planificación Estratégica Situacio-
nal) 
Enfoque de planificación de Carlos Matus 
para gestionar viabilidad política, actores 
y gobernabilidad en contextos de alta in-
certidumbre. 

PNUD / UNDP 
Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo, citado como fuente de marcos 
metodológicos y análisis para financia-
miento de biodiversidad y gobernanza 
públicoprivada. 

SIBEcuador 
Sistema de Información sobre Biodiver-
sidad del Ecuador, plataforma nacional 
que integra datos de biodiversidad y con 
la cual se busca interoperar información 
proveniente de empresas. 

SBTN 
Science Based Targets for Nature, inicia-
tiva que propone metodologías para fijar 
metas corporativas alineadas con límites 
planetarios de biodiversidad. 

STIM 
Secretaría Técnica de Implementación 
Multiactor, instancia propuesta como 
“firewall” técnico y nodo de gestión dele-
gada para validar, anonimizar y agregar 
datos empresariales antes de su reporte 
institucional. 

TNFD 
Taskforce on Naturerelated Financial Dis-
closures, marco para identificar, evaluar, 
gestionar y divulgar riesgos y oportunida-
des financieros relacionados con la natu-
raleza. 

Hoja de Ruta Empresarial 2026–2030 
Documento técnico liderado por CEMDES 
que propone una secuencia de acciones, 
fases y líneas de acción para que las em-
presas ecuatorianas avancen de forma 
voluntaria hacia la Meta 15. 




